JOSÉ LUIS ENRIQUE GUTIÉRREZ 


INTRODUCCIÓN.

Agradezco la oportunidad que me brindan de realizar una propuesta a la nueva Ley de Amparo, que el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pretende llevar a cabo dicha reforma.

En nuestro México existe una mínima información sobre los derechos difusos; también llamados derechos humanos de tercera generación por la doctrina francesa (1) , no existe una definición en concreto de los derechos difusos, pero el Doctor Héctor Fix Zamudio, menciona que como punto de partida, se pudiera intenta una descripción provisional de estos intereses, y los define así: “Como aquellos derechos subjetivos e intereses legítimos que corresponden a personas indeterminadas, pertenecientes a diversos grupos sociales, que se encuentran distribuidos en amplios sectores, de manera que no resulta fácil el establecimiento de los instrumentos adecuados para la tutela de los propios intereses…” (2), estos intereses son esencialmente el medio ambiente, el patrimonio histórico, arqueológico, artístico y cultural, entre otros.

Actualmente, en la vida contemporánea, nuestras autoridades originan conflictos que afectan no sólo a las personas individualmente consideradas, sino a grupos numerosos de individuos que pueden constituir amplios sectores de la población, esto, debido al gran desarrollo de adelantos tecnológicos y al progreso industrial, que se han presentado después de la segunda posguerra, en que la humanidad misma está implicada; y sin embargo, ha habido progreso en la vida social, pero lamentablemente también efectos negativos a veces en mayor proporción, puesto que se han dañado algunos de los intereses de los habitantes de nuestro territorio. “El Juicio de Amparo, tiene la ventaja de tener antecedentes históricos, y profundas raíces en México”. Así lo han manifestado grandes juristas mexicanos (3). Desde que empezó a practicarse el Juicio de Amparo en nuestro país fue por un agravio personal y de un número indeterminado de personas (4), el Juicio de Amparo puede llegar a ser una medida procesal correcta para prevenir daños colectivos, pues anula el acto reclamado y previene daños; y cuando se concede la suspensión, ordena que vuelvan las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación (5).

En la primera época del semanario judicial de la federación aparecen muchos casos en que un individuo promovía no sólo la defensa de su interés, sino también los de una comunidad (6).

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

En la época actual las Autoridades Políticas cometen muchas irregularidades en sus actos de gobierno por ejemplo el Ejecutivo Estatal que gobernaba en el año de 1991, en el Estado de Jalisco, sin pedir permiso al Instituto Nacional de Antropología e Historia ordenó colocar una estructura de acero sobre el patio principal del Palacio de Gobierno. Esta nueva construcción se cimentó sobre un tendido de concreto en la azotea, en el cual se apoyaba una seria de siete estructuras especiales deslizables por rieles que permitían cubrir y descubrir el patio oprimiendo sólo un botón.

La finalidad no era mala, el arquitecto asesor del Gobernador y responsable del proyecto admitió que nunca tomó en cuenta que dicha cubierta perjudicaría la imagen del edificio, no sólo desde el interior sino desde los cuatro puntos cardinales ubicados por las plazas de la Liberación, Armas y Laureles, así como la esquina de la calles Pedro Moreno y 16 de Septiembre.

Pero lo más serio es que tampoco contempló el peso de acero sobre paredes que datan del siglo XVI.

La construcción perjudicada con cada desplazamiento del techo las columnas que sostienen los muros de Palacio de Gobierno, habiendo más peligro en las escaleras y en la bóveda donde se encuentra el mural de José Clemente Orozco.

La Autoridad violó la Ley de la materia además de una inversión de más de mil millones de lo que se especulaba, porque nadie supo realmente cuándo dinero se llevó a esta obra, posteriormente después de la Cumbre Iberoamericana, realizada en 1991 en esta entidad federativa, fue trasladado al Parque denominado solidaridad, actualmente se encuentra abandonado sin ninguna utilidad. Si no hayan retirado la estructura, los efectos hayan sido desastrozos. Estos perjuicios que ocasionan dichas autoridades, la sociedad no cuenta con instrumentos jurídicos con posibilidad de evitarlos, por lo que quedan sus intereses desprotegidos.

El peligro de estos daños, u otros similares afectar simultáneamente a muchos individuos, que constituye un fenómeno creciente y frecuente en las sociedades industriales. Las personas así lesionadas están frecuentemente en condiciones inadecuadas para obtener la protección jurisdiccional contra los perjuicios sufridos. Pueden inclusive ignorar sus derechos. Sus pretensiones individuales pueden ser demasiado mínimas el costo que en tiempo y dinero exige el proceso jurisdiccional, puede ser desproporcionado en relación con el resarcimiento posible. El anterior ejemplo nos obliga a recapacitar, para proponer medidas jurídicas de solución viables al problema, en los aspectos económico, político y social, y sobre todo en el ámbito jurisdiccional, que a las personas corresponde por la afectación, en un sector de la población, no organizada para defenderse.

El Juicio de Amparo tiene uno de los obstáculos más importantes para el acceso a los tribunales, en el concepto tradicional de la legitimación procesal, que se condiciona a la afectación de un interés directo, personal; y por otra parte, en el principio de congruencia de las resoluciones judiciales, en particular de las sentencias definitivas.

Tradicionalmente el que acude ante los tribunales federales, es preciso demostrar la existencia de una afectación en la esfera jurídica del justiciable y, por tanto, poseer un interés jurídico directo, que le otorgue legitimación procesal para actuar como parte en el proceso, cuando el interesado no puede acudir directamente, por tener alguna incapacidad o porque prefiere hacerlo por conducto de un representante; o cuando se trata de personas jurídicas colectivas, es preciso comprobar la existencia de un mandato judicial o de una disposición legal que otorgue dicha legitimación.

“En consecuencia, es la dimensión del grupo subjetivo lo que hace colectivo a un interés; pero es la indeterminación, la falta de límites precisos, en cuanto a la identificación de las personas que lo componen, lo que convierte a ese interés en difuso” (7); por lo tanto, el interés difuso se caracteriza, por corresponder a los sujetos de un grupo indeterminado, que se encuentran indefinidos, desorganizados, sin representantes legales.

Al crearse la acción colectiva en el juicio de amparo, la sentencia que lo concediera tendría efectos generales que beneficiarían a cualesquiera de los afectados, indistintamente si lo interpusieron o no.

En consecuencia, la representatividad en el ejercicio de derechos difusos correspondería a cualquiera de éstos (afectados), evitando un gran número en demandas y cumpliendo la garantía de una justicia rápida y expedita.

En el juicio de Amparo Mexicano la acción se limita a una afectación personal y directa y esto trae como consecuencia la relatividad de la sentencia.

Sin embargo los derechos difusos tiene limitación al tratar de ejercitar el juicio de amparo, ya que no reúne los requisitos que el artículo cuarto de la Ley de Amparo exige en el sentido de que sea por agravio directo y personal.

Dado que la naturaleza jurídica de los derechos difusos no ha sido bien determinada, supongo que lo anterior no hace posible que se ejercite la acción en el juicio de amparo.

JUSTIFICACIÓN.

Frente a estas limitaciones y restricciones ideadas por procesalistas clásicos, se encuentra el texto del artículo 17 constitucional, que llana y lisamente establece que: “los tribunales estarán expedidos para administrar justicia, en los términos y plazos que fije la ley”. En esta disposición constitucional no se habla de interés en el ejercicio d ella acción, tampoco se condiciona la facultad de acudir ante el órgano jurisdiccional en demanda de justicia a la previa prueba de la existencia de un derecho, o a demostración anticipada de la necesidad en que alguien se encuentre para preservar, declarar o constituir un derecho. En los términos del precepto constitucional citado, el acudir ante un juez en demanda de justicia, es uno de los derechos más esenciales del ciudadano, una garantía constitucional, otorgada a todo mundo, sin limitaciones ni condiciones.

Si una ley reglamentaria de procedimientos, no es más que una garantía de administración de justicia, consagrada por el precepto constitucional mencionado, cabría preguntar si las condiciones a que el artículo cuarto de la Ley de Amparo sujeta el ejercicio de la acción, deberían de ser constitucionales.

También han sido tradicionales los principios de la relatividad y la congruencia de los fallos judiciales. Por ese motivo, las sentencias que se dictan en la mayoría de los procesos poseen efectos particulares.

El limitado acceso a tribunales, acceso cada vez más selectivo, en épocas recientes, compromete necesariamente las doctrinas de la igualdad jurídica y de la igualdad ante la ley, y con ello, los principios del gobierno democrático, se ha hecho más selectivo el acceso a la justicia. Cada vez más, numerosos grupos d ella población pierden, por decirlo así, la posibilidad de perseguir judicialmente sus derechos. Los individuos que no pueden exigir judicialmente sus derechos, único medio institucional para hacerlos efectivos, no son prácticamente, titulares de ningún derecho. Los derechos que nos otorga la constitución constituyen una ventaja práctica para los mexicanos, sólo cuando existen instituciones que los hacer efectivos.

En respuesta a estos problemas propongo que nuestro Juicio de Amparo, contemple procedimiento clase, creando una figura jurídica específica, en beneficio de quienes se vieran afectados en cuestiones semejantes; es decir que a través de esta figura y por legitimación de la ley, pudiera representar a todos aquellos que se encuentren en las (sic)

Bajo ese contexto, deseo proponer que nuestra legislación se actualice, para que estos nuevos fenómenos sociales que están surgiendo.

Los Abogados necesitamos proponer modificaciones a nuestro derecho, de acuerdo a las necesidades que requiere. La sociedad

PROPUESTA:

1. Crear la Acción Colectiva dentro de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que conllevaría la modificación de los artículos 4 y 76 de la Ley de Amparo.

NOTAS.

(1) Ver el estudio “La tutela de los intereses colectivos o difusos”, que presenta el doctor Lucio Cabrera Acevedo, en XIII Jornadas Iberoamericanas del Derecho Procesal. Instituto de Investigaciones Jurídicas, Pág. 212 y s.s.

(2) Ver la obra “EL PAPEL DEL OMBUDSMAN EN LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES DIFUSOS”. En Justicia Constitucional, Ombudsman y Derechos Humanos. Comisión Nacional de Derechos Humanos, México 1991, p. 425.

(3) Ver el ensayo presentado por el Dr. Lucio Cabrera Acevedo “El Amparo Colectivo” un ensayo para discusión, en la Barra  Mexicana- Colegio de Abogados, A. C. Enero 9, 1996. Pág. 3.

(4) Ver el ensayo presentado por el Dr. Lucio Cabrera Acevedo “El Amparo Colectivo” un ensayo para discusión, en la Barra Mexicana- Colegio de Abogados, A. C. Enero 9, 1996, pág. 4.

(5) Ver el ensayo presentado por el Dr. Lucio Cabrera Acevedo “El Amparo Colectivo” un ensayo para discusión, en la Barra Mexicana- Colegio de Abogados, A. C. Enero 9, 1996. Pág. 3.

(6) Ver el estudio “La tutela de los intereses colectivos o difusos”, que presente el doctor Lucio Cabrera Acevedo, en XIII Jornadas Iberoamericanas del Derecho Procesal. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Pág. 224.

(7) Así lo considera Barrios de Ángelis, en su libro “Introducción al Estudio del proceso”. De: Depalma, Argentina, 1983. Pág. 127. 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

JOSÉ LUIS ENRIQUE GUTIÉRREZ 

En atención a la invitación que realizara ese Alto Tribunal para participar en la creación de una Nueva Ley de Amparo y con el sano ánimo de enriquecer y simultáneamente continuar con el invaluable legado de nuestro prócer reformador, Presidente Humanista quien creara los Tribunales Colegiados de Circuito y que introdujo la Suplencia de la deficiencia de la queja en materia agraria, quien siempre pugnó por fortalecer la soberanía nacional, aplicar la justicia social para todos los mexicanos, lograr un desarrollo sostenido y vincular a México con el mundo contemporáneo, a continuación en mi carácter de Presidente de la FUNDACION ADOLFO LOPEZ MATEOS, me permito poner a su alta consideración nuestra propuesta.

LA SUSPENSION EN AMPARO COMO PROVIDENCIA CAUTELAR 

Como es bien sabido, en puridad el Maestro Héctor Fix Zamudio es un gran procesalista, su pensamiento jurídico es universal; pero su vocación el derecho procesal. Aún al abordar el tema de juicio de amparo en su tesis de licenciatura, por influencia de su maestro el Dr. Aniceto Alcalá-Zamora y Castillo, lo hizo bajo un enfoque procesalista, y precisamente en el campo del procesal constitucional.

Sin embargo, no siempre se ha visto con buenos ojos esta vía de acceso a nuestro máximo proceso, ya que algunos lo suponen un "procesalismo" inaceptable pero sin dar mayor luz para que los que entramos al estudio del mismo podamos entender qué otro tratamiento se puede dar a un juicio: fuera de polémicas respecto a si en cierto momento de los procedimientos podríamos contraponerlo a un recurso, denominación que por cierto es la más antigua del amparo, y que poco a poco se ha venido abandonando como tema destacable.

Pero si el tema del amparo en general es accedido bajo un encuadramiento procesalista, -tal y como en su tiempo ya lo había llevado a cabo el ilustre Ministro de la Suprema Corte de Justicia, don Teófilo Olea y Leyva-, en lo particular el tema de la suspensión, institución que se enmarca dentro del proceso de amparo, con mucha mayor razón afronta los ataques de quienes no quieren que se le engarce determinantemente con las medidas o providencias cautelares, pretendiéndose que la suspensión en el amparo nace con éste a mediados del siglo pasado, y sólo en forma muy genérica se le puede vincular con las medidas y providencias cautelares perfectamente conocidas y manejadas en la doctrina europea.

Antecedentes Novohispánicos

La suspensión siempre estuvo presente en sus procedimientos debido a la tradición jurídica del derecho novohispánico, así como a la científica de la doctrina universal respecto a las providencias o medidas cautelares. Por ello, se analiza la influencia que nuestro amparo tuvo en cuenta -y asimiló al estructurar el derecho de amparo-, respecto de aquella vieja fórmula de "obedézcase y no se cumpla", que forzosamente tendría que continuarse mediante el recurso de suplicación, verdadero antecedente histórico de nuestra suspensión en el amparo. 

Para desarrollar esta influencia nos hemos basado fundamentalmente en un excelente artículo de Víctor Tau Anzoátegui, quien nos aporta brillantemente el manejo de esta fórmula, y este recurso, en el Derecho Indiano.

Ante todo el autor citado nos explica que la fórmula se originó en los años finales del siglo XIII, y durante los siglos XIV y XV, principalmente en Castilla, y que se refirió en aquellos inicios a las Cartas libradas por el Rey contra Derecho, o fuero que resultaren perjudiciales a las partes.

En alguna parte de su estudio dice textualmente: "El recurso de suplicación descansaba en la idea de que los mandamientos legislativos que adolecían de vicios, fuesen contrarios a Derecho, o perjudiciales a la comunidad, eran susceptibles de ser revisados a pedido de parte interesada, por el propio legislador”. No obstante, es forzado tratar de incluir a esta especie de suplicación dentro de una clasificación sistemática de los recursos y mucho más darle ropajes procesales modernos. Era un recurso propio de un orden jurídico distinto al actual, que quedaba netamente adscrito a la esfera legislativa, sin entrar en la vía judicial, aunque su tramitación ofreciera rasgos típicos de este procedimiento."

De este primer señalamiento podemos mencionar algunas reflexiones interesantes. La primera, el que en cualquier forma más que dirigir la comparación con respecto a la suspensión, como instrumento del proceso de amparo que siglos después se crearía, casi estaríamos haciendo una analogía del recurso de suplicación con el juicio de amparo, y más específicamente con el amparo contra leyes. Obsérvese, además, que el mismo Tau Anzóategui pretende advertir, con mucha intención, que no hay que darle una vinculación en línea recta al recurso de suplicación con los modernos recursos procesales, lo que nos permitiría concluir dentro de este examen que se pretende llevar a cabo, que estamos analizando un recurso o procedimiento de carácter político, y de ninguna manera uno de naturaleza judicial, ya que el recurso no se interponía y tramitaba dentro de un juicio, sino simplemente como una oposición velada en contra de una ley que se consideraba tenía vicios, era contraria a derecho o resultaba perjudicial a la comunidad. De ahí que es de advertirse de que parecía más bien una institución homóloga al amparo contra leyes, pero tramitable por vía no judicial.

El recurso de suplicación

Es precisamente por esta reflexión que el propio autor que cito añade: "La súplica, como recurso al legislador, y la figura del `obedecer y no cumplir', aun cuando con frecuencia marchasen juntas, no necesariamente iban unidas. De una norma se podía suplicar, no obstante que la misma se ejecutase, pero en cambio, el `obedecer y no cumplir' carecía de virtualidad jurídica si a continuación de pronunciarlo, no se entablaba aquel recurso, o al menos no se daba cuenta al legislador de las razones que se habían tenido para suspender la ejecución de la ley". Y también en este punto la cita nos produce provechosas reflexiones. En primer lugar, que era la propia autoridad a quien se le remitió un mandato la que llevaba a cabo la suspensión y la ejecución de la ley, y no una persona agraviada o lesionada en sus derechos, y que gestionara y tramitara un recurso ya sea ante la autoridad mandada o ante la mandante, para suspender la ejecución, y abrir un campo de procedimientos, -político o jurídico-, que permitiera analizar a fondo el por qué la ley resultaba atentatoria, para finalmente desembarcar en una conclusión de si la ley se iba a cumplir o no, y en este último caso, si se llegaba a la anulación.

Esa misma cita última nos permite anotar que la suspensión procedía al recurso; es decir, que primero se suspendía, después se interponía el recurso de suplicación, y finalmente se resolvía lo que procediera. Pero todo esto se encabezaba mediante una fórmula de "obedézcase, y no se cumpla", que indudablemente -y por extensión de la tradición jurídica española-, en toda la época del Derecho novohispánico se utilizó, entrando así a la tradición que posteriormente serviría a nuestros legisladores para resolver el problema de cómo iba a intentarse la oposición judicial a un mandato oficial, que por esencia debe respetarse, so pena de romper el principio de autoridad, o bien tomarse una determinación intermedia que no resolviera el problema de la validez o invalidez del mandato de autoridad, sino que simplemente previera una suspensión de sus efectos, mientras la determinación de fondo fuere decretada, para que ésta sí llegue a tener plena vida jurídica, sin controversias.

Tau Anzoátegui nos recuerda que el Derecho Indiano, -especialmente hasta la Recopilación de 1680-, no era un ordenamiento legislativo sistemático e integral al alcance de jueces y funcionarios, ya que a veces se manejaban normas de validez general, pero con frecuencia lo eran el alcance particular, dadas por el Rey o la audiencia para resolver otros actos y que se pretendía aplicar analógicamente, concluyendo: "De ahí que una vez exhibido cierto despacho real, cabía luego de obedecerlo, darle cumplimiento, o en su defecto, suplicarlo". Comentando que de tal modo el recurso de suplicación llegó a constituir una de las piezas necesarias del orden jurídico, -y no sólo del político- legislativo en donde nació-, y alcanzó incluso, la categoría de "derecho fundamental" de los súbditos.

Toda esta tradición, sin embargo, creaba un problema especial, porque mediante esa fórmula y ese recurso se podía provocar un enfrentamiento político,cuando las autoridades -afirmando obedecer al Rey o a la Audiencia-, en verdad los desobedecían cuando agregaban: no se cumplan; todo esto a pesar de que debe entenderse que la frase en sí propiamente indicaba: no se cumpla el mandato, porque voy a suplicar de él, o sea: creo que en el mandato está implícita una grave injusticia, que no me atrevo a ejecutar, suplicando se me escuchen mis razones para posteriormente, y después de la audiencia, se me indique si persiste el mandato o finalmente se anula.

Al referirse a este problema de suspensión de las cartas reales el Código Alfonsí textualmente decía: "Es, si son contra derechos de alguno señaladamente, así como que le tomen lo suyo sin razón, e sin derecho, o que le hagan otro tuerto conocidamente en el cuerpo, o en el a ver; tales cartas non han fuerza ninguna, nin se deben cumplir, basta que le hagan saber al Rey aquellos a quienes fueron enviados, que les envíe decir la razón por que la manda fazer. Ca todo home debe sospechar, que pues el Rey entendiere el hecho, que les non mandara cumplir la carta". Es natural que en tal forma, -como lo dice Tau Anzoátegui-, se pretendía salvaguardar que el no cumplir el despacho real no tenía el sentido de rebeldía, ni tampoco significaba el desprecio hacia la norma, sino por el contrario se encuadraba dentro de una actitud de escrupuloso control de la juridicidad, tanto en lo que respecta al individuo como a la comunidad. Esto nos hace recordar las disposiciones del primer párrafo de la fracción X del artículo 107 constitucional, que admite la suspensión de los actos reclamados, pero advierte que debe tomarse en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público. O sea, que nuestra disposición constitucional tome en cuenta -evidentemente por tradición largamente practicada-, que suspender el acto reclamado es suspender la fuerza de la autoridad, y que por todo ello se debe ser muy cuidadoso en no afectar a dicha autoridad, pero por otra parte que se debe impedir que se consume el acto en forma irreparable, haciendo por lo tanto totalmente nugatoria la acción de amparo, ya que éstas solamente tendrían eficacia si el acto reclamado no tuviere ejecución material, y por tanto solamente se estuviera planteado si el acto de la autoridad es válido o inválido, ante la luz de la Constitución; y por ello solamente resultaría eficaz la acción de amparo respecto de acciones meramente declarativas, o sea aquéllas que persiguen una manifestación que establezca un criterio, el cual por cierto permitirá ejercitar un derecho subjetivo determinado.

Resulta necesario recordar dos analogías más, para enlazar en alguna forma la tradición jurídica novohispánica con nuestra suspensión en el amparo. La primera de ellas se fundamenta en la real cédula de 13 de diciembre de 1508 dirigida a Diego Colón, en el que se incluye este concepto textual: "Porque podría ser que por yo non ser bien informado, mandé despachar alguna carta para las dichas Indias; en caso que viniese perjuicio a nuestro servicio, y vos mando que veáis las tales cartas y las obedezcáis, y en cuanto al cumplimiento, nos lo hagáis luego saber, para que sobre ello os envíe a mandar lo que se haga. Pero en recibimiento nuestro segundo mandado, obedecedlas y cumplidlas enteramente como os lo enviare a mandar, sin poner en ello dilatación alguna". Es evidente que en este párrafo pareciera que distinguimos entre la suspensión provisional y la definitiva, si atendemos a una facultad que se da para no cumplimentar el mandato real, hasta que el propio Rey indicara si suspendían definitivamente el mandato, o éste debería de seguir adelante. Además nos da noticia del llamado "segundo mandado" que de hecho viene a ser la resolución de fondo del asunto en nuestro amparo, -y no simplemente un procedimiento de suspensión-, y que de acuerdo con la ley y la doctrina indicaba que una vez tramitada la suplicación, el segundo mandato debía cumplirse invariablemente, sin posibilidad de intentar nuevo recurso.

Por último, habría que hacer la observación final de que en la Recopilación General de las Leyes, Ordenanzas, Provisiones y Cédulas, existían dos Leyes, la 22 y la 24 que recogían las dos fórmulas que finalmente se establecieron; éstas fueron la de "obedecer y no cumplir", y la de "obedecer y cumplir", que de hecho es el origen de la procedencia o improcedencia de nuestra suspensión en amparo, -como de otros diversos recursos-, indicándose que la primera fórmula procedía cuando hubiera vicios de obrepción (falsa relación de un hecho), y subrepción (ocultación de un hecho; y la segunda, de mayor exigencia, que ordenaba terminantemente el cumplimiento, salvo cuando de su ejecución se siguiera "escándalo conocido o daño irreparable".

Aunque todo este recorrido por la tradición jurídica novohispánica, evidentemente tiene mayor hondura, y merece estudio y antecedentes más profundos que los que se han manejado aquí, se han utilizado simplemente para dejar perfectamente establecido que la suspensión en el amparo no nace, ni podía nacer, con ignorancia total de toda una práctica jurídica que antecedió a la Nueva España a nuestro proceso de amparo, sino muy por el contrario como complemento y explicación del origen de una de nuestras instituciones en esta materia.

Otros antecedentes novohispánicos.

Por otra parte, -y ya introduciéndonos en la legislé-, sino en todos los procedimientos ordinales, se practicaba la suspensión, sobre todo en favor de las personas perjudicadas en los casos de mercedes de tierras.

Es esta una referencia evidentemente distinta a la que hasta este momento hemos manejado respecto del recurso de suplicación, tomando en cuenta que este último como ya se ha comentado, se refiere a una suspensión que lleva a cabo una autoridad mandada que considera que el mandato encierra una injusticia o un error, y este nuevo al que se refiere LIRA GONZALEZ como puede observarse se podía decretar solamente a instancia del agraviado.

Por uno u otro camino, el caso es que cuando a mediados del siglo pasado se crea el amparo en el Acta de Reformas de 1847, éste nace a la vida reglamentaria conteniendo ya la suspensión, inclusive en los primeros proyectos de ley reglamentaria, sin que podamos con seriedad afirmar que se le incorpora al recién establecido juicio o recurso constitucional en forma súbita, carente de antecedentes legislativos y prácticas generalizadas, como pretendemos haber dejado demostrado.

Lo que resulta mucho muy interesante, y es la finalidad de este pequeño estudio, es la verdadera inspiración y naturaleza de la suspensión.

Doctrina mexicana sobre la suspensión

Resulta útil e ilustrativo el pensamiento de nuestros más destacados juristas en relación con la suspensión, antes de continuar los exámenes de su naturaleza.

Y así, por ejemplo IGNACIO L. VALLARTA afirmaba que la doctrina y la jurisprudencia habían sido impotentes para sacar a la suspensión del caos en que se encontraba, adoptándose por ejemplo las reglas del derecho común, en lo que se refiere a la apelación, en uno o en ambos efectos, dándose así un paso a la reforma de la ley, porque se tendría de tal manera un principio fijo del cual partir para resolver que el acto se ejecute o se suspenda.

FERNANDO VEGA, simplemente parte en sus exámenes de la comparación de la suspensión con el procedimiento que se sigue con el writ of habeas corpus, y por lo tanto no precisa una naturaleza jurídica enmarcada en la doctrina de los enjuiciamientos, y dirige toda su atención a subrayar el problema de la contraposición de los intereses individuales y sociales, que ya desde su época revestían un aspecto controversial.

SILVESTRE MORENO CORA, consideró que la suspensión tendía a lo mismo que, en materia del orden civil persiguen las providencias provisionales o precautorias, las fianzas de estar a derecho, y otros medios similares con cuyo auxilio se logra que una vez resuelta la cuestión en el fallo definitivo los derechos de los litigantes no queden burlados. Se lamentaba que en el Código de Procedimientos Federales de 1897 no se estableciera una reglamentación clara y precisa respecto a la materia de suspensión, la cual en su concepto tenía una forma vaga.

EDUARDO PALLARES, en una opinión que se incorporó a la edición en 1921 de la Ley de Amparo en 1919, y que publicara Herrero Hermanos Sucesores, consideraba que la suspensión del acto reclamado era una creación del derecho mexicano, y que no tenía nada de correlativo en el derecho inglés y en el norteamericano. Posteriormente, afirmó que la suspensión del acto reclamado era una providencia cautelar que en el juicio de amparo equivale a las medidas cautelares, y entre éstas a las providencias precautorias que se llevan a cabo en los juicios del orden común. Respecto de su naturaleza jurídica hay que distinguir entre la suspensión misma, que en su concepto es una medida cautelar, y la resolución judicial que la ordena. la naturaleza cambia según se decrete de oficio (en cuyo caso constituye un auto, y tiene el mismo carácter de la suspensión provisional), o bien lo sea a petición de parte, en el incidente de suspensión, constituyendo una sentencia interlocutoria, precisamente porque resuelve un incidente, no alcanzando sin embargo la autoridad de la cosa juzgada, ni material ni formal, porque sea que la resolución decrete o niegue la suspensión la misma puede ser modificada por causas supervenientes, en cualquier estado. En su concepto la suspensión de oficio es contraria al principio enunciado por la fracción II del artículo 107 constitucional, según la cual el juicio de amparo se inicia y prosigue a petición de parte, pero la encuentra justificada sobre todo en casos graves, para evitar la consumación de los daños, o por lo menos que se sigan causando daños y perjuicios trascendentales al quejoso.

Para RAFAEL DE PINA Y JOSE CASTILLO LARRAÑAGA, la suspensión del acto reclamado es una medida precautoria característica del juicio de amparo, pero en sus estudios al referirse a las garantías preventivas de la ejecución de las sentencias de amparo, utilizan por igual los términos medidas cautelares y providencias precautorias.

Es bien sabida, y comentada la posición de RICARDO COUTO, según la cual la suspensión es un verdadero amparo provisional, que por supuesto no opera sobre el acto reclamado sino sobre su ejecución y sus consecuencias, razón por la cual cuando dicho acto reclamado no es susceptible de ejecución, por impugnarse actos simplemente declarativos, la suspensión es improcedente por falta de materia sobre la cual debe recaer el mandato suspensional. También por ello la suspensión produce efectos más restringidos que los del amparo.

Por su parte IGNACIO SOTO GORDOA Y GILBERTO LIEVANA PALMA, consideran a la suspensión como una medida precautoria, a la cual en ocasiones la mencionan como medida cautelar, creada con el objeto de obtener una protección jurídica contra un daño o perjuicio inminente.

Precisamente en este nivel es donde HECTOR FIX ZAMUDIO produce nuevas reflexiones respecto a la naturaleza jurídica de la suspensión, afirmando que existe una urgencia de criterio definido a ese respecto, pues esa falla ha provocado abusos por parte de algunos justiciables y juzgadores, quienes han desvirtuado en la práctica los nobles fines de la institución, ante la ausencia de una verdadera sistematización procesal del amparo.

Considera indudable que la suspensión de los actos reclamados constituye una providencia cautelar, por cuanto significa una apreciación preliminar de la existencia de un derecho, con el objeto de anticipar provisionalmente algunos efectos de la protección definitiva; y por este motivo no sólo tiene una eficacia puramente conservativa de la materia del juicio de amparo, sino que también puede asumir el carácter de una providencia constitutiva -o parcial y provisionalmente restitutoria-, cuando tales efectos sean necesarios para conservar la materia del litigio, o bien para impedir perjuicios irreparables a los interesados.

En el desarrollo de su posición FIX ZAMUDIO insiste en una diferencia substancial entre la suspensión que se otorga en amparo indirecto, y la que se produce dentro del amparo directo. En el indirecto sostiene que la suspensión asume el carácter de un verdadero incidente, en cierto modo autónomo -aunque no independiente-, del juicio principal. En cambio en los amparos directos no tiene una tramitación incidental autónoma del juicio en el cual se dictó el fallo que se impugna, sino que en realidad forma parte del procedimiento de ejecución de la sentencia reclamada, por lo cual debe considerarse no una cuestión incidental del conocimiento de los jueces de amparo, sino de las propias autoridades judiciales que dictaron la sentencia combatida o de las encargadas de ejecutarlas.

Destaquemos la insistencia de FIX ZAMUDIO de que el incidente cautelar no sólo puede tener efectos conservativos, sino que en ocasiones destacadas resulta preciso anticipar provisionalmente algunos de los beneficios de la protección o bien permitir la ejecución parcial de los actos reclamados, cuando así lo exija el interés de los terceros o el orden público, procurando de cualquier manera que se conserve la materia de amparo hasta la terminación del juicio.

El más destacado contradictor de la anterior posición de HECTOR FIX ZAMUDIO, lo es IGNACIO BURGOA ORIHUELA. Si bien es verdad que no desecha totalmente el que a la suspensión se le pueda adscribir al carácter de providencia o medida cautelar, ya que mediante ella se conserva la materia de amparo mientras se resuelve ejecutoriamente el juicio de garantías, considera que estimar así a la suspensión, con las modalidades que a la medida o providencia cautelar le atribuye la doctrina del Derecho Procesal, se antoja un despropósito que atenta contra su naturaleza jurídica. Sostiene que si la suspensión anticipara algunos efectos de la protección definitiva ello equivaldría a una consideración anticipada de la inconstitucionalidad. Además afirma que la suspensión no es una providencia constitutiva, sino mantenedora o conservativa de una situación ya existente, evitando que se altere con la ejecución de los actos reclamados, o por sus efectos y consecuencias.

Deslinde definitorio de la suspensión

Con los anteriores elementos, y diversas posiciones que los autores mexicanos, respecto a la suspensión, en forma definitiva declaro mi propia posición considerando que la suspensión es una providencia cautelar, e intento en forma provisional definirla de la siguiente manera: 

La suspensión del acto reclamado en el derecho de amparo es una providencia cautelar cuyo contenido consiste en una determinación jurisdiccional que ordena a las autoridades responsables mantengan provisoriamente las cosas en el estado que guarden al dictarse la providencia, hasta que se resuelva en definitiva la controversia constitucional; pero que bajo la responsabilidad de la ordenadora permite la toma de otras medidas de cautela que otorguen provisionalmente -pero en forma autónoma a un juicio aun no iniciado-, el respeto inmediato a las garantías constitucionales que se dicen violadas, o el disfrute de los beneficios que en forma definitiva y permanente sólo puede otorgar la sentencia del juicio en potencia; eviten el peligro de la consumación irreparable del acto reclamado debido a la demora en el acceso a la resolución final que debe decretarse en el proceso; o aseguren la viabilidad de la acción restitutoria o reparatoria para el caso de que se otorgare la protección constitucional, permitiéndose la eventual y condicionada ejecución del acto reclamado.

Lo primero que debe llamar la atención en el anterior intento de definición es hacer cesar la indeterminación que los autores muestran para precisar si debemos de hablar de providencias o bien de medidas cautelares. Es manifiesto que las usan como equivalentes e intercambiables, pero sin esfuerzo sostenido para optar por uno u otro término.

COURUTE, quien afirma que las medidas cautelares son las dispuestas por el juez con el objeto de impedir los actos de disposición o de administración que pudieran hacer ilusorio el resultado del juicio y con el objeto de asegurar de antemano la eficacia de la decisión a dictarse en el mismo, nos recuerda que medida proviene del bajo latín metita, de igual significado, postverbal del verbo latino metior, -iri, "medir", cuyo participio pretérito en el latín clásico era mensus, mientras que en baja época se adoptó la forma analógica metitus, de donde el castellano medido y medida. 

En cambio la providencia, por supuesto referida a la judicial, es un cultismo jurídico tardío, formado sobre el latín eclesiástico providentia, -iae (que se refería solamente a la Providencia Divina), para servir de sustantivo al verbo proveer en su acepción jurídica. En el latín clásico providentia significa "sagacidad, capacidad para prever". Es un derivado del verbo provideo -ere "prever", compuesto de pro- "por adelantado" y video, ere "ver".

De donde tendríamos que llegar a la conclusión de que porque se prevé por adelantado una situación que no debe aceptarse pasivamente, -por sus consecuencias lesionantes para un posible justiciable- debe dictarse una medida adecuada a dicha previsión. La providencia se traduce en una medida cautelar.

Cautelar, según el mismo autor que venimos citando, es derivado culto y moderno  de  cautela,  y éste del latín popular (arcaico y de baja época) cautela, -ae, derivado de cautus, -a, um, "cauto", participio pretérito de caveo, -ere "prevenir(se)", "tener cuidado".

No se concibe que pueda afirmarse que la suspensión del acto reclamado en el proceso de amparo no tiene nada que ver con las medidas cautelares, pretendiéndose que no existe relación entre aquélla y éstas, y que debe anunciarse la originalidad pionera de nuestra institución por encima de numerosos antecedentes, institutos y normas positivas universales que nos demuestran lo contrario.

Cosa bien distinta es analizar y poner de manifiesto peculiaridades y regulaciones específicas de la suspensión en el amparo, que precisan el diseño teórico y práctico de nuestra providencia. Inclusive en nuestra propia legislación pueden encontrarse claras vinculaciones. Actualmente, el Capítulo Unico, Título Cuarto, del Código Federal de Procedimientos Civiles -ley supletoria del amparo-, menciona las medidas preparatorias, de aseguramiento y las precautorias, y en su artículo 384 dispone: 

"Antes de iniciarse el juicio, o durante su desarrollo, pueden decretarse todas las medidas necesarias para mantener la situación de hecho existente".

PALLARES menciona que los tratadistas modernos entienden por medidas cautelares las que autoriza la ley para que el titular de un derecho subjetivo asegure oportunamente su ejercicio cuando carece de un título ejecutivo mediante el cual pueda de inmediato obtener la ejecución judicial del mismo. Después de enumerar algunos de los principios a que están sujetas, precisa que en nuestra legislación algunas de las existentes son: embargos precautorios; arraigo; depósito de personas; interdictos tanto respecto de bienes inmuebles como de personas, (en este último caso cuando se trata de las acciones del estado civil); las medidas provisionales que se dictan en los juicios sucesorios para impedir que se oculten o dilapiden los bienes dejados por el difunto, medidas ordenadas por el Código de Procedimientos Civiles en los casos de concurso, y las correspondientes en el juicio de quiebra; las que se previenen en los juicios de divorcio necesario; las relativas a los casos de ausentes o ignorados, así como las de guarda de menores y expósitos; y otras similares.

Por otra parte, se ha subrayado en la definición que se trata, en la suspensión, de una medida cuyo contenido es una determinación jurisdiccional. En efecto, CHIOVENDA sostiene que estas medidas provisionales de cautela se distinguen por la naturaleza y las condiciones de aquéllas, -también provisionales-, que les son permitidas dictar al juez, vista la especial certidumbre del derecho o su naturaleza especial; pero enfatiza que no pertenecen a esta categoría todos aquellos modos de garantizar el derecho en que no interviene el juez con una resolución, y que consisten en acuerdos de los particulares, como son las hipotecas y las prendas, y además todos aquellos procedimientos de cautela en que sí interviene el juez, pero que estando concedidos únicamente en el supuesto de la efectiva existencia del derecho, son en realidad accesorios al derechos mismo, como podrían ser las obligaciones de prestar fianza, o el embargo de muebles de un arrendatario.

Autoridades obligadas por la suspensión.

En el caso del amparo la medida cautelar suspensional puede ser dictada por las autoridades responsables, en casos de amparo directo; por los jueces de Distrito, en los indirectos; o por autoridades ordinarias, en auxilio de los últimos jueces citados, en los casos previstos específicamente en la Ley de Amparo (art. 38, 39, 40, 144 y 220), determinaciones todas ellas que son de naturaleza jurisdiccional.

Se expresa en la definición que el mandato que es el contenido de la medida suspensional, se dirige a las autoridades señaladas como responsables por el quejoso. Es cuestión bien examinada y evidenciada que, mientras las ejecutorias de amparo -que resuelven definitivamente la controversia constitucional planteada por el quejoso-, deben ser inmediatamente cumplidas por toda autoridad que tenga conocimiento de ellas aunque no haya figurado con el carácter de responsable en el juicio de garantías, si es que tuvieren que intervenir en la ejecución del fallo;
 en cambio en el cumplimiento de los mandatos suspensionales debe estudiarse si solamente deben ser cumplimentados por las ya precisadas autoridades que señaló el quejoso en su petición de suspensión (último párrafo del art. 123; 124, in fine; primer párrafo del 130; 136; y muy especialmente el 137 que instituye una especie de habeas corpus, al ordenarse comparecencia de aquel de quien exista el temor se le prive de su libertad, para cumplimentarse las órdenes dictadas por el juez de Distrito en materia de suspensión), o si también deben cumplimentarse por todas las autoridades, inclusive por las no señaladas en la demanda del quejoso.

Infortunadamente no existe jurisprudencia firme a este último respecto. Sin embargo, parece haber entendimiento de que en efecto a las órdenes de suspensión se deben someter todas las autoridades -aun las no precisadas en la demanda-, porque de otra manera serían medidas cautelares de muy dudosa utilidad, puesto que permitirían la consumación de un acto violatorio de garantías por parte de una autoridad que por omisión o por ignorancia no se señaló en la demanda inicial.

A pesar de ello, los quejosos tienen buen cuidado en señalar en sus demandas a todas las posibles autoridades que podrían ordenar o ejecutar un acto lesivo a sus intereses, adelantándose así a la posibilidad de que las autoridades   no    precisadas    pudieren    afectarlos   por   no   estar   obligadas -supuestamente- al cumplimiento del auto suspensional.

Doctrina de las providencias cautelares

En otro orden de ideas, pretendo ahora incorporar, provechosamente, la mejor doctrina y experiencias de la teoría de las providencias cautelares a nuestra suspensión en amparo. Es un ejercicio ubicatorio que, fuera de complicaciones expositivas, permita situarnos útilmente en el procedimiento constitucional para la defensa de los derechos fundamentales. Parto a este respecto de los planteamientos de MANUEL DE LA PLAZA, que se refiere a la clasificación de las acciones en base a la sustantividad que las agrupa, según la índole del pronunciamiento judicial que, mediante su ejercicio se persigue, y que en su concepto es el único que responde a un criterio científico. Bajo este mirador este autor nos habla de las acciones de conocimiento, acciones de aseguramiento, y acciones de ejecución.

Las primeras, en su concepto, tratan de alcanzar cuál es la voluntad de la ley (acciones de mera declaración, acciones constitutivas, y acciones de condena). Las acciones de aseguramiento -que CHIOVENDA denomina de conservación-, se encaminan exclusivamente a asegurar las consecuencias de una declaración ulterior. Y las acciones de ejecución persiguen el cumplimiento de un acto preconstituido, sea o no con carácter definitivo. Inútil intentar, concluye, el precisar prácticamente las líneas diferenciales que separan a alguna de ellas, así como los problemas competenciales en los sistemas legislativos que están inspirados, fundamentalmente, en el carácter real o personal, principal o accesorio, de la acción ejercitada.

En las acciones preventivas o de mero aseguramiento, se comprenden todas aquellas que persiguen una finalidad meramente cautelar, sin trascendencia sobre la declaración de la voluntad de la ley, que es función que se realiza a través de las acciones de conocimiento, y ejemplificativamente podríamos señalar entre ellas el embargo, el aseguramiento de bienes, los interdictos de obra nueva o peligrosa, y por supuesto las providencias precautorias, y las medidas preparatorias y de aseguramiento.

Respecto a este planteamiento, -que parte de examen que se hace del procedimiento cautelar contemplado desde las diferentes acciones intentables, y de sus respectivos pronunciamientos judiciales, anteriormente resumido-, PIERO CALAMANDREI, explica que la doctrina ha tratado de estudiar las providencias del juez formando una categoría sistemática, bien bajo el perfil de la acción (acción asegurativa o cautelar) que se dirige a la emanación de una de estas providencias; bien bajo el perfil del proceso (proceso cautelar), a través del cual se construye una de estas providencias; o bien, finalmente, bajo el perfil de la providencia en sí misma (providencia cautelar), que se distingue por sus propios caracteres de todas las otras providencias jurisdiccionales. CALAMANDREI prefiere estudiar el tema bajo el tercer punto de vista, ya que los dos primeros se resuelven en realidad en una clasificación de varios tipos de providencias, respecto de cuyas medidas las distintas clases de acción o de proceso no son más que un accesorio y una premisa.

Es convincente -por su mismo peso- la ubicación del ilustre maestro italiano, pero además porque tiene en cuenta una característica de nuestra suspensión, que me importa subrayar y enfatizar desde este momento. Con frecuencia, -en nuestra doctrina, terminología y jurisprudencia-, se denomina a la suspensión como una determinación -y hasta como una interlocutoria- de carácter incidental. Se da por hecho, por lo tanto, que la suspensión es un procedimiento incidental que ocurre por lo tanto, en todos los casos, dentro de uno principal que es precisamente el juicio o proceso de amparo propiamente dicho.

Ello no es verdad en todos los casos. Selecciono entre otros muchos el caso en que por una persona que está privada de su libertad, -sujeta a una averiguación penal por presumírsele una responsabilidad en un hecho ilícito-, o que está desaparecida, suponiéndola en ese caso inconstitucionalmente detenida, un tercero interpone ante Juez de Distrito una demanda de amparo, poniendo de manifiesto el demandante su temor de que se atente contra su vida, se le deporte o destierre, o se le sujete a tormento en los términos previstos en el artículo 22 constitucional.

El juez, en los términos del artículo 123 de la Ley de Amparo, decretará la suspensión de oficio -y por lo tanto de plano, sin substanciación-, ordenará la búsqueda del supuesto agraviado, con el objeto de que se le invite a ratificar la demanda interpuesta en su nombre y beneficio, lo cual permitirá -en su caso- admitir la demanda, iniciar el juicio, y llegar a las conclusiones pertinentes dentro de él.

Si dicha persona no ratifica la demanda, no es habida después de transcurrido el largo plazo que dispone la Ley, la providencia cautelar dictada por el juez se deja sin efectos, y se archiva el asunto por considerársele ya concluido.

Por  otra  parte, algunos jueces pretenden que la suspensión de oficio, -prevista en el artículo 123, que no le señala efectos concretos de ella-, debe otorgarse mezclándola con las previsiones del tercer párrafo de la fracción XVIII del artículo 107 constitucional, y para el efecto de que se haga saber a la autoridad responsable, -y en el caso de que se interponga la queja contra la ilegal retención de un individuo-, que dentro de las subsecuentes veinticuatro horas de notificársele el otorgamiento de la suspensión de oficio, lo ponga en absoluta y total libertad (no prevén ningún efecto condicionante), o lo consignen ante su juez para ser procesado. Efectuado este mandato, el posible juicio queda sin materia, (ya sea que la responsable libere o consigne a juez), obteniéndose así, bajo un procedimiento totalmente heterodoxo, las mismas finalidades de un writ of habeas corpus anglosajón, y confundiéndose medidas suspensionales con juicio sumarísimo de amparo, contra toda técnica o lógica.

En todos estos casos, debe uno plantearse: ¿Si la suspensión no se derivó de un juicio aun no iniciado, y que frecuentemente jamás se incoa, cómo puede ser el incidente de un principal inexistente, y a veces no nato?

Inclusive habrá que observar cómo se instrumenta en la práctica todo este extraño comportamiento del órgano jurisdiccional que se produce dentro de un especial procedimiento. Desde luego el expediente que se forma en el caso de demanda interpuesta por tercero, no lleva la indicación de ser un juicio de amparo, individualizado con un número progresivo. Con frecuencia los promoventes de las diligencias, -y providencias consecuentes-, las encabezan bajo el rubro de "Incomunicados, núm...", probablemente porque subrayan el temor de que los agraviados estén inconstitucionalmente privados de su libertad, y sin posibilidades de comunicación alguna, para fines de su debida defensa. Pero en tal forma distinguen con toda propiedad el juicio de amparo, de unas providencias cautelares que no forman parte de él, porque aun no se inicia.

A su vez, los jueces de Distrito toman decisiones muy particulares. Los abogados o defensores de los supuestos agraviados, suelen solicitar -respecto al fondo-, la anulación de los actos inconstitucionales de las autoridades, pero además el otorgamiento de la suspensión provisional, y en su oportunidad la definitiva. Los jueces, visto el planteamiento del demandante, -tercero gestionante-, otorga la tantas veces mencionada suspensión de oficio, y en cuanto al pedimento de la provisional agregan en su auto inicial: "No ha lugar a formar incidente de suspensión, en virtud de la anterior disposición en que se decreta de plano y en razón de que la presente suspensión habrá de comunicarse de inmediato a las autoridades... (y se requiera al quejoso) que ratifique la demanda de garantías presentada a su favor, o lo haga por escrito en el término de tres días, apercibido que de no hacerlo se tendrá por no interpuesta la misma, con fundamento en los artículos 17 y 146 de la Ley de Amparo".

No puede caber la menor duda, frente a los anteriores exámenes y prácticas de nuestros procesos de amparo, que las providencias cautelares en materia de suspensión, en ocasiones -la mayoría- se decretan dentro de un incidente de suspensión, que forma parte del juicio principal; pero que con la misma legitimidad, -y fundamentalmente en algunos casos de suspensión de oficio-, las providencias se originan en un procedimiento jurisdiccional que arriba a su existencia en virtud de la interposición de una verdadera acción cautelar o de aseguramiento, totalmente autónoma de la acción de amparo, aunque prevé el apoyo de providencias cautelares para la viabilidad de ejecución de una sentencia de amparo que se ubica en el futuro.

Pero habrá que tener en cuenta en esta temática la posición de HÉCTOR FIX ZAMUDIO, cuando nos hace observar que, en su concepto, la suspensión en el amparo directo, -tanto la de oficio en materia penal, como la que sólo puede decretarse a petición de parte agraviada-, viene a constituir en puridad un trámite en el procedimiento de ejecución de la sentencia de segunda instancia, con lo cual haríamos un nuevo desplazamiento conceptual respecto a la suspensión como providencia cautelar, ya no dentro de un incidente de un juicio principal, ni como acción autónoma que pretende dar viabilidad a la ejecución de una sentencia futura, sino como providencia dictada en un procedimiento de ejecución de una sentencia, pero que se encuentra en examen en su constitucionalidad para resolver sobre su prevalencia, y para evitar se consuma irreparablemente lo ordenado en la resolución impugnada, y que por ello requiere de una providencia suspensional.

En todos estos exámenes sobre la naturaleza de los procedimientos suspensionales, hay una observación interesante, quizás más perteneciente a la patología de la suspensión, que a la conceptuación de su naturaleza jurídica, y que se refiere a las disposiciones del artículo 233 de la Ley en materia de amparo agrario, que ordena la suspensión de oficio cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso, o su substracción del régimen jurídico ejidal.

Con base en esta disposición llega a ocurrir que una sentencia de amparo puede disponer que se dicte una orden para que operen resoluciones dotatorias o restitutorias de ejidos o aguas. Al empezar a ejecutar tales sentencias, puede ocurrir que interpongan distintas demandas de amparo -notoriamente improcedentes- diversos ejidos o núcleos de población supuestamente afectados en sus derechos, y exijan se decrete la suspensión de oficio de las determinaciones en proceso dentro del cumplimiento de las ejecutorias. Es así como se ha llegado a contemplar, -insólitamente-, que una suspensión paralice el cumplimiento de una ejecutoria de amparo, lo cual da la razón a quien califica al procedimiento de patológico, y que resulta así tema importante en la naturaleza y efectos de estas particulares providencias evidentemente de existencia totalmente circunstancial.

Análisis normativo de la doctrina de las providencias cautelares.

En cuanto a las características -y la clasificación- de la suspensión en el amparo, nos son sumamente útiles los conceptos de CALAMANDREI 20, quien empieza por examinar el carácter distintivo de las providencias cautelares de todas las otras providencias jurisdiccionales, concluyendo que es su provisoriedad, que no se refiere a la cualidad de sus efectos sino a la limitación de la duración de tales efectos (declarativos o ejecutivos) propios de esas providencias.

Añade que provisorio es lo que está destinado a durar hasta que sobrevenga un evento sucesivo, en vista y en espera del cual el estado de provisoriedad subsiste durante el tiempo intermedio. El maestro italiano sostiene que en este sentido provisorio equivale a interino.

Cita a RIGUTINI, que indica la diferencia entre los dos conceptos es que temporal significa que es por tiempo "no perpetuo", mientras que provisorio se dice de una cosa hecha en forma de provisión y por tiempo, hasta que pueda hacerse otra estable y duradera. Ello significa que los efectos jurídicos de las providencias cautelares no sólo tienen duración temporal, sino que la tienen limitada a aquel período de tiempo que deberá transcurrir entre la emanación de la providencia cautelar y la emanación de otra distinta providencia jurisdiccional. Bajo este examen la provisoriedad de las providencias cautelares sería pues un aspecto y una consecuencia de una relación que tiene lugar entre los efectos de la providencia antecedente y los de la propiedad subsiguiente que se denomina definitiva, el inicio de cuyos efectos señalaría la cesación de la primera.

Para comprender en toda su extensión estas diferencias de las providencias que analiza CALAMANDREI, y resolver qué tanto coincide esta excelente doctrina de las cautelares con nuestra suspensión en amparo, o en qué se diferencian, continuamos las reflexiones del autor que sostiene se debe comprender la diferencia elevándose al concepto de lo que constituye el interés específico que justifica la emanación de cualquiera de las medidas cautelares: este interés surge siempre de la existencia de un peligro de daño jurídico, derivado del retardo de una providencia jurisdiccional definitiva, o sea el llamado periculum in mora.

Se integra toda esta institución jurídica bajo el siguiente condicionamiento que permitirá acceder a la acepción más profunda de la providencia cautelar, distinguiéndola así de cualquier otra providencia provisional o definitiva; sea que tenga existencia por sí mismo o en vía incidental, el interés específico reclamable mediante este tipo de providencias, debe requerir: a) una tutela preventiva (evitar daño aun no realizado); b) un carácter de urgencia (previsión de que un daño temido se transforme en daño efectivo); y, c) evitar un periculum in mora (necesidad de obviar oportunamente mediante una tutela demasiado lenta).


Por ello el periculum in mora no es el peligro genérico de daño jurídico, al cual se puede en ciertos casos, obviar con la tutela ordinaria, sino, específicamente, el peligro del ulterior daño marginal que podría derivar del retardo de la providencia definitiva, inevitable a causa de la lentitud del procedimiento ordinario. En la imposibilidad práctica de acelerar la emanación de la providencia definitiva, se trata de hacer preventivamente inocuo el peligro con una medida cautelar que anticipe provisoriamente los efectos de la providencia definitiva. También, cuando la lesión del derecho ha tenido ya lugar, y la providencia definitiva no puede ofrecer otra finalidad que la reintegrativa, la providencia cautelar podría en cualquier forma realizar una finalidad preventiva, frente a la agravación del daño por la inevitable prolongación del proceso ordinario.

La funcionalidad de estas providencias nace de esta relación: que se dicten sin retardo, y la falta de aptitud del proceso ordinario para crear rápidamente una providencia definitiva. La clave más importante de ellas, y que es la que se debe ponderar con gran cuidado, es la de hacer las cosas pronto pero mal, o hacerlas bien pero tarde. Pero al propio tiempo la gran ventaja de permitir al proceso ordinario funcionar con calma, en cuanto aseguran preventivamente los medios idóneos para hacer que la providencia tenga la misma eficacia y el mismo rendimiento práctico que tendría la definitiva si se hubiese dictado inmediatamente.

Las providencias cautelares en el amparo.

Valía la pena el resumen que he hecho de los interesantísimos conceptos de CALAMANDREI, respecto a las providencias cautelares, para comentarlos a la luz de la estructuración que nuestra Ley de Amparo da a la suspensión.

Ante todo habrá que referirse a la provisoriedad que caracteriza a dichas providencias, y que en la doctrina mexicana se refiere como la provisionalidad de las medidas suspensionales. Estrictamente deberíamos estar de acuerdo con la terminología referida por el maestro, que incluye no sólo una temporalidad, sino al hecho de que está contenida la decisión en una provisión, o sea en un auto concreto que ordena ciertos efectos jurídicos para la ejecución o no ejecución de un mandato de autoridad. Con COUTURE, además, recordemos que el concepto mismo de providencia implica un "proveer".

Hay sin embargo que hacer una importante aclaración respecto a esta característica de la suspensión, ante una peculiaridad de nuestro instituto, que para ciertos casos especiales, -no incluidos dentro de la suspensión de oficio-, prevé dos tipos de suspensión que escalonadamente se establecen en la Ley bajo el nombre de suspensión provisional y suspensión definitiva. Ante todo, y para evitar un mal entendido que complicaría esta exposición, he tenido buen cuidado de hacer en nota marginal la aclaración de que para nosotros la providencia cautelar y la providencia definitiva, -que CALAMANDREI menciona también como providencia-antecedente y providencia-subsiguiente-, debe entenderse en nuestro juicio de amparo como mención de la suspensión en relación con la sentencia. En otras palabras, la suspensión decreta ciertas medidas o providencias, que tendrán temporalidad hasta que la sentencia resuelva en definitiva si subsisten o definitivamente se levantan, porque en el fondo del asunto ya se tomó una determinación de amparar o negar el amparo.

Pero llama la atención nuestra clasificación, que distingue entre suspensión de oficio, suspensión provisional y suspensión definitiva, porque tomamos un camino peculiar no sólo sobre la tutela preventiva y el carácter de urgencia de la medida solicitada, sino respecto del periculum in mora a quien la doctrina europea centra como esencia de las providencias cautelares.

En efecto, la fracción II del artículo 123 de la Ley de Amparo, anuncia la hipótesis general que obliga a decretar de plano una suspensión de oficio por el juez, desde el momento de la presentación de la demanda, y precisa: "Cuando se trate de algún otro acto, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada".

Como se ve la suspensión de oficio se base en un daño o lesión no sólo probable o posible, sino fatal. Esto explica por qué la suspensión de oficio se decreta de plano, y no admite substanciación, ya que en la convicción del juez debe estar esa fatalidad, y no es materia de cuestionamientos entre las partes, sino en una urgencia sumamente especial.

No es esa la filosofía del artículo 171 -que se refiere a la suspensión del acto reclamado en amparo penal directo, por parte de la propia autoridad señalada como responsable-, porque aquí no aparece la fatalidad que pudiere producir la sentencia de segundo grado, sino simplemente la conveniencia de que no continúe el procedimiento ejecutorio que debe deducirse de la sentencia de segunda instancia, -o en su caso de única instancia-, precisamente por la característica ya hecha observada por FIX ZAMUDIO, de que la suspensión en amparo directo tiene una naturaleza totalmente distinta a la que se decreta, -no por el juez de amparo, sino por la autoridad responsable-, dentro del amparo directo.

En lo que toca a la hipótesis de la suspensión provisional, ya en otra ocasión se ha manifestado que se traduce en una "provisionalidad dentro de otra provisionalidad".

Si toda suspensión es provisional, en el sentido de que funciona temporalmente hasta que se resuelva definitivamente el amparo en el fondo, tomando entonces la sentencia a su cargo el decretar medidas definitivas. la suspensión provisional viene a ser otra medida de la temporalidad, que el artículo 130 de la ley mencionada en la siguiente forma: "En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley (suspensión no de oficio, sino a petición de parte agraviada), si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el juez de Distrito, con la sola presentación de la demanda de amparo, podrá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la solución que se dicte sobre la suspensión definitiva..."

Es este un manejo muy especial de la providencia cautelar, que nos obligaría a un intento de diferenciar entre urgencia y emergencia, dando a las palabras un sentido evidentemente intencionado, como si se pretendiera que realmente hay una diferencia entre ambas palabras o conceptos. Así tendríamos que intentar demostrar que no sólo hay casos de urgencia, como previsión de que un daño posible pueda en cualquier momento transformarse en un daño efectivo, sino también de emergencia, como una posibilidad que se teme llegue más rápida, más cercana, más inminente, como lo dice el propio artículo 130 en la parte anteriormente transcrita.

En realidad, y si hubiere  posibilidad de uso de esta terminología -que siempre resultará artificial-, habrá que recordar que la urgencia es una necesidad o falta apremiante de lo que es menester para algún negocio, y la emergencia, -que es un accidente que sobreviene-, tendría que ser, referida al daño emergente que se traduce en un detrimento o destrucción de bienes, la cual en mayor extensión tendría que referirse a libertades amenazadas o restringidas.

Tanto más llamativo resulta este subjetivismo, que la ley maneja como si fueren normas claras y manifiestas, cuanto que la fracción IV del artículo 201 de la Ley precisa responsabilidades penales al juez de Distrito o autoridad que conozca del juicio: "Cuando fuera de los casos permitidos por esta ley decrete la suspensión del acto reclamado, aunque sea con el carácter provisional, y por virtud de ellas (sic) se produzca un daño o se conceda una ventaja indebidos."

Finalmente, el artículo 131 de la Ley ya se refiere a la concesión de la suspensión definitiva, -que sustituye a la provisional, cuando ésta se hubiere decretado; o que la otorga sin antecedente alguno-, y que es la que verdaderamente podríamos considerar como una providencia cautelar, si bien en algunos casos es precedida por otra provisional, que la legislación mexicana consideró necesaria como acto de mayor fluidez o rapidez, pensando probablemente en el recargo de labores que impide la inmediata celebración y substanciación del incidente suspensional, en que pueda decretarse la medida cautelar correspondiente, obligando a superar la inconveniencia con una medida suspensional intermedia.

La suspensión que no suspende.

Cambiando el tono de las anteriores observaciones, resulta importante subrayar que no es posible contemplar nuestra suspensión en amparo como una especie de congelamiento súbito e indiscriminante del acto de autoridad, y que en muchas ocasiones resultaría inconsulto, o contrario a nuestras realidades. Basta examinar las hipótesis del artículo 136 de la Ley, que se refiere al llamado "amparo de la libertad", y en el cual muchos creen ver -en unión del subsiguiente artículo 137-, una especie de habeas corpus mexicano, para poner de manifiesto que no es así como podríamos referirnos a la suspensión en todos los casos: como un acto de inmovilización en el espacio, ya que prevé la posibilidad de poner en libertad a un detenido, lo cual es contradictorio con un mero acto de suspensión o inmovilización, pero sí es lógico contemplarlo como un mandato de cautela, de protección a la materia del juicio que se inicia, o que está por obtener una providencia definitiva, una determinación final, desde el punto de vista constitucional.

También bajo diverso punto de vista podríamos establecer una diferencia entre la providencia cautelar y nuestra suspensión en amparo. Si nada más contempláramos negocios judiciales, o sea actos de autoridades jurisdiccionales, la compenetración de la providencia cautelar con la suspensión en amparo sería la posibilidad de llegar a una identidad absoluta. Pero esto no es así, ya que la suspensión puede decretarse contemplando también actos legislativos o actos administrativos, que no forman parte de un proceso judicial, y que sin embargo son mellados en su ejecutoriedad mediante la suspensión.

Desde este último punto de vista, más reconocemos en la suspensión el "obedézcase y no se cumpla", y el recurso de suplicación de la legislación española y la novohispánica, que las providencias que hemos venido examinando.

Finalmente, y para aquéllos que insistimos en la necesidad de establecer un habeas corpus dentro de nuestros procedimientos constitucionales, en defensa de nuestras libertades constitucionalmente reconocidas, y que pretendemos rescatar para el amparo la introducción de una especie de habeas corpus, pero dentro de los procedimientos suspensionales, de cualquier manera habría que recordar el pensamiento de CALAMANDREI, quien afirma que en un ordenamiento procesal puramente ideal, en el que la providencia definitiva pudiese ser siempre instantánea, de modo que, en el mismo momento en que el titular de derecho presentase la demanda se le pudiera inmediatamente otorgar justicia de modo pleno y adecuado al caso, no habría lugar para las providencias cautelares.

Añade CALAMANDREI como colofón a la anterior observación que bajo este aspecto es evidente la afinidad de las providencias cautelares con las disposiciones, magistralmente estudiadas por CHIOVENDA, que tienden a producir como resultado que la sentencia actúe la ley como si ello ocurriese en el momento mismo de la demanda judicial: tienden, en efecto, a conseguir que la actuación de la ley, contenida en la providencia definitiva, pueda operar sobre el mismo estado de hecho sobre el que operaría en el momento de la demanda judicial. El principio es siempre el mismo: "la necesidad de servirse del proceso para conseguir la razón, no debe convertirse en daño para quien tiene razón".

Carácter específico de la suspensión en el amparo mexicano.

La razón procedimental y la técnica de manejo de nuestra suspensión del acto reclamado dentro del juicio de amparo, en paralelo con las providencias cautelares, creo se han puesto de manifiesto en forma indudable. La tradición jurídica tanto española como novohispánica, respecto de prácticas que facilitaron la aplicación de procedimientos suspensionales contra los efectos plenos de los mandatos de autoridad, fueron un excelente puente de paso para su instauración en nuestro proceso constitucional sin mayores titubeos. Pero hay una característica de la suspensión en amparo que va más allá de la filosofía y la razón de ser de las providencias o medidas cautelares.

Esta es la que precisa la actual fracción X del artículo 107 constitucional en su primer párrafo que a la letra dice: "Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público."

Como puede apreciarse, la decisión de otorgar o no la suspensión -y que es causa de responsabilidad penal- se sujeta a requisitos de ponderación del caso concreto, y no tanto de cuestiones de apreciación del periculum in mora que de cualquier manera está forzosamente incluido en "la naturaleza de la violación alegada". La dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, prácticamente es un desglose de la violación alegada, en relación con su reparabilidad para el caso de que no se otorgara la suspensión.  Los daños y perjuicios que con la suspensión se origine a terceros, dará contenido a la garantía que debe otorgarse para gozar de los beneficios de la suspensión, si ésta se decretare. Por lo tanto el elemento substancial que se anuncia como toral es la evaluación del interés público que pudiere estar en juego por el otorgamiento de la suspensión; o sea, valorar con cuidado si el mandato suspensional afecta o no al interés público.

Tenemos obligación de mencionar aquí otra característica especial del proceso de amparo, que complementa las disposiciones no sólo sobre la suspensión, sino sobre la forma de substanciar todos los procedimientos. La fracción XV del artículo 107 constitucional, precisa que el Procurador General de la República, o el agente del Ministerio Público Federal que al efecto designare, serán parte en todos los juicios de amparo, lo cual ratifica la fracción IV del artículo 5º de la actual Ley de Amparo. Por su parte la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República en la fracción I del artículo 2º precisa como actividad prioritaria de la Institución la vigilancia de la observancia de los principios de constitucionalidad y legalidad, comprendiendo esta función, -de acuerdo con la fracción I del artículo 3º de la Ley citada-, la intervención del Ministerio Público en todos los juicios de amparo.

Se actualiza así una característica del amparo, desde su primera ley, que señalaba al Promotor Fiscal como la contraparte del agraviado demandante. En tal forma, y regresando a nuestra suspensión, no sólo se da un especial factor a considerar respecto de ella, que debe tener presente para otorgarla o negarla, sino que en nuestro sistema procesal existe un órgano público específico que vela y promueve lo conducente para que no se burle la intención del legislador constituyente y el ordinario: el Ministerio Público Federal.

La Constitución de 1857 nada disponía respecto al especial, requisito de afectación al interés público, o social. No precisaba ni éste ni ningún otro condicionamiento para que se otorgare o negare la suspensión. La primera Ley de Amparo, la de 1861, se ocupó concretamente de la suspensión en su artículo 4º que vale la pena transcribir textualmente: "El juez de Distrito correrá traslado por tres días `a lo más', al Promotor Fiscal, y con su audiencia declarará, dentro de tercero día, si debe o no abrirse el juicio conforme al artículo 101 de la Constitución; excepto el caso en que sea de urgencia notoria la suspensión del acto o providencia que motivó la queja, pues entonces lo declarará desde luego bajo su responsabilidad".

Como se ve, nuestra primera Ley sigue los cauces estrictos de la providencia cautelar, en su ortodoxia más profunda, pues hace arrancar la medida suspensional partiendo del concepto único de urgencia notoria.

El artículo 5º de la segunda Ley de Amparo de 1869, en su segundo párrafo, insiste en la misma fundamentación cuando dispone: "Si hubiere urgencia notoria, el juez resolverá sobre dicha suspensión a la mayor brevedad posible y con solo el escrito del actor."

Es la tercera Ley, la de 1882, la que introduce el condicionamiento que persistirá hasta la fecha. Su artículo 12 se refiere a la suspensión inmediata del acto reclamado; en su primera fracción enuncia el caso en que se trate de la ejecución de pena de muerte destierro o algunas de las expresamente prohibidas en la Constitución federal, pero en la segunda dispone: "Cuando sin seguirse por la suspensión perjuicio grave a la sociedad, al Estado o a un tercero, sea de difícil reparación física, legal o moral el daño que se cause al quejoso con la ejecución del acto reclamado".

Es este el momento de nuestra tradición jurídica en que se introduce en la suspensión un elemento de evidente carácter político, y no meramente la situación procesal en relación con las urgencias del promovente de una acción frente al futuro y probable acto dañoso de ejecución inminente: el perjuicio grave a la sociedad o al Estado, que eventualmente también se extiende al perjuicio de esa naturaleza a un tercero. La suspensión, bajo este criterio, no debe causar perjuicio grave a la sociedad o al Estado.

La Constitución de 1917, en su texto original, en las fracciones V y VI del artículo 107, se refiere al otorgamiento de la suspensión, pero sólo respecto de las sentencias definitivas en los juicios penales y civiles, y no menciona la suspensión en el amparo ante los jueces de Distrito, pero precisa la suspensión provisional por juez distinto del de Distrito, cuando éste no residiere en el mismo lugar en que tenga su asiento la responsable.

En la fracción I del artículo 55 de la Ley de 1919, primera que regula el amparo bajo el imperio de la Constitución de 1917, se dice: "La suspensión debe concederse siempre que la pida el agraviado, en los casos en que sin seguirse por ello daño o perjuicio a la sociedad, al estado o a un tercero, sean de difícil reparación los que se causen al mismo agraviado con la ejecución del acto".

Finalmente, la actual Ley de 1936, en su artículo 124, precisa requisitos para decretar la suspensión, y uno de ellos, señalado en su fracción II, ordena: "Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público".  Esta nueva redacción resulta verdaderamente desconcertante porque: a) Ya no puntualiza al juez que evalúe el perjuicio a la sociedad o al Estado, sino al interés social, y a la contravención de disposiciones de orden público; b) Ordena la negativa de la suspensión en esos casos, sin posibilidades de manejar condiciones de equilibrio entre el interés público o social, y las urgencias del agraviado; y, c) Mantiene condicionamientos, que impiden el otorgamiento de la suspensión, a pesar de que el actual mandato constitucional no menciona a las disposiciones de orden público.

Pero algo más grave y trascendente encontramos en este nuevo y radical manejo de la suspensión. Como no se excepciona la consumación del acto reclamado -reputado como inconstitucional por el quejoso-, por no concederse la medida cautelar, finalmente resulta que los actos inconstitucionales de las autoridades, que pudieran apreciarse por el juez de amparo afectan al interés público o social, o contraviene disposiciones de orden público, no admiten la acción de amparo, deben desecharse las instancias suspensionales, y continuará su curso normal el acto de autoridad hasta consumarse en su integridad.

Hay así actos de autoridad que de hecho y de derecho no admiten el control constitucional. Para usar la terminología del derecho novohispánico, contienen un mandato de "obedézcanse y cúmplase".

De lo expuesto y narrado hasta aquí Señores Ministros pedimos su especial reflexión al llevar a cabo esa nueva Ley de Amparo ya que el poder Judicial de la Federación es la esperanza inquebrantable de la sociedad mexicana para alcanzar la aplicación de la justicia social; ahora bien, al aportar esta sencilla inquietud y al hablar de la SUSPENSION PROVISIONAL Y LA SUSPENSION DEFINITIVA que trasciende imprescindiblemente al efecto y alcance legal de la vida constitucional en el Juicio de Amparo, pues durante muchos años ha sido un problema crítico y de extrema gravedad de la eficacia del amparo, el resolver la forma de restarle transitoriamente, eficacia, fuerza y propensión al acto reclamado que por su propia naturaleza le corresponde, queriendo decir con ello, que el capítulo de la suspensión definitiva concedida al quejoso y por las condiciones en que se otorga cuando se trata de amparo indirecto, se realiza por cuerda separada tomando con ello una vida jurídica propia e independiente en relación a la demanda de garantías planteada, por lo tanto para que tenga y continúe teniendo materia sobre la cual actuar, la SUSPENSION concedida al quejoso debiera en el momento de empezar el procedimiento de ejecución de la sentencia de amparo hacerse efectiva a las responsables sin concesiones procesales o intraprocesales del procedimiento de la ejecución de la sentencia amparadora, sino todo lo contrario que desde el momento en que se haga el primer requerimiento a la(s) responsable(s) cualesquiera que ella fuera(n), se le prevenga y aperciba que el acto reclamado goza de la suspensión definitiva y que ésta tiene ineludiblemente efectos restitutorios, todo ello con el fin de que la responsable cumpla cabalmente con la sentencia amparatriz.

Como es sabido por la sociedad mexicana y por ser de interés social y de orden público este capítulo de suspensión definitiva se ha visto en forma constante y permanente burlado por las responsables, en virtud de que los Jueces de Distrito y los Tribunales Colegiados y hasta el máximo Organo de Control Constitucional no le da la importancia debida y por ende el poder público ha hecho uso y abuso de su autorizada gozando con ello de más beneficios de los que ya ostentan y que sólo estos deben ser sujetados eficazmente por el juicio de garantías tanto en el juicio principal como en el capítulo de suspensión provisional y definitiva. Por lo cual a continuación ejemplificamos lo sustentado: Un Juez de Distrito requiere a la responsable para que cumpla un fallo protector y esta responsable tiene superiores jerárquicos y lo que actualmente sucede es que se le requiere para que informe ante el Juez la forma y término que da a la sentencia de amparo –resaltando que esta sentencia de amparo tiene concedida la suspensión definitiva- y al momento de hacer ese requerimiento ni se previene ni se apercibe ni se hace la mínima indicación a la responsable de que la sentencia amparatriz goza de la suspensión definitiva, así las cosas la responsable como puede no dar cumplimento o darlo a su criterio (dándose vista al quejoso por 5 días para que manifieste su conformidad o inconformidad de dicho cumplimiento), ateniéndose dicha autoridad a que se le vuelva a requerir por medio de su superior(es) jerárquico(s) y éstos lo conminen nuevamente tantas veces como superiores jerárquicos existan, por lo que dicho procedimiento establecido por el artículo 105 de la Ley de Amparo le da a la responsable oportunidad de burlar como quiera y cuantas veces quiera la suspensión definitiva. Y de acuerdo a esos actos de autoridad que se hacen con frecuencia en perjuicio de los derechos fundamentales del gobernado, lo más correcto es que en la Nueva Ley de Amparo se faculte al Juez de Distrito o a los Tribunales Colegiados de circuito en la Materia que actúan para que apliquen la sanción contemplada en el artículo 107 fracción XVI de la constitución Federal de la República, corriendo la misma suerte los superiores jerárquicos de las responsables acabando así con la manga ancha de que gozan nuestras autoridades, así como con la obstaculización y demora del cumplimiento de las sentencias amparadoras. Y que esta suspensión definitiva también goce de materia para actuar en los cumplimientos sustitutos de las sentencias amparadoras de aplicación supletoria al Código Federal de Procedimientos Civiles, Tomando en alta consideración que se trata de las GARANTIAS INDIVIDUALES consagradas en nuestra CARTA MAGNA.

ANGEL GARCIA LARA

Por este medio me permito hacerle llegar las propuestas que la suscrita considera deben hacerse a la Ley de Amparo.  Debo decirle que, en mi opinión, la actual legislación de amparo ha cumplido con su objetivo principal; la
defensa de nuestra Constitución.  Sin embargo, es necesario adecuar algunos de sus preceptos a la realidad social que vivimos y también a las reformas que la misma ley ha sufrido.

Como primera propuesta nos referimos al artículo 124 bis, que se ubica en el capítulo III (De la suspensión del acto reclamado), título segundo, libro primero.  En efecto, el precepto citado en su segundo párrafo indica los elementos que el Juez de Amparo debe tomar en cuenta al momento de fijar la garantía para que proceda la suspensión en tratándose de actos derivados de un procedimiento penal  que afecten la libertad personal del quejoso.  Ahí encontramos tres fracciones, sin embargo, ante la incidencia de delitos que afectan el patrimonio de las personas, es  necesario que como un elemento más a considerar por el juzgador federal, se  establezca otra fracción en la que se requiera que también se cubra el monto del daño patrimonial causado y acreditado hasta ese momento procesal.  Para este efecto, el  Juez de Amparo tendrá que solicitar a la autoridad responsable ordenadora que al momento de rendir el informe previo señale el daño que hasta ese etapa del procedimiento se encuentra comprobado. 

El motivo de esta propuesta radica en el hecho de que, como lo mencioné anteriormente, son más frecuentes los delitos de carácter patrimonial y algunas ocasiones con montos muy elevados y no obstante la cuantía de los mismos, la garantía que el Juez de Amparo solicita al quejoso es mínima, lo cual resulta contradictorio e inequitativo, pues mientras que el proceso se sigue por un delito patrimonial grave con la consecuente afectación del ofendido, el quejoso goza fácilmente de su libertad personal.  Todo ello, cotidianamente lo podemos ver, genera la reacción de la sociedad en un sentido critico para la institución del Juicio de Amparo y del propio Poder Judicial de la Federación. 

Otra propuesta es relativa al último párrafo del artículo 155, que se ubica en el capítulo IV, título segundo, libro primero.  Este párrafo refiere:  El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales.  Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda.  Aquí sería conveniente adicionar que para efecto de que esté en aptitud de alega, se le debe correr traslado con copia simple de la demanda.  Y en este orden de ideas, también se debe adicionar en el artículo 120 de la propia ley, que el quejoso deberá exhibir una copia de la demanda para que el Ministerio Público formule alegatos.

El sustento de esta propuesta lo encontramos en el hecho de que en la actualidad los jueces de amparo únicamente notifican al Ministerio Público que actúa en el proceso penal, la prestación de la demanda (porque así lo señala la ley), sin embargo, el representante social del fuero común se encuentra imposibilitado para alegar pues desconoce el contenido de lo demandado por el quejoso.

Sin otro particular por el momento, quedo de Usted.

FLOR DE MARÍA LÓPEZ GONZÁLEZ.

"CONSIDERACIONES SOBRE REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY DE AMPARO"

Es plausible a todas luces la adición que se hizo a la ley reglamentario de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República, mediante la cual se agregó el Libro Segundo intitulado "EL AMPARO EN MATERIA AGRARIA", conteniendo un Título único y un capítulo único, presentándose sin lugar a dudas como un instrumento legal SUI GENERIS de suma trascendencia en la regulación y preservación al respecto de nuestra Carta Magna, tutelando específicamente los derechos de los núcleos de población ejidal y comunal y, a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos, teniendo como objetivo fundamental el evitar que las condiciones de pobreza, ignorancia y marginación, que desafortunadamente prevalece en los sujetos antes mencionados, incidan directamente y de manera grave en su perjuicio, haciéndolos víctimas a ultranza del despojo de sus tierras;  por tales razones es de estimarse que dicho Libro Segundo debe continuar vigente como Derecho Positivo dentro de nuestra Ley Reglamentaria del Juicio Constitucional, manteniendo incólumes la totalidad de las características más sobresalientes del mismo, como lo son:

a).- La protección y tutela especial a los núcleos de población ejidal y comunal y a ejidatarios y comuneros, en sus derechos agrarios:

b).- La obligación del juzgador de suplir la deficiencia de la queja, tanto en la demanda como en la revisión;

c).- La representación sustituta para interponer la acción constitucional;

d).- La facultad del juzgador para allegase de oficio de las constancias que justifiquen la personalidad de los accionantes;

e).- La procedencia del desistimiento de la acción únicamente, previo acuerdo de asamblea;

f).- La negativa de la caducidad y sobreseimiento por inactividad procesal;

g).- La no exigencia de la garantía para que surta efectos la suspensión, así como la procedencia de ésta oficiosamente;

h).- En general, todas aquellas que conlleven jurídicamente el beneficio a los núcleos agrarios, a que se refiere el artículo 212 de la Ley de Amparo; excepto supuesto jurídico previsto en el artículo 217 de la Ley de Amparo, por los razonamientos que a continuación se hacen notar:

ARTÍCULO:

(TEXTO ACTUAL)

ART. 217 LEY DE AMPARO: "La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal".

MOTIVOS:

Bajo el punto de vista jurídico y del acontecer diario que se vive en este Tribunal Unitario Agrario, resulta de suma trascendencia, fijar un término para la interposición del juicio de garantías, cuando se reclamen como actos los contemplados en el artículo que se comenta; ya que resulta incuestionable la incertidumbre e inestabilidad jurídica que se vive en la actualidad por los núcleos agrarios, en perjuicio de todos aquellos que se vean favorecidos por una sentencia de este Tribunal Unitario Agrario o del Tribunal Superior Agrario, cuando resuelvan conflictos relacionados con la tenencia de la tierra o de los derechos agrarios correspondientes a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, las cuales carecen de firmeza y definitividad; ya que pueden prevalecer la disposición que se propone reformar se infringe el espíritu de las reformas la artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1992) y su Reglamentaria, que pregona, como objetivo principal, "la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra", por lo que al acatar la disposición del artículo que se comenta, se cae en un vacío jurídico, que a su vez conduce a una problemática social, económica y política de magnitudes irreparables para los justiciables.

El término que se propone es de un año, por las razones siguientes:

a).- Resulta imprescindible señalar que, el término que se fije sea igual a alguno otro que ya prevea la Ley de Amparo, para evitar que los núcleos agrarios pudieran confundirse y que ello redunde en su perjuicio, en esas condiciones tenemos que el artículo 97 fracción III de la Ley de Amparo contempla el término de un año para la interposición del recurso de queja en tratándose del exceso o defecto en el cumplimiento de ejecutorias, término legal que se estima necesario para que los núcleos de población ejidal o comunal tengan la oportunidad para impugnar en la vía constitucional el fallo que les depare perjuicio.

b).- el término sugerido es, además, por que los ejidos y comunidades se rigen por el reglamento interno y estatuto comunal respectivamente, en los cuales y por regla general se contempla que para la toma de decisiones de trascendencia para su núcleo, requieren la aprobación de la asamblea general, así como conforme a sus usos y costumbres la opinión de los principales o ancianos; por lo tanto, para la consulta que se comenta, se requiere que se tomen en consideración aparte del término legal para la validez de las convocatorias, las implicaciones de distancia entre los anexos que integran tales núcleos, los avisos que se realizarían a los asuntos; y al no existir quórum legal para la celebración de la Asamblea se expedirá una nueva convocatoria, respetando los términos legales. El siguiente paso para los núcleos, consiste en localizar en las ciudades principales o capitales federativas a un abogado particular o de instituciones oficiales que les asesore. Posteriormente, se tendrían que trasladar a su comunidad para convocar a nueva asamblea e informar sobre la asesoría jurídica y las costas y gastos que, en su caso, resultarían al interponer el juicio de garantías. Una vez aprobada la asesoría, se tendrían que trasladar nuevamente con el abogado encargado de la interposición del amparo.

c).- Por otra parte, el término de un año que se propone deberá de contarse a partir del día siguiente al en que se notifique en forma directa y personal a los integrantes del comisariado y no por conducto de representantes o autorizados legales, ya que atendiendo a la falta de vías de comunicación terrestre y telefónicas, así como la lejanía de las mismas, su marginación económica, carencia de cultura y de la ignorancia en la trascendencia de los actos jurídicos que se impugnan, se dificulta hacer de su conocimiento tales actos.

NUEVO TEXTO:

ART. 217 LEY DE AMPARO: "La demanda de amparo podrá interponerse dentro del término de un año, siguiente a la notificación personal y directa que se haga a los integrantes del comisariado ejidal comunal o representantes de bienes comunales, según corresponda, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal".

EUCARIO CRUZ REYES

Propuestas

A)

TITULO PRIMERO 

“Reglas Generales”

Capítulo II

“De la Capacidad y la Personalidad”

Artículo 5º.- Son partes en el Juicio de Amparo:

I.- El agraviado o agraviados;

II.- La autoridad o autoridades responsables;

III.- El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter:

a).- La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento;

b).- El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación de daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad;

c).- La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se trate de providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan interés directo en la subsistencia del acto reclamado.

IV.- El Ministerio Publico Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia.   Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten intereses particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Publico Federal no podrá interponer los recursos que esta Ley señala.

B)

El Ministerio Público del Fuero Común es una Institución que dentro de sus funciones y objetivos específicos que prevé su Ley Orgánica respectiva, tiene como finalidad general, que desde sus orígenes históricos le ha correspondido defender los intereses sociales o del Estado; de ahí la necesidad de que se dé intervención concreta en los Juicios de Amparo, para defender el fin primordial que debe perseguir, esto es, velar por la exacta observancia de las leyes, del orden constitucional, y específicamente, vigilar y propugnar el acatamiento de los preceptos constitucionales y legales que consagran las garantías constitucionales. Por tal motivo debe considerársele como parte autónoma en el Juicio de Amparo, con una propia intervención procesal donde le competan todos y cada uno de los actos procesales referibles a la actividad de las demás partes, por ende, en los Juicios de Garantías en materia penal, debe estimarse que el Ministerio Público del fuero común debe tener todos los derechos procesales en su calidad, de parte, además, con este carácter , debe hacer uso de la facultad procesal de ejercitar todos los actos e interponer todos los recursos que la ley concede, ya que debe tomarse en cuenta que aun cuando el interés que tiene esta Institución en el Juicio de Amparo, evidentemente no es el mismo que pueda abrigar la autoridad responsable al defender la constitucionalidad del acto reclamado, sin embargo, es un interés propio, más elevado quizá que el de aquella, que es velar, como antes se dijo, por la observancia del orden constitucional y legal en los casos de procedencia del Juicio de Amparo.   Por esta razón, debe incluirse en el Artículo quinto de la propia Ley, específicamente en la fracción IV, para que cuando se estime que una resolución cualquiera que sea su contenido, adversos o favorable a la autoridad responsable o al quejoso, no ha sido dictada debidamente por el Juez de Amparo, observando la Ley y la Constitucionalidad, ejercite la facultad procesal de impugnarla con los medios jurídicos que la Ley de la materia establece independientemente de que no los hagan valer las otras partes.   En esas condiciones y en virtud de su condición de parte en el Juicio de Amparo, y además, por la finalidad especifica que le debe corresponder en éste, el Ministerio Publico del Fuero Común podrá ejercitar todos loa actos procesales e interponer todos los recursos que en calidad de tal le debe incumbir; todo lo anterior pone de manifiesto el interés directo que tiene dicha Institución en el Juicio de Amparo, para que se le dote de facultad procesal para impugnar una resolución que no ha sido dictada por el juzgador de amparo, en los términos señalados, y sobre todo, cuando la ha consentido la autoridad responsable.   Ahora bien la fracción XV del Artículo 107 de la Constitución textualiza:   “El Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Publico Federal que al efecto designare será parte en todos los Juicio; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés publico.”   Alude expresamente al Ministerio Publico Federal, y por tanto, resulta necesario reformarse para incluir los términos “Procuradores de los Estados o el Agente del Ministerio del Fuero Común.”   A su vez, la fracción IV del Artículo 5º de la Ley de Amparo, dispone que es parte del Juicio de Amparo el Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales, cuando se reclamen resoluciones de Tribunales Locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia; de ahí que la necesidad de adicionar una fracción al articulo en comento para incluir al Ministerio Publico del Fuero Común, radica en que ambas Instituciones persiguen el mismo fin primordial, que es defender los intereses de la sociedad, velando por la exacta observancia de las leyes, bajo la esfera del régimen de su respectiva competencia. En esas condiciones, al pretenderse que se incluya una nueva fracción dentro del articulo 5º de la Ley de Amparo por lo que el Ministerio Público del Fuero Común, es indispensable para que vele con toda la eficacia por los intereses de la sociedad, que en un Juicio de Amparo su actuación procesal como parte, no se contraiga a la sola formalicen de su pedimento o dictamen en relación con las cuestiones de fondo y suspensional, como sucede en la practica con el Ministerio Publico Federal, si no que deben de otórgasele todos los derechos que la Ley y la Jurisprudencia consagran en favor de las demás partes en el Juicio de Garantías sobre todo el de interponer los recursos que procedan (revisión, queja o reclamación), a efecto de que las resoluciones contrarias o desfavorables a sus pretensiones o que de alguna manera afecten los intereses de la sociedad, sean debidamente ponderadas en alzada y, en su caso, se revoquen.   A mayor abundamiento, al adicionarse el Ministerio Publico del Fuero Común a la fracción IV tantas veces señaladas, en términos estrictamente legales, debe legitimarse procesalmente para interponer los recursos de revisión, queja y reclamación contra las resoluciones que se dicten en el Juicio de Amparo en sus respectivos casos.   En esa legitimación la prevén con toda claridad los artículos 86, 96 y 103, de la Ley de Amparo, al desprenderse de su texto que los citados medios de impugnación, pueden ser interpuestos “Por cualquiera de las partes”, teniendo indiscutiblemente esa calidad la referida Institución Social, una vez adicionada la fracción V del Artículo 5º del Ordenamiento legal invocado.   Por otro lado, al quedar de manifiesto el interés directo del Ministerio Público del Fuero Común para ejercitar su acción en el Juicio de Amparo, que no es otro que la defensa de los intereses sociales que representa, dentro de los cuales se encuentra ofendido, quien tiene derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, aun cuando es parte en el Juicio de Amparo en términos de la fracción III, inciso b) del Artículo antes citado, y por tanto, ésta legitimado plenamente para promover el amparo, surge la necesidad de que por tener dicho ofendido la calidad de coadyuvante del Ministerio Publico en la exigibilidad de la reparación del daño , o como se dijo , exigir la responsabilidad civil proveniente de un delito, se deben de sentar las reglas conforme a las cuales se confiera a dicha representación social, la legitimación en causa para asumir la representación del ofendido, para deducir los derechos que le concierne, ya que en múltiples casos la practica nos pone de relieve su precaria condición socioeconómica, algunas veces producto del menoscabo patrimonial causado con motivo del delito, o bien por el desconocimiento de la materia, y debido a estos factores se ve imposibilitado para acudir al Juicio de Garantías debidamente representado a defender sus derechos, lo que seria complemento para que la Institución social referida, cumpla con una de sus misiones que tradicionalmente tiene asignadas, consistente en velar por los derechos de la sociedad mediante la estricta observancia de las leyes.

C)

TITULO PRIMERO 

“Reglas Generales”

Capítulo II

“De la Capacidad y la Personalidad”

Artículo 5º.- Son partes en el Juicio de Amparo:

I.- El agraviado o agraviados;

II.- La autoridad o autoridades responsables;

III.- El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter:

a).- La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento;

b).- El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación de daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad;

c).- La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se trate de providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan interés directo en la subsistencia del acto reclamado.

IV.- El Ministerio Publico Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia.   Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten intereses particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Publico Federal no podrá interponer los recursos que esta Ley señala.

V.- El Ministerio Publico del Fuero Común, quien podrá intervenir en los Juicios de Amparo atendiendo a su competencia o ámbito de atribuciones locales así como sus respectivas circunscripciones territoriales, pudiendo además interponer los recursos que señala esta Ley únicamente en Amparos Penales cuando se reclamen resoluciones de Tribunales Locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia.

A)

TITULO SEGUNDO

“Del Juicio de Amparo ante los Juzgados de Distrito”

Capítulo III

“De la Suspensión del Acto Reclamado”

Artículo 138.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso.

Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el Juez de la causa o el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida.

B)

Sabido es que se han realizado múltiples estudios, ensayos y hasta tratados referente a la suspensión del acto reclamado, por lo que la orden del Juez de Distrito, suspendiendo el acto reclamado no es otra cosa que un mandamiento de paralización en el proceso del desenvolvimiento del acto reclamado, por lo que la autoridad responsable que recibe tal orden del Juez Federal, no tiene que hacer en virtud de ella, absolutamente nada, simple y sencillamente debe dejar de actuar en el cumplimiento o ejecución del acto reclamado por lo que se puede decir que la autoridad responsable cumple con la suspensión provisional con el hecho de dejar de actuar positivamente o de abstenerse; siendo pertinente destacar que para la procedencia de la suspensión se tiene que atender a la concurrencia de diversas circunstancias, unas de carácter material derivadas de la propia naturaleza del acto reclamado y otra de naturaleza legal emanadas de las leyes correspondientes que exigen la presencia de ciertas modalidades en el acto que motiva el amparo para que sea posible la suspensión del mismo.

Asimismo, a través de las reformas a la Ley de Amparo mismas que entraron en vigor el 09 nueve de febrero de 1999 mil novecientos noventa y nueve, específicamente en la adición en un segundo párrafo del Artículo 138 de la citada Ley y transcrito líneas arriba se dió un paso importante en relación con la suspensión del acto reclamado, toda vez que este establece la obligación al quejoso de comparecer dentro del plazo de tres días ante el Juez de la causa o del Ministerio Público cuando se trate de actos derivados de un procedimiento penal que afecte la libertad personal del mismo, y en caso de hacerlo dejará de surtir efectos la suspensión concedida.

Ahora bien la práctica ha demostrado que en relación con esta adición al citado Artículo, él mismo ha dejado ciertas deficiencias en el caso concreto cuando un Juez Jurisdiccional dicta una orden de aprehensión en contra de una persona y esta promueve un amparo señalando como acto reclamado la citada orden de aprehensión y la ejecución a la Policía Ministerial, una vez promovido él mismo, dentro de la suspensión provisional entre otras cosas se le condiciona a que se presente dentro de los tres días ante el Juez de la causa y que en caso de no hacerlo dejara de surtir efectos dicha suspensión, lo que trae como consecuencia la cumplimentación de la orden de aprehensión; pero resulta que la mayoría de las veces el quejoso no se presenta dentro de ese término establecido por la Ley de Amparo y al no infórmasele al C. Juez Federal de la no presentación ante el Juez Jurisdiccional durante dicho término, al momento de llevarse a cabo la Audiencia Incidental, se le concede la Suspensión Definitiva y no obstante que se le vuelve a condicionar a que se presente dentro de los tres días ante el Juez Instructor, es pertinente destacar que entre el auto de la suspensión provisional y la resolución de la Audiencia Incidental la mayoría de las veces hay un margen superior a los tres días que señala el Artículo 138 párrafo segundo de la Ley de Amparo, por lo que sería conveniente que se hiciera un agregado al citado Artículo para el efecto de que fuera más explícito en el sentido de que el Juez de la causa le informe al C. Juez Federal si el quejoso se presentó o no ante el citado Juez Penal y se este en aptitud de al momento de llevar a cabo la Audiencia Incidental, de conceder o negar la suspensión definitiva, lo que traerá como consecuencia que haya uniformidad en los autos de la suspensión provisional dictado por los distintos Jueces Federales ya que algunos de ellos si hacen alusión en el sentido de que requieran al Juez Instructor para que se le informe si se presentó o no el quejoso dentro del plazo de los tres días y por el contrario otros Jueces Federales nada hacen mención al respecto.

C)

Artículo 138.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso.

Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el Juez de la causa o el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejara de surtir efectos la suspensión concedida, debiéndose informar al C. Juez Federal, si el quejoso cumplió o no con la suspensión concedida.

En espera que la presente propuesta sea de gran utilidad en la creación de la nueva Ley de Amparo quedo de Usted como su más atento y seguro servidor.

MIGUEL ANGEL PEÑA GUERRERO

I N T R O D U C C I O N

El juicio de amparo constituye el medio eficaz del control de poderes y de defensa que el gobernado tiene frente al Poder Público a efecto de que prevalezcan las garantías individuales que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o para que sea restituido en el goce de las mismas; y la parte medular –del juicio de garantías- lo viene a ser la suspensión del acto reclamado, cuyo objeto de esta medida cautelar consiste en la preservación de la materia sobre la que versa el acto de autoridad combatido a través de la acción constitucional de amparo, pues de no decretarse en el momento adecuado, pudiera no sólo dejar sin materia al juicio de garantías sino tornar ilusoria la ejecución del fallo por el que llegara a concederse la protección constitucional  demandada. 

La suspensión del acto reclamado procede: a) de plano o de oficio, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro, o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Ley Fundamental, tales como las penas de mutilación y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes, cualesquiera penas inusitadas y trascendentales; o cuando se trate de algún otro acto que, de llegar a consumarse, haría físicamente imposible la restitución en el goce de la garantía violada; o bien cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva, de los bienes agrarios de algún núcleo de población (ejido o comunidad agraria), o su substracción del régimen jurídico ejidal; y b) a petición de la parte agraviada en cualquier otro caso, siempre que se satisfagan las exigencias de ley.

Tratándose del primer caso, el juez de Distrito debe decretar la suspensión de plano en el mismo auto en que admita la demanda de amparo, comunicándola sin demora a la autoridad responsable para su inmediato cumplimiento; comunicación que, incluso, puede hacerla por vía telegráfica. Mas en el  segundo se sigue un procedimiento incidental por cuerda separada, pues de colmarse los requisitos legales se decretará la suspensión provisional del acto reclamado y, después de pedirse informe previo a la autoridad responsable y de que la quejosa rinda prueba en su caso, se resolverá sobre la definitiva, ya concediéndola ya negándola.

Sin embargo, el juez de Distrito –o el superior del tribunal que haya emitido el acto reclamado si el amparo es promovido ante él- puede modificar o revocar la resolución en que haya concedido o negado la suspensión, siempre que ocurra un hecho superveniente que le sirva de fundamento y que no se haya pronunciado sentencia ejecutoria, según el artículo 140 de la Ley de Amparo; modificación o revocación que en iguales condiciones puede efectuar la autoridad responsable en el juicio de garantías uninstancial; y aun cuando esa disposición reglamentaria es omisa en cuanto al procedimiento a seguirse para modificar o revocar dicha resolución -en que se haya concedido o negado la medida cautelar de referencia con base en un hecho superveniente- la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido en jurisprudencia que, tal modificación o revocación, debe substanciarse en la vía incidental por estimar indispensable la audiencia de las partes; regla que es razonable en cuanto concierne a la suspensión que procede a petición de la parte quejosa y siempre que se trate de la definitiva, pero respecto de la procedente de oficio o de plano, ha de señalarse que surge el problema a resolver si también esa modificación o revocación por un hecho que sobrevenga, debe tramitarse incidentalmente, o no, teniendo presente que la jurisprudencia no hace distinción alguna y, por tanto, no debe  hacerlo el juzgador, por una parte; y, por la otra, que la suspensión de oficio no se resuelve en un trámite incidental sino de plano, por lo que no existe congruencia para que en esa vía pueda modificarse o revocarse si, atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, el legislador quiso que la providencia suspensional quedara resuelta de plano, sin tener que agotarse procedimiento alguno como acontece con la que es procedente a petición de la parte agraviada; lo mismo ha de señalarse de la que se decreta en el amparo directo, o de la provisional.

1.- SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO

1.1 Concepto y efectos. La palabra suspensión deriva, etimológicamente, del latín “suspentio”, a su vez de “suspendere”, que significa levantar, colgar o detener una cosa en alto, en el aire, diferir por algún tiempo una acción o una obra.

Suspender se entiende, gramaticalmente, como el acto de paralizar o impedir algo que está en movimiento, o transformar temporalmente en inacción una actividad cualquiera. 

La suspensión, según Ignacio Burgoa, es aquel acontecimiento –acto o hecho-, o aquella situación que generan la paralización o cesación temporalmente limitadas de algo positivo, consistente en impedir para lo futuro el comienzo, el desarrollo o las consecuencias de un “algo”, a partir de dicha paralización o cesación, sin que se invalide lo anteriormente transcurrido o realizado. 

Conforme al Manual del Juicio de Amparo
,  la suspensión es la paralización, la detención del acto reclamado, de manera que, si éste no se ha producido, no nazca y, si ya se inició, no prosiga, no continué, que se detenga temporalmente, que se paralicen sus consecuencias o resultados, que se evite que éstos se realicen; debiendo aclararse que suspender no significa destruir, porque la materia de lo suspendido subsiste, no desaparece. 

La providencia suspensional sólo tiene vigencia mientras dure la tramitación del juicio de amparo, esto es, hasta en tanto no se dicte sentencia ejecutoria en el mismo; pues de concederse la protección constitucional, el acto reclamado ya no se producirá o ejecutará, pero no por virtud de la suspensión sino de la sentencia que se dicte en ese sentido, cesando los efectos suspensorios; y en caso de negarse la protección de la justicia federal, la autoridad responsable estará en aptitud de proceder a la ejecución del acto reclamado, precisamente porque con el dictado de la sentencia en el juicio cesaron esos efectos suspensorios. 

1.2 Órganos Jurisdiccionales que decretan la medida cautelar. El juez de Distrito, el superior del tribunal que cometa la violación –en el que debe comprenderse al Tribunal Unitario de Circuito-, el Tribunal Colegiado de Circuito y la autoridad responsable.

1.2.1 En el juicio de amparo indirecto, la determinación de concederla o negarla corresponde en primera instancia a los jueces de Distrito y, excepcionalmente, al superior del tribunal que haya cometido la violación siempre que dicho juicio se haya promovido ante aquél, conforme a los artículos 107, fracción XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 37 de la Ley de Amparo; y, en la segunda instancia, a los Tribunales Colegiados de Circuito a través del recurso de queja –si se trata de la provisional- o del de revisión si consiste en la definitiva y en la de plano, también mediante aquel recurso cuando se trate de la decretada por la autoridad responsable en el juicio de amparo directo.

1.2.2 En el juicio de garantías uninstancial, compete a la autoridad responsable –emisora del acto reclamado- decidir sobre la suspensión de la ejecución del mismo, por  disposición de los artículos 107, fracción XI, Constitucional y 170 de la Ley de Amparo.

1.3  Clases de medidas suspensionales. El artículo 122 de la Ley de Amparo, contempla dos: a) la que se decreta de oficio, conocida como la suspensión de plano; y b) la que se decreta a petición de la parte agraviada. 

1.3.1  La suspensión de oficio. Mejor conocida como la suspensión de plano, es la que otorga  el juez de Distrito sin audiencia del tercero perjudicado ni de la autoridad responsable cuando el quejoso, o el que promueva en su nombre, señale como acto reclamado alguno que importe peligro de privación de la vida, deportación, destierro, o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Carta Magna, o bien cuando el impugnado pueda quedar consumado de modo irreparable, haciendo físicamente imposible restituir al agraviado en el goce de la garantía violada y cuando se trate de actos atentatorios contra los derechos colectivos de campesinos sometidos al régimen agrario. También puede ser decretada en su caso por el superior del tribunal que haya cometido la violación, o por la autoridad judicial responsable atinente exclusivamente a sentencias definitivas dictadas en juicios del orden penal. 

Esta providencia se decreta de plano en el mismo auto en que se admite a trámite  la demanda de garantías, comunicándose sin demora a las autoridades responsables, incluso por vía telegráfica, para que procedan a su inmediato cumplimiento, ordenando que cesen los actos que pongan en peligro la vida, o los que puedan ocasionar la deportación o el destierro, o bien la realización de alguno de los prohibidos por el artículo 22 constitucional; y en relación con otros, el mandamiento no es para que cesen los actos reclamados sino para que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el juez de Distrito, o la autoridad que conozca del juicio de amparo en su caso, las medidas que crea pertinentes para evitar su consumación. Lo que significa que, para decidir la medida cautelar de cuenta, no se sigue incidente ni procedimiento alguno sino que de plano se decreta o niega en el auto relativo a la admisión de la demanda, sin oír al tercero perjudicado ni a las responsables y sin que haya previa rendición de pruebas que no sean las acompañadas con la misma demanda.

Un caso en que puede consumarse el acto, de no decretarse la suspensión de plano, y ocasionar un perjuicio de difícil reparación, es el previsto en la tesis de la Primera Sala de la  Suprema Corte de Justicia, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXVI, página 366.

1.3.2 La suspensión a petición de la parte agraviada. Es la que se tramita incidentalmente con audiencia de las autoridades responsables y del tercero perjudicado, si lo hay, y en la que el juez de Distrito tiene en consideración el perjuicio que se siga o no al interés social  y la contravención a disposiciones de orden público así como la difícil reparación o no de los daños y perjuicios que puedan ocasionarse al agraviado con la ejecución del acto reclamado; y en la que, si su concesión puede causar daños y perjuicios a terceros, se decreta mediante otorgamiento de garantía por el quejoso.

Esta clase de suspensión puede ser provisional y definitiva, la primera se concede en el auto admisorio de la medida cautelar cuando hubiere peligro  inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el agraviado y, tratándose de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, el juez de Distrito, o la autoridad judicial que conozca del juicio de garantías, siempre la concederá hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva; y la segunda se otorga en la interlocutoria que resuelve el  incidente respectivo con base en el informe previo rendido por la responsable, en las pruebas documental o de inspección ocular que las partes hayan ofrecido en la audiencia incidental y en los alegatos de las partes y del Ministerio Público Federal, conforme los numerales 130 y 131 de la Ley de Amparo. 

La substanciación consiste en que, una vez promovida la suspensión, el tribunal de amparo pide informe previo a la autoridad responsable, la que deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas y transcurrido el cual, con informe o si él, celebrará la audiencia incidental dentro de setenta y dos horas, excepto cuando alguna de las autoridades responsables funcionen fuera del lugar de la residencia del tribunal de amparo, en cuyo caso podrá efectuarla respecto del acto reclamado de la autoridad responsable residente en el lugar, reservando la celebración de la que corresponda a las foráneas. 

La fecha de la audiencia incidental es fijada en el mismo auto admisorio de la medida suspensional y, en dicha audiencia, pueden recibirse únicamente las pruebas documental y de inspección ocular –o la testimonial, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o alguno de los prohibidos por el artículo 22 constitucional- que ofrezcan las partes así como sus alegatos, incluyendo  a los del Ministerio Público Federal, y el resolutor de amparo decidirá en la misma audiencia si concede o niega la suspensión definitiva, según los artículos 131 y 133 de la invocada Ley Reglamentaria.

1.3.3
En los juicios de amparo directo, la suspensión la decreta la autoridad responsable que emita el acto reclamado, siendo de plano cuando se trate de sentencias definitivas dictadas en juicios del orden penal, y en los demás sólo a instancia del agraviado, según los artículos del 170 al 174 de la Ley de Amparo, pero observándose las reglas establecidas para la del juicio indirecto. Esta medida cautelar, por regla general, es decidida en el mismo auto en que se da curso a la demanda de garantías si en la misma se solicita, o por separado si posteriormente es pedida, formándose un cuaderno de amparo por la responsable en el que glosa la resolución concerniente a la suspensión; pero no se tramita en vía incidental. La resolución que la concede o niega es similar a la de la suspensión de oficio, siendo sus efectos también similares a los de la suspensión definitiva.

Así pues, con la suspensión provisional se fija la situación en que habrán de quedar las cosas y tomarse las medidas para conservar la materia del amparo, hasta en tanto se dicta la interlocutoria que resuelve sobre la definitiva; y en ésta, se preserva viva la materia del juicio de garantías hasta su conclusión.

1.4 Casos en los que resulta improcedente la concesión de la medida suspensional. Cuando con ella se siga perjuicio al interés social o se contravengan disposiciones de orden público, o se trate de actos consumados, de particulares, declarativos, futuros e inciertos, continuos, omisivos y negativos –a no ser que produzcan efectos positivos, en cuyo caso sí es procedente otorgarla-, debiendo señalarse que en esos casos no encajan los actos de tracto sucesivo.

2.  PROCEDENCIA DE LA MODIFICACION O REVOCACION DE LAS RESOLUCIONES  QUE NIEGAN O CONCEDEN LA SUSPENSION, CON BASE EN EL HECHO SUPERVINIENTE.

2.1 
Marco Jurídico. El artículo 140 de la Ley de Amparo, el que dispone: “Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, el juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que haya concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superviniente que le sirva de fundamento”.

2.2  Requisitos de procedibilidad para modificar o revocar la resolución que decida la medida suspensional. Conforme a la disposición reglamentaria y la jurisprudencia citadas, son: a) Existencia de una resolución que provea sobre la medida cautelar, ya concediéndola ya negándola; b) Que no exista sentencia ejecutoria en el juicio de amparo del que derive la providencia; c) Que se haya solicitado su modificación o revocación, ya por el quejoso, cuando le fuere negada, ya por cualquiera otra parte, cuando fuese concedida; y d) Que la petición se funde en un hecho o acto supervenientes, de los que no haya tenido conocimiento el resolutor del amparo al resolver sobre la medida de que se trata.

2.3 Hecho o causa superveniente. Es la verificación con posterioridad, a la decisión de la medida suspensional, de un hecho que puede cambiar el estado o situación jurídicos en que las cosas estaban colocadas al resolverse la misma
. 

2.4 ¿Puede modificarse o revocarse el auto que resuelva sobre la medida suspensional en amparo directo por la autoridad responsable? Se considera que sí, pues aun cuando tal facultad es referida al juez de Distrito por disposición expresa del artículo 140 de la Ley de Amparo, el diverso 170 de ese ordenamiento dispone que, en esa clase de juicios, la autoridad responsable decidirá sobre la suspensión de la ejecución del acto reclamado con arreglo en el artículo 107 de la Constitución, sujetándose a las disposiciones de dicha ley reglamentaria; de donde se sigue que la interpretación del artículo 140, no ha de ser de manera literal y aislada sino sistemática con el 170, toda vez que si la autoridad responsable es la que resuelve lo de la medida cautelar en el amparo uninstancial con base en las disposiciones que la regulan en el indirecto, entre las que se contiene la de modificar o revocar el auto que la haya concedido o negado cuando ocurra un hecho superveniente, es inconcuso que también lo puede hacer la autoridad responsable en el directo si se surte esta hipótesis legal; cuanto más que no existe disposición alguna en dicha ley reglamentaria que lo impida

2.5
¿El tribunal de amparo puede modificar o revocar el auto en que haya concedido la suspensión de plano del acto reclamado, o en el que la haya negado de plano? La respuesta es también afirmativa
, toda vez que, por una parte, el artículo 140 de la Ley de Amparo no hace distinción alguna entre la suspensión de oficio y la a petición de la parte agraviada, de suerte que donde la ley no distingue no tiene porque hacerlo el juzgador; y, por la otra, no existe disposición legal que lo prohiba en el caso concreto. 

2.6
¿Se puede modificar o revocar el auto que conceda o niegue la suspensión provisional, sin tener que esperar al dictado de la interlocutoria que resuelva sobre la definitiva? Se considera que sí
, por las mismas razones aducidas que en la de la suspensión de plano, pues el artículo 140 de la ley reglamentaria no distingue entre la definitiva y la provisoria, ni existe disposición legal que lo prohiba. 

No es de compartirse la postura negativa, pues la disposición reglamentaria no hace distinción entre la provisoria y la definitiva, ni prohibe que aquélla pueda revocarse o modificarse si sobreviene el hecho superveniente, por una parte; y. por la otra, nada impide al juez de amparo que lo pueda hacer si aún no ha decidido lo de la definitiva y, si ya lo hizo, procederá cuando se le pida la modificación o revocación de la misma, teniendo en cuenta que sólo de esa manera evita la inminente realización del acto reclamado con perjuicios de difícil reparación para el quejoso, además de conservar la materia del amparo; cuanto más que la solicitud respectiva producirá condiciones similares a cuando se presentó la demanda de garantías y, de conceder la provisional en el incidente en que se pida revocar o modificar la definitiva, surtiría efectos hasta en tanto se decide esa cuestión en la interlocutoria correspondiente.

2.7
¿Cómo debe tramitarse la solicitud de modificación o revocación de la medida suspensional? La Suprema Corte de Justicia ha establecido jurisprudencia
 acerca del trámite a que debe sujetarse la petición que se funde en el hecho superveniente, siendo la del incidente; empero esa regla es válida para la suspensión que se tramita en esa vía, es decir, la que se decreta a petición de la parte agraviada en el juicio de amparo indirecto y siempre que sea la suspensión definitiva la que se pretenda modificar o revocar y tan lo es así, que los cinco precedentes que la integraron correspondían a la revisión interpuesta en el incidente de suspensión, pues uno corresponde al amparo administrativo en revisión del incidente de suspensión  3123/25, promovido por Romualdo Ramos y compañía; otro al amparo civil en revisión del incidente de suspensión 2091/28, interpuesto por Raúl Gámez; y tres más a los amparos civil en revisión de los incidentes de suspensión, que hicieron valer Ezequiel Alvarez, Eligio N. Gómez y María Encarnación Rodríguez. 

De suerte que la jurisprudencia citada no puede resultar aplicable para cuando se trate de la de oficio, o de la que se decreta en el juicio de amparo directo o de la misma provisional, pues aun cuando no hace distinción, los precedentes que la conformaron concernían a la suspensión definitiva que se decretó en la vía incidental; caso éste en que así debe de substanciarse, precisamente porque si la que se pretende modificar o revocar por el hecho superveniente fue tramitada en la vía incidental, en igual procedimiento debe de substanciarse la solicitud respectiva; regla que no es de aplicarse a las otras clases de suspensión, toda vez que decretándose la de oficio en el auto en que se admite la demanda de garantías, mientras la provisonal en el que se da curso al incidente, obviamente que su modificación o revocación también deberá resolverse de plano, esto en aplicación al principio general del derecho de que donde hay la misma razón hay la misma disposición.

Igual consideración prevalece en relación con las medida suspensional que se decreta en el juicio de amparo directo, pues es decidida en el auto en que es admitida la demanda, o bien en otro si después es solicitada, pero en la cual no se celebra audiencia alguna ni es objeto de posterior ratificación o rectificación; de ahí que la misma razón que existe para decretarse en auto, sin oír a las partes, debe existir igual disposición para resolver lo de la modificación o revocación fundada en el hecho superveniente.

Ha de insistirse que, en relación con la suspensión provisional, se decreta en el auto por el que se le tiene por promovida la petición de la parte agraviada en el amparo indirecto, sin que previamente se agote procedimiento alguno ni se oiga a las demás partes; y si bien puede acontecer que se pida la modificación o revocación de la provisional cuando ya se haya resuelto sobre la definitiva, no impide que el tribunal de amparo –cuando se solicite revocar o modificar ésta- pueda decretar nuevamente la suspensión provisional en tanto decide en la interlocutoria lo de la solicitud fundada en el hecho superveniente, lo cual encuentra razón con base en que el juzgador está obligado a7 evitar perjuicios de difícil reparación al agraviado, así como de conservar la materia del amparo y, desde luego, porque con la solicitud de modificación o revocación el juez está en condiciones de efectuar una apreciación de carácter previa sobre su procedencia, atendiendo a la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, como principios rectores de la suspención del juicio de amparo; esto, por cuanto que el artículo 140 de la Ley de Amparo, no prevé la forma de substanciarse sino que debe concluirse que la modificación o revocación ha de efectuarse conforme al trámite seguido para cada clase de suspensión..

3. C O N C L U S I O N E S:

3.1 Conforme a la Ley de Amparo, la suspensión puede ser provisional, definitiva y de plano, decretándose ésta de oficio y las otras a petición de la parte agraviada.

3.2 La suspensión de plano, por sus características, es equiparable a la definitiva que se decreta en el incidente de suspensión, pero sin que -aquélla- esté sujeta al trámite incidental.

3.3 Tanto el auto que concede o niega de plano la suspensión del acto reclamado en el juicio de garantías binstancial, como el que resuelve lo de la provisional y la interlocutoria que decide la definitiva en el incidente de suspensión de dicho juicio así como el auto que determina esa medida precautoria en el amparo directo, pueden ser objeto de modificación o revocación con base en el hecho superveniente. 

3.4 La suspensión definitiva es substanciada en la vía incidental y decidida en interlocutoria, por lo que la solicitud por la que se demande su revocación o modificación también debe tramitarse incidentalmente. 

3.5 En cambio, la suspensión de oficio es decretada o negada de plano en el mismo auto en que se admite la demanda de garantías, sin estar sujeta a posterior ratificación; por tanto, la modificación o revocación que se demande de la misma por el hecho superveniente, debe decidirse de plano en un auto y no en la vía incidental.

3.6 Mientras que la suspensión provisional se concede o niega en el auto admisorio del incidente, por lo que su modificación o revocación también debe resolverse en un auto cuando sea planteada antes de dictarse la interlocutoria que decida lo de la definitiva o, una vez dictada, cuando se demande la modificación o revocación de ésta.

3.7 La suspensión del acto reclamado en el juicio de amparo directo es determinada en una auto, sin que sea objeto de posterior ratificación o rectificación en audiencia o interlocutoria alguna, por lo que su modificación o revocación debe decidirse en un auto, sin substanciar incidente alguno.

4. REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 140 DE LA LEY DE AMPARO, QUE SE PROPONE

“Artículo 140.- Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, el juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que haya concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superveniente que le sirva de fundamento; decidiéndose en los mismos términos en que el auto se haya emitido”. 

EFECTOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO

1.1 Antecedentes del principio de relatividad. Con el triunfo de la tendencia federalista en 1847, Mariano Otero fue comisionado para redactar el proyecto de reformas que deberían introducirse a la Constitución de 1824, el que luego de aprobarse en sus términos y promulgarse pasó a formar parte del derecho como el Acta de Reformas de 1847, en cuyo artículo 25 se establecía: “Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concede esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo ya sea de la federación, ya de los Estados; limitándose a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general, respecto de la ley o acto que la motivare”.

Tal disposición es desde ese entonces principio rector del juicio de garantías, pues la protección de los gobernados por los tribunales de amparo se concreta a protegerlos en el caso sobre el que verse el proceso constitucional, sin hacer ninguna declaración general de la ley o acto que motivare la protección.

1.1.1 La razón del principio de relatividad -según Otero y los Constituyentes de 1857- era evitar una declaración general de inconstitucionalidad que derogara o aboliera la ley reclamada, y que con ello provocara fricciones entre los poderes o pugnas violentas entre el Poder Judicial y el Poder Legislativo y aún el Ejecutivo.

1.1.2 Quizás los comentarios de Alexis de Tocqueville sobre el funcionamiento del Poder Judicial Federal de los Estados Unidos de Norteamérica, fueron los que inspiraran a Otero y a los Constituyentes de 1857, al sostener que las sentencias “no tienen por objeto más que el descargar el golpe sobre un interés personal y la ley sólo se encuentra ofendida por causalidad. De todos modos, la ley así censurada no queda destruida; se disminuye sí, su fuerza moral, pero no se suspende su efecto material. Sólo perece, por fin, poco a poco y con los golpes redoblados de la jurisprudencia”.   

1.2 Marco jurídico. El principio de relatividad de las sentencias de amparo se encuentra  previsto en los artículos 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 76 y 80 de la Ley de Amparo.

El primero establece que todas las controversias de que habla el artículo 103 constitucional, se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, pero entre las bases que señala está la de que la sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que versa la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

Mientras el segundo dispone que las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare; y el tercero, que la sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir por su parte, lo que la misma garantía exija.

1.3 De acuerdo con el contenido de los anteriores preceptos, los efectos de la sentencia de amparo en un caso concreto, no producen consecuencias en todos los casos similares ni respecto de cualquier afectado por la ley o por el acto reclamados, aun cuando guarde idéntica posición jurídica con el que obtuvo la protección constitucional, es decir, la sentencia de amparo no surte efectos erga omnes sino sólo respecto de quien demandó el amparo; de manera que la ley o acto reclamados permanecen inalterados -desde el punto de vista de su validez o vigencia- para todos aquellos que no hayan sido el quejoso.

2.CASO DE EXCEPCION DE INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD

2.1 La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido jurisprudencia de que tratándose del litisconsorcio pasivo necesario, el principio de relatividad no debe aplicarse al ejecutarse la sentencia de amparo sino que sus efectos también se extienden a favor de los litisconsortes que no acudieron al juicio de garantías; ello con base en que, por virtud de ese fenómeno procesal, existe unidad y el interés es común entre todos los litisconsortes, por lo que no debe dividirse el juicio cuando se ordena reponer el procedimiento por uno de ellos sino mantener la unidad del juicio y la reposición debe abarcar a todos los litisconsortes. Dicha jurisprudencia
 es del rubro: “SENTENCIAS DE AMPARO. CUANDO ORDENEN REPONER EL PROCEDIMIENTO, SUS EFECTOS DEBEN HACERSE EXTENSIVOS A LOS CODEMANDADOS DEL QUEJOSO, SIEMPRE QUE ENTRE ÉSTOS EXISTA LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO”.

Y si bien su fundamento consiste en que los efectos del litisconsorcio pasivo sólo se producen dentro del proceso correspondiente, que éste es una unidad y que las consecuencias de una sentencia protectora sí deben alcanzar o beneficiar a los codemandados del quejoso en el juicio natural, por constituir -la reposición de su procedimiento- un acto necesario para el debido cumplimiento de la ejecutoria de amparo; la consideración de que esto no implica infracción al principio de relatividad, porque no se está en la hipótesis de que una sentencia de amparo se hubiese ocupado de individuos particulares o de personas morales diversas a quienes hubieren solicitado la protección federal, viene a demostrar no sólo la precisión del alcance de la jurisprudencia y lo absurdo de que se reponga un juicio por uno y quedara firme por otros, sino la ventana jurídica por la que pueda apartarse del principio de relatividad.

2.2 La ley sólo queda abrogada o derogada por otra cuyo nacimiento le preceda y que así expresamente lo declare, o bien que contengan disposiciones incompatibles entre una y otra, pero lo cual es obra del  Poder Legislativo. 

Al Poder Judicial de la Federación se le encomienda la decisión de inconstitucionalidad o no de una ley; y cuando la declara en sentencia de amparo, su efecto es que no se le aplique exclusivamente al gobernado que la haya reclamado, pero no se hace extensiva –tal inaplicación- a quienes no hayan demandado la protección constitucional. El Poder Legislativo debiera subsanar los errores en que incurra al aprobar la ley cuando se hagan notables por la sentencia de amparo; empero no lo hace, pese a la declaración de inconstitucionalidad, de ahí que incluso el mecanismo jurisprudencial resulta ineficaz para anular la ley inconstitucional que se declara a través del mismo. 

La ley es general, por tanto, cuando la misma es declarada inconstitucional en beneficio del quejoso que la reclamó los efectos protectores de la sentencia de amparo también han de ser generales, pues con esa sentencia de amparo lo que se defienden son las garantías individuales que resultan vulneradas con el acto de la autoridad legislativa; de manera que si el juicio de amparo es el medio eficaz que los gobernados tienen para defender sus derechos públicos subjetivos que se trastocan por una ley o por un acto de autoridad, haciendo prevalecer la Constitución y sometiendo a la autoridad a la misma, es inconcuso que no hay razón para que a los gobernados -no quejosos-  se les siga sometiendo a una ley que es inconstitucional so pretexto de la relatividad de las sentencias de amparo.

No debe perderse de vista que la institución del juicio de amparo ha sido acogida por el derecho positivo extranjero
 y que, incluso, en el mismo actualmente presenta el avance que se comenta, en cuanto a que en materia de inconstitucionalidad de leyes la sentencia tiene efectos erga omnes; además de que en el derecho positivo mexicano ya ha desaparecido cualquier temor de pugna entre los Poderes de la Unión, tan es así que las sentencias que se dictan en las acciones de inconstitucionalidad
, los efectos de invalidez son generales.

3. PROPUESTAS DE REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 107, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN, Y 76 Y 80 DE LA LEY DE AMPARO.

“Artículo 107.- ..... II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”.

“Artículo 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”.

Se considera que en la declaración respecto de la ley o acto que motiva la demanda de amparo, es donde deben reformarse las disposiciones constitucional y reglamentaria que se analizan, dado que idénticamente establecen en lo conducente “...sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare” y se propone “...sin hacer una declaración general respecto del acto que la motivare, a excepción de cuando se trate de una ley”. 

En cuanto al artículo 80 de la Ley de Amparo, se propone como reforma la supresión de “al agraviado” y sustituir el verbo “restituir” por “restitución”, pues dispone: “La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada,...”; y deberá establecer: “La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto la restitución en el pleno goce de la garantía individual violada,...”

VICTORINO ROJAS RIVERA 
AMPARO

En la Constitución se establece un régimen de protección al individuo frente al poder público, que si bien tiene algunos efectos positivos, sus deficiencias son mayores:

1. Por un lado, no sólo establece (declarando o reconociendo) los derechos humanos fundamentales, sino dándoles el carácter de que deben ser garantizados por el poder público.

2. Y de inmediato aparece el vacío de la acción y recurso de reclamación, en que cualquiera pueda solicitar judicialmente a cualquier autoridad, el cumplimiento de cualquier disposición legal. Así obligando a que todo poder público (y especialmente el ejecutivo), garantice el respeto a los derechos humanos fundamentales.

3. En lugar de lo anterior, se tiene el juicio de amparo, que debiera ser de último recurso, para casos de emergencia frente a una acción ilegal de autoridad que viole las garantías individuales.

3.1. Para leyes violadoras de las garantías, debería establecerse la acción de inconstitucionalidad (art. 105-II), reformando el límite de 30 días y dejándolo en 1 año, y el acceso a cualquiera.

3.2. Y si siempre es valido cuestionar la constitucionalidad de cualquier ley (pues existe una tendencia frecuente a la desviación de la congruencia debida), lo que no es aceptable es que un juez acepte la inconstitucionalidad de una ley, pero esta siga vigente para todos aquellos que no la impugnen.

3.3. Respecto a los actos de autoridad es necesario hacer 2 observaciones. Por un lado, todos los 136 preceptos de la Constitución deben considerarse derechos fundamentales, y sobre todo, todos deben garantizar su acatamiento, y no sólo de los arts. 1º al 29. Por lo que la acción de protección debe abarcar a todos los mandatos de la Ley Suprema.

Por otro lado, los actos ilegales de autoridad (especialmente del ejecutivo), deben ser no sólo detenidos, sino sancionados.

3.4. Parece entonces conveniente establecer 2 recursos separados, uno para cuestionar la constitucionalidad de las leyes; y otros de defensa frente a actos ilegales de autoridad.

3.5. En este caso, debe integrarse un recurso que reciba las quejas (por parte de un organismo autónomo de protección, art. 102-B); y aquí aparezca de inmediato una acción de exhortación, que tenga 4 vertientes: A la misma autoridad reclamada, al superior administrativo de tal autoridad, y a un juez para que obligue al cumplimiento legal. Y en caso de incumplimiento, y violación legal, debe acudirse a un proceso de asignación de responsabilidades (mismo que corresponde a un nuevo tribunal de responsabilidades de servidores públicos, eliminando el Título Cuarto actual que es inalcanzable y disfuncional).

3.6. Y en virtud de que tal procedimiento aparece como muy engorroso, tal vez debiera partirse en 2: Un organismo autónomo que reciba quejas, conmine directamente y a través del superior jerárquico; y una autoridad judicial que exija acatamiento y que establezca responsabilidades.

3.7. Misma que tenga un procedimiento extraordinario de defensa inmediata frente a la arbitrariedad, pero recordando que la impunidad es su cómplice.

4. Las deficiencias típicas del amparo actual, también deben subrayarse:

4.1. Debe eliminarse el concepto de “interés jurídico” a juicio y arbitrio del juez, especialmente para garantías en que cualquiera debe poder ser actor.

4.2. El amparo ha servido tradicionalmente como un medio, discutible por sus excesos, en cuanto a debido proceso, pero no tiene funcionalidad alguna respecto a las garantías sociales (arts. 3, 4, 25, 26, 27, 28 y los demás).

4.3. El amparo favorece a quien puede comprar justicia, pagando un abogado, frente a los que no pueden hacerlo.

4.4. Justicia distinta a los que se amparan y a los que no se amparan, quita el principio básico de generalidad.

4.5. El exceso procesal del amparo debe evitarse, exigiendo una sanción al que lo use sin tener derecho.

4.6. Y para evitar que sea en defensa del delincuente en vez del inocente, debe darse una evaluación final frente a los criminales de fama pública, en vez de permitir que salgan libres por deficiencias de procedimiento a que obliga el amparo.

5. Se requiere un mecanismo de discriminación, exante o más bien expost, para que no se permitiera en un recurso del delincuente, en vez de ser una defensa del individuo frente a la ilegalidad desde el poder público. Considerando que frente a un acto ilegal de autoridad, debe haber detención o suspensión inmediata, pero sobre todo, una sanción a la autoridad. Dentro del derecho de todos, a la justicia. Pero esto implica defender y proteger al inocente, y castigar al culpable, que puede ser la autoridad en una acción ilegal, o el mismo delincuente afectado por un acto legal de autoridad. Pero no debe el amparo, proteger al delincuente por vicios de procedimiento, frente a la acción de la justicia.

6. El principio de solidaridad social debe significar que cualquiera puede acusar a un servidor público (art. 105), pero también demanda la inconstitucionalidad de un precepto legal, y en ambos casos, favorecer a la sociedad entera, y no obtener beneficios individuales, que deforman todo el principio de generalidad de la justicia (de que la justicia es igual para todos).

7. Por lo que la reforma del texto constitucional debe abarcar el régimen de Amparo, de las Garantías, de la Comisión de Derechos Humanos, de la acción de inconstitucionalidad de la ley, y de las responsabilidades. Además de añadir el recurso crucial de reclamación social.

La cuestión es fundamentalmente de “hacer guardar” la Constitución, para protección del individuo y la colectividad; pero sin dejar de apreciar que se trata del cumplimiento del mandato del pueblo, proveniente del proyecto nacional y formalizado en la Ley Suprema. Y  para obligar a cumplir al poder público, los medios “naturales” tienen que ser por parte del mandante (a través del derecho de reclamación, y en su caso, el amparo), y del mismo mandatario superior (quien tiene la responsabilidad de la legalidad de sus subalternos, por lo que la Contraloría debe subrayar su área de control de legalidad), así como de los otros poderes públicos-mandatarios (tanto judicial como legislativo). Y asimismo, el acatamiento de la legalidad está íntimamente ligado al derecho a la rendición de cuentas (política-administrativo) y a la justicia (y la resolución de sus controversias).

Por lo que la reforma al amparo debe considerarse como un paquete completo.

ADALBERTO SALDAÑA HARLOW

Propuestas

a) Título Segundo, Del Juicio de Amparo ante los Juzgadores de Distrito, Capítulo IV, De la Substanciación del Juicio, artículo 147.

b) Consideraciones o motivos que expliquen la aportación:

Con la finalidad de evitar que se promuevan juicio de amparo con el único propósito de impedir que la autoridad competente cumpla con sus atribuciones, como por ejemplo, de no permitir que permanezcan vehículos de origen extranjero que se encuentran ilegalmente en el territorio nacional, es práctica reiterada que los quejosos señalen en la demanda de amparo infinidad de “supuestas” autoridades responsables, lo que a su vez, se traduce en una innecesaria generación de informes previos y justificados rendidos por las autoridades administrativas que indebidamente fueron mencionadas por la parte quejosa, que conlleva pérdida de tiempo, horas hombre, recursos materiales y gastos innecesarios para la Administración Pública Federal; se propone que el Juez de Distrito, en ejercicio de sus atribuciones y conforme a lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley de Amparo así como a la Jurisprudencia emitida por esa H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir el auto admisorio de la demanda de amparo, precise qué autoridades administrativas, de las mencionadas en la demanda de amparo, tiene el carácter de autoridades responsables.

Lo anterior, en nuestra opinión, evitaría que el juicio de amparo sea utilizado como un instrumento para tratar de alcanzar un fin no justificado legalmente y, además el que se soliciten informes previos y justificados a autoridades administrativas que por la naturaleza de sus atribuciones, no podrían llevar a cabo los posibles actos autoritarios señalados como actos reclamados.

c) Redacción propuesta para el artículo 147:

“Artículo 147.  Si el Juez de Distrito no encontrare motivos de improcedencia o se hubiesen llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y en el mismo auto, precisará, de las autoridades responsables señaladas por la quejosa, quién tiene ese carácter y pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha demanda al tercero perjudicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la celebración de la audiencia a más tardar dentro del término de treinta días, y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a esta Ley.

. . . . .

. . . .”

Sin otro particular, le reitero las seguridades de mi distinguida consideración.

DIEGO TINOCO ARIZA  

INCUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN.

La presente propuesta de Reformas a la Ley de Amparo, la baso específicamente en la modificación del artículo 143 y la inclusión del 143 bis, para que se regule lo relativo al incumplimiento de la suspensión en la Ley de Amparo.

Debo referirme por principio de cuentas que los Tribunales que conocen del Juicio de Garantías en la mayoría de los casos son los Juzgados de Distrito y la forma en que se regula actualmente el incumplimiento a la suspensión encuentra sustento en el artículo 143 de la Ley de Amparo, mismo artículo que nos remite a lo concerniente a la inejecución de sentencias, situación que, evidentemente no regula pues en forma especial y directa la institución de la suspensión y trae como consecuencia que las autoridades que conocen del Juicio de Garantías realicen prácticas burocráticas para tramitar ese incumplimiento, con el consabido retardo al cumplimiento de la suspensión, ya que como lo exponen los artículos 104 y 105 párrafo primero, 107 y 111 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 143 antes citado, se advierte que si la autoridad responsable no cumple con el mandamiento de suspensión, deberá entonces requerirse a la responsable omisa, una vez hecha la solicitud por el quejoso para que en el término de veinticuatro horas informe sobre el cumplimiento dado a la suspensión concedida al quejoso, siendo entonces que la autoridad que conoce del Juicio de Garantías deberá realizar los acuerdos correspondientes, girar los oficios respectivos y de no obtener respuesta en ese término de veinticuatro horas, requiere ahora a su superior jerárquico si lo tuviere, para que obligue al inferior a cumplir con la suspensión, y si pasadas veinticuatro horas no quedare cumplida se comisiona al Secretario o Actuario del Tribunal que conozca del Juicio de Garantías y en su caso el Juez o Magistrado cumplirán con el mandato de suspensión, lo que resulta en términos de tiempo grandes retrasos para cumplir una suspensión en perjuicio grave del quejoso quien pretende mantener viva la materia del fondo del amparo.

Debe hacerse notar que no sólo el incumplimiento total de la suspensión puede traer consecuencias graves en perjuicio del quejoso y en cuyo caso la autoridad responsable debe hacerse acreedor a las sanciones correspondientes con iguales consecuencias si el cumplimiento fue tardío, por lo que se advierte la necesidad de que no quede impune la conducta lesiva de las autoridades responsables que con conocimiento de causa y con toda mala intención, retrasen el cumplimiento o incumplan la orden de suspensión, para lo cual no obstante la conclusión del juicio respectivo y a efecto de hacer una realidad y que no continúen como letras muertas las disposiciones contenidas en los artículos 206 de la Ley de Amparo, 215 y 225 del Código Penal Federal, se faculte al Juez o al Tribunal que conozca del Juicio para que de oficio o a petición de parte inicie el procedimiento respectivo en vía incidental, pudiéndose precisar esa facultad en un nuevo precepto como lo seria un articulo 143 bis.

Por lo antes expuesto me permito emitir mi modesta opinión, pues la institución de la suspensión es una de las partes del Juicio de Amparo tal vez de las más importantes por cuanto hace a su función, pues como se ha visto, tiende a mantener viva la materia del amparo en tanto se resuelve éste en lo principal, siendo entonces menester darle un medio procedimental para hacerla cumplir incluyéndose un incidente de violación a la suspensión que sirva de investigación para que en su caso y si resulta procedente el resultado, se remita a la Suprema Corte de Justicia para fincar responsabilidad a las responsables que no cumplieron en el mandato de suspensión, siendo mi propuesta específica reformar el artículo 143 y adicionar un 143 bis de la Ley de Amparo bajo el siguiente formato:

143.-
Una vez notificada la resolución que concede la suspensión, las responsables la cumplirán de inmediato en los casos que así lo requiera, o dentro de las veinticuatro horas siguientes cuando la naturaleza del acto lo permita; o encontrándose en vías de cumplimentación en caso contrario, de no hacerlo el tribunal de amparo que conozca del caso, requerirá de oficio o a instancia de parte al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplirla sin demora, si no tuviere superior se requerirá a ésta directamente, y en caso de no obtener el cumplimiento de la suspensión, las autoridades requeridas, en su caso incurrirán en responsabilidad. Independientemente de lo anterior, la autoridad que haya conocido del juicio de garantías, podrá hacer cumplir la resolución de suspensión, cuando las órdenes dadas para ese efecto no fueren obedecidas, comisionando al Secretario o Actuario para que lo cumplimenten cuando la naturaleza del acto lo permita y, en su caso el mismo Juez o el Magistrado designado por el Tribunal se constituirán en el lugar en que deba cumplirse, para ejecutada por sí mismos, pudiendo salir de su lugar de residencia, para ese efecto, bastando con dar aviso a la Suprema Corte tanto de su salida como de su regreso. Agotadas las medidas anteriores sin lograrse la cumplimentación de la suspensión, podrá pedirse el uso de la fuerza pública, o cualquier otro medio legal para hacerla cumplir.

En tratándose de la libertad personal, cuando la responsable se negare a cumplir o violare la suspensión,  la autoridad que conozca del juicio de amparo, mandará poner al quejoso en inmediata libertad, sin perjuicio de que aquella dicte después la resolución que proceda. Los encargados de las prisiones darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a esta disposición.

143 bis.- En caso de incumplimiento o cumplimiento tardío, del auto de suspensión, el juez o tribunal que conozca del amparo, podrá decretar de oficio o a petición de parte la apertura del procedimiento de investigación en vía incidental, en el cual se oirá a las partes y en una sola audiencia se aportarán pruebas se formularán alegatos y se resolverá en un término no mayor de cinco días y en caso de encontrar responsabilidad en las autoridades que intervengan, se enviará el duplicado del incidente de suspensión y la resolución del incidente de cumplimiento, a la Suprema Corte de Justicia a efecto de fincar la responsabilidad correspondiente, conforme al artículo 206 de la Ley de Amparo en relación con el artículo 215 penúltimo párrafo del Código Penal Federal. Lo anterior sin perjuicio de haberse resuelto sobre la suspensión definitiva en su caso así como el fondo del juicio de amparo.

JOSÉ PEÑA REYES 

PROPOSICIÓN DE REFORMAS A DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE AMPARO.

El artículo 17 contiene lo que se ha dado en llamar el amparo libertad y que prácticamente está en desuso, ya sea por desconocimiento del mismo por parte de los afectados con los actos graves en que procede y, además, por encontrarse las puertas de los juzgados herméticamente cerradas fuera de las horas de oficina, aunado  esto a que el  juez de turno (en las plazas en donde existen varios jueces)  espera que sea el secretario quien le dé cuenta con  esas demandas por comparecencia, todo lo cual podría evitarse si siempre existiera un secretario responsable de fácil localización.  Quizá fuera conveniente establecer que en los juzgados penales estén en posibilidad las veinticuatro horas del día para  dar entrada a demandas urgentes en que está de por medio ataques a la vida,  deportación o  destierro y actos que de consumarse harían inútil la eficacia del amparo.

No sólo eso, sino que es necesario establecer la obligación del actuario o del juez de constituirse en el lugar de reclusión del quejoso, a fin de hacerle el requerimiento de si ratifica la demanda, no que de la actual  redacción de dicho precepto, sólo se desprende que cuando el quejoso esté detenido, el juez dictará todas las medidas “para lograr su comparecencia y pueda hacérsele el mencionado requerimiento”, lo que no deja de ser un contrasentido, pues debe decirse categóricamente que en esas  condiciones o circunstancias, el juez asistido de secretario o actuario, debe constituirse en el lugar de reclusión del detenido y no esperar a que comparezca al Juzgado  o ratificar la demanda.  Los jueces deben manejar con mucho criterio este amparo por comparecencia que se asemeja al habeas corpus del derecho anglosajón y al proceso  foral de “manifestación de personas”, del derecho aragonés, con la figura impresionante del Justicia Mayor, puesto que  si no  se justifica la detención, dentro de las facultades del juez de distrito, están las de ordenar inmediatamente la libertad y si fuere detenido en ejecución de una orden de autoridad judicial o del Ministerio Público por delitos graves, para ser puesto inmediatamente  a disposición del que debe conocer y en caso de faltas de policía para que se haga la calificación respectiva, puesto que nadie puede ser privado de su libertad para que la autoridad lleve a cabo una averiguación, sentido éste reprobado en el último criterio de nuestro máximo tribunal, en relación con el arraigo domiciliario.  Con lo anterior se desterrarían los burocratismos imperantes y nuestra institución volvería por sus fueros. 

El artículo 37 de la Ley que le da facultades al Superior de la autoridad, para conocer del amparo del cual normalmente conoce un juez de Distrito, cuando se violan las garantías del artículo 16 en materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X. Debe desaparecer por ser obsoleto en la actualidad, por existir en cada Estado varios jueces de Distrito que normalmente atienden esos asuntos.

Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refiere el artículo 161 de la Ley, las cuales son materia del examen en el amparo directo, debe suprimirse como obligatorio  siendo optativo, el  intentar  los recursos que establezcan las leyes ordinarias, como medio preparatorio para poder ser examinadas por el Tribunal Colegiado en su oportunidad.  Éste aligeraría el trámite y evitaría dejar de examinar las violaciones en el amparo directo, por un simple descuido de la parte agraviada.

En cuanto al artículo 81 de la Ley que ordena imponer las sanciones a los litigantes, en los casos que contempla, las mismas deben hacerse efectivas  por los conductos debidos, puesto que de no ser  así no se consiguen los objetivos propuestos, que no son otros sino cuidar de la buena fe en el ejercicio profesional y evitar el abuso del amparo.

En el amparo en la vía directa a que se refiere el artículo 158 de la Ley, debe establecerse que en materia civil y mercantil, sea improcedente el juicio de amparo partiendo de la base de la cuantía del juicio cuando la misma es determinable, en cuanto exceda de determinada cantidad, la cuál podría ser de cinco o diez mil  pesos.  Establecer topes en otras materias, incluso la penal, para evitar que los tribunales federales sigan conociendo de asuntos de ínfima importancia, con mengua del tiempo y cuidado que requiere el estudio de los demás, claro está siempre que las sentencia son hayan abordado cuestión alguna de constitucionalidad.  Con esa limitante se conseguiría  que  en muchos asuntos fueran los tribunales de los Estados los que dijeran la última palabra, lo que originalmente se pensó por los grandes  comentaristas de la institución como Vallarta y, posteriormente Rabasa.  Esto aligeraría el trabajo de los tribunales colegiados y sería como el inicio de un gran proyecto consistente en que se devuelva toda la competencia y dignidad a las autoridades judiciales de los estados, a  fin de que digan la última palabra en los conflictos judiciales en donde se verse la aplicación de las leyes locales.

Que en los tribunales colegiados  los asuntos se resuelvan  oportunamente atendiendo a la fecha de turno y que sólo se retiren a petición de cualquier Magistrado, por un período no mayor de dos semanas, evitando de esta  manera que queden indefinidamente sin resolver.  Para ese efecto deberá incluirse una fracción  al artículo 184 de la Ley en el sentido indicado.

Si la demanda de amparo por jurisprudencia firme es un todo, sin importar cierto desorden en que incurren algunos quejosos, ello  debe llevar al juez a examinarla en su conjunto, hasta donde sea posible. evitando el amparo para efectos.  Se propone la siguiente redacción del artículo 79 de la Ley.

La Suprema  Corte  de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Jueces de Distrito, que conocer del juicio de amparo y de los recursos contemplados en esta ley, están obligados:

1.-  A corregir los errores que adviertan en la  cita de los preceptos constitucionales y legales que estimen violados; II.-  A examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios,  así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda; III.-  A examinar en primer lugar los conceptos de violación y agravios que tiendan a una concesión lisa y llana del amparo y IV.-  A precisar los efectos de la concesión cuando ésta sea por vicios de forma o de procedimiento.

En cuanto al artículo 76 bis de la Ley, debe ser reformado, para quedar en los siguientes términos:  La suplencia de la queja consiste en decir que una autoridad violó un precepto constitucional  o legal, o bien una jurisprudencia, sin que el quejoso o recurrente se refiera a esa violación, o bien aludiendo a ella defectuosamente en sus conceptos de violación o agravios.  Por violación manifiesta de la ley se entiende como la imposibilidad del quejoso de lograr que se modifique el acto reclamado, ya sea porque no exista medio de defensa para ese efecto, o bien porque existiéndolo el quejoso no pudo agotarlo o agotando el mismo, le fue adverso.   Las autoridades que conozcan el juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos. 

Son  casos para suplir la deficiencia de la queja, entre otros, los siguientes:  I.-  Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales pro la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia,   II.-  Cuando se advierta que ha habido en contra  del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta que lo haya dejado sin defensa, III.-  Cuando  al quejoso o al recurrente no se le haya respetado la garantía de audiencia.

La autoridad que conoce del juicio de amparo debe, al momento de suplir la deficiencia de la queja, señalar cuál es el precepto legal o constitucional,  o bien la jurisprudencia infringida, cuál es el acto concreto de autoridad que contiene esta violación y las razones para considerar la misma.

En cuanto al artículo 149 de la Ley se propone la siguiente redacción:   Las autoridades responsables están obligadas a rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero en todo caso lo rendirán cuando menos ocho días antes de la audiencia para que los quejosos se enteren de  su contenido y puedan aportar pruebas.  Si no se rinden los informes  oportunamente, en todo caso el juez con apoyo en el artículo 78 del mismo ordenamiento debe recabar oficiosamente pruebas, que habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen  pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y acompañarán en su caso, copia certificada de las constancias que sean  necesarias para apoyar dicho informe.

Cuando la autoridad responsable no rinda  su informe con justificación cuando menos ocho días antes de la  audiencia constitucional, o lo haga, sin remitir en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario.  No se considerará como omisión sancionable aquélla que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del emplazamiento, de acuerdo con las constancias de notificación respectivas.

Una reforma que se impone se refiere a lo siguiente:

La  Jurisprudencia  que establezca la Suprema Corte, según el artículo 192 de la Ley, funcionando en Pleno es obligatoria para todas las autoridades;  la que decreten las Salas es obligatoria para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Administrativos, Militares, Laborales y Judiciales, del orden común de los Estados  y del Distrito Federal.

Las resoluciones constituirán jurisprudencia siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario y que haya  sido aprobadas por lo menos por ocho Ministros, si se trata de jurisprudencia del Pleno o por cuatro, si es jurisprudencia de las Salas.  También constituyen jurisprudencia las resoluciones que  diluciden las contradicciones de tesis de Salas y de Tribunales Colegiados, siendo obligatorias éstas para todos los órganos que ejerzan funciones jurisdiccionales.

Con esta redacción la jurisprudencia del Pleno  será obligatoria para todas las autoridades, incluso las legislativas y administrativas, lo que hasta la fecha se les había escapado a los autores de la Ley y de sus reformas.

El artículo 196  de la Ley dispone que cuando las partes invoquen en el juicio de amparo la jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte o de los Tribunales Colegiados de Circuito, lo harán por escrito expresando el número y órgano jurisdiccional que la integró y el rubro y tesis de aquélla.  Esto ha llevado a algún Tribunal Colegiado a establecer en forma categórica que de no cumplir con esta mención el quejoso,  no corresponde al Tribunal llevar a cabo la indagatoria correspondiente, criterio que puede dar lugar a graves injusticias, ya que se supone que todos los Magistrados en razón misma de su cargo,  son funcionarios sabedores de los criterio jurisprudenciales de sus superiores y aun de los propios,  así como de que en aras de impartir justicia están obligados a aplicar la tesis pertinente, ya sea que se den por datos de identificación en las publicaciones oficiales, o de que por descuido o ignorancia se omitan.  Por ello, es de agregarse esta última redacción en el artículo en comento.

Con esto pensamos haber aportado algunas sugerencia que si se toman el trabajo de leerlas y meditarlas, podrían ser aprovechadas para la formulación de un proyecto  definitivo.

MARIO GÓMEZ MERCADO 

Por este conducto me permito someter a la consideración de esa Comisión que Usted dignamente preside las siguientes propuestas de reformas a los artículos 30, fracción II, 108 y 151 de la Ley de Amparo, en los siguientes términos:

De acuerdo con el artículo 30, fracción II, si pese a la investigación que se realice se desconoce el domicilio del tercero perjudicado, la primera notificación se debe hacer por edictos, a costa del quejoso, en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Al respecto, se propone que se establezca la consecuencia que podría originar la falta de emplazamiento al tercero perjudicado si, habiéndose proporcionado los edictos, el quejoso no acredita dentro de un plazo razonable que ordenó su publicación, o bien si no justifica la causa que haya impedido que ordenara tal publicación, lo que puede traducirse en una falta de interés de su parte para la tramitación y prosecución del juicio de amparo.

Dicho plazo podría ser de quince días a partir de la fecha en que haya recibido los edictos de mérito, e incluso podría ser prorrogable por una sola vez y por igual término, a solicitud expresa del propio quejoso.

La anterior propuesta obedece a que en la práctica la falta de publicación de los edictos a cargo del quejoso origina el retraso en la resolución de los asuntos correspondientes y tal omisión obedece en múltiples ocasiones, no a la falta de recursos del quejoso, sino a un evidente abuso del juicio de amparo ya que con tal proceder se logra retrasar también la solución del juicio de origen, con el único fin de ganar tiempo en perjuicio de la contraparte, la que no cuenta con medio de defensa alguno para remediar tal situación.

La redacción del precepto legal en comento podría quedar en los términos siguientes:

Artículo 30.- ……

……

I.- …..

….

II.-  Cuando no conste en autos el domicilio del quejoso, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, la notificación se le practicará por medio de lista.  En cambio, si no consta en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, el notificador lo asentará así, a fin de que se dé cuenta al Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, al Juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que dicten las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio.  Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se practicará por edictos a costa del quejoso, quien deberá acreditar que ordenó su publicación dentro de los quince días siguientes a la fecha en que reciba los edictos, plazo que podrá prorrogarse por igual término, por una sola vez y a  solicitud expresa del quejoso.  El incumplimiento a lo anterior ocasionará la improcedencia del juicio.

III.-….

Conforme al artículo 108, la repetición del acto reclamado puede ser denunciada por el interesado ante el tribunal de amparo, el que debe tramitarla y resolverla dentro de quince días.

Al respecto se propone que se establezca un término para presentar la denuncia respectiva y, en general, regular su tramitación a fin de que se precise si se trata de un recurso o de un incidente y, en su caso, el tribunal de amparo pueda desechar tal denuncia por extemporánea o por improcedente.

La imprecisión de tal término origina incertidumbre para los tercero perjudicados, que no pueden tener la certeza de que la sentencia de amparo haya quedado definitivamente cumplimentada en alguna forma.

Además, el agotamiento del recurso de queja por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia, previsto por el Artículo 95, fracción IV, debe excluir la posibilidad de, además, denunciar la repetición del acto reclamado.

La redacción que en el particular se propone, es la siguiente: 

Artículo 108.- La repetición del acto reclamado  puede ser denunciada por la parte interesada ante la autoridad que conoció del amparo, mediante escrito al que se acompañarán  las  constancias que se estimen pertinentes y dentro de los quince  días siguientes a la fecha en que se haya tenido conocimiento del acto materia de la denuncia, la que se tramitará en la vía  incidental, siempre y cuando no se haya promovido con anterioridad recurso de queja en términos de la fracción IV del  artículo 95 de esta misma ley.  La autoridad correspondiente dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así  como a los terceros, en su caso, para que expongan  lo que a su derecho convenga.

Por otra parte, se propone que en el segundo párrafo del artículo 151 se precise que la prueba testimonial o pericial debe anunciarse en el término que el propio precepto establece, independientemente de que la audiencia constitucional no se haya llevado a cabo en la fecha primeramente señalada, ello en aras de una equidad procesal entre las partes y de preservar el orden y la expedites en la tramitación del juicio de garantías ya que, por un lado, existe a veces un  desconocimiento de las partes acerca de los criterios jurisprudenciales sobre el particular y, por otro lado, en muchas ocasiones tales probanzas se ofrecen después de uno o más diferimientos de la audiencia constitucional aún cuando se traten de probar hechos de los que ya se tenía conocimiento desde la presentación de la demanda.

Además, se estima conveniente se establezca un término para que las partes puedan designar perito que se asocie al nombrado por el juez, toda vez que la falta de dicho término ocasiona que tal designación se efectúe en algunas ocasiones cuando ya transcurrió un término considerable desde que el tribunal nombró perito, retardando con ello en ocasiones la pronta solución del asunto. 

Al respecto se propone la siguiente redacción:

Artículo 151.- ...

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial, deben anunciarla cinco días hábiles antes del que se haya fijado para la celebración de la audiencia constitucional, independientemente de que ésta se haya diferido  si es que se pretende acreditar algún hecho del que se tuvo conocimiento con posterioridad a la presentación de la demanda, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorio al tenor de los  cuales deben ser examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos...

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación del o los peritos que estime convenientes para la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que cada parte pueda  designar perito dentro de los tres días, siguientes a la notificación del auto en que el juez efectúe tal designación, para que se asocie con aquél o rinda dictamen por separado.

...

Agradeciendo de antemano la atención que se sirva prestar a la presente, hago propicia la ocasión para reiterarle las seguridades de mi distinguida consideración y respeto.

 GRACIELA M. LANDA DURAN

ALGUNAS PROPUESTAS A CONSIDERAR A FIN DE DISMINUIR EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL.

INTRODUCCIÓN

Es un hecho reconocido por casi todos, que el trabajo en los tribunales federales aumenta día con día y que la carga laboral resulta a veces excesiva. Frente a tal situación, las medidas que hasta ahora se han tomado consisten exclusivamente en crear más y más órganos jurisdiccionales. El aumento en el número de juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito es realmente impresionante; pero con todo y esa creación significativa de más órganos, el trabajo no se abate y continúa en expansión. Por otra parte, es de considerar que es muy elevado el gasto que lleva consigo la puesta en marcha de nuevos juzgados o tribunales, la edificación de las oficinas y el pago de los sueldos correspondientes al personal que los integra. Ante todo ello, parece que es tiempo de que se planteen otras soluciones con el propósito de enfrentar tal cargo de trabajo. Dichas soluciones pueden ser diversas reformas legales con el objeto de que se disminuya la promoción de juicios de amparo, pues también es una circunstancia reconocida tanto por los funcionarios judiciales como por los diversos foros del país, que se ha hecho un abuso de la acción constitucional, a la cual se acude en infinidad de ocasiones sin ningún motivo legítimo o por razones del todo baladíes, desnaturalizándose con ello la intención del legislador en cuanto a la finalidad nobilísima para la que fue creado el juicio constitucional. 

Tales reformas legales se consideran necesarias en cuanto a que ya se ha visto que la creación de mayor número de oficinas que administren la justicia federal no puede ser la única solución para encarar el problema, además de que por razón natural, se dificulta un tanto encontrar titulares con la suficiente preparación y madurez profesional y hasta personal que se encarguen del adecuado funcionamiento de dichas oficinas.

Estas reformas, desde luego, se tienen que complementar con otras medidas a fin de que se preste a los particulares una buena administración de justicia en general, como fortalecer, por ejemplo, la independencia y autonomía de los tribunales de los Estados, sujetos algunas veces a la influencia casi irresistible de los titulares del poder ejecutivo local, quienes lamentablemente, en algunos casos, ven al Poder Judicial de los Estados como un mero apéndice del poder del que ellos son titulares.

Planteamos la necesidad de ese fortalecimiento y crecimiento del poder judicial local, con salarios dignos e instalaciones decorosas, en virtud de que ante la limitación de la acción constitucional en algunos casos, ya no habrá posibilidad legal de que sus decisiones sean atacadas, quedando firmes para todos los efectos de ley.

 Expuesto lo anterior, nos permitimos sugerir algunas medidas de índole legal tendientes al fin que proponemos, limitándose este brevísimo escrito a eso: señalar solamente algunas de esas medidas que podrían considerarse para tal fin, en la inteligencia de que seguramente habrá más y mejores propuestas al respecto por personas más calificadas que nosotros, si se quiere conseguir el objetivo señalado. Desde luego, a tales proposiciones o ideas habrá que darles el ropaje normativo necesario, lo cual obviamente no es objeto de estas líneas.

PROPUESTAS

1.- EL PRINCIPIO DE LA RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIA DE AMPARO.- Es necesario abrir más este principio. Proponemos que una vez que un acto reclamado sea declarado inconstitucional de manera definitiva por un tribunal de la Federación, cualquier persona que se considere afectada por tal acto podrá hacer valer la estimación de inconstitucionalidad a fin de que aquél no se pueda aplicar en su contra y en su caso se deje insubsistente. El gobernado tendrá que ocurrir a juzgado de distrito o tribunal colegiado al que le correspondería conocer del asunto, para el único efecto de que dicho órgano declare que efectivamente en relación con ese acto reclamado ya hay una decisión de inconstitucionalidad y que hay afectación de dicho acto en perjuicio del particular. Esto es, la intervención del tribunal no será para estudiar si el acto es ilegal o no, sino únicamente para constatar y declarar en su caso que el propio acto ya se tuvo por ilegal y que afecta al gobernado, por lo que en cuanto a él también debe dejarse insubsistente.

2.- EN MATERIA CIVIL del orden común o tratándose de juicios mercantiles, no procederá la acción constitucional en la vía de amparo indirecto, con las únicas excepciones consistentes en que el quejoso alegue inaudición o se trate de órdenes de arresto, esto último por tratarse de actos que restringen la libertad personal.

En la vía de amparo directo en materia común o cuando se trate de juicios mercantiles, la acción de garantías procederá contra sentencias definitivas o resoluciones que pongan fin al juicio, siempre y cuando el interés del negocio exceda de 1000 (mil) veces el salario mínimo o se afecte o puedan afectarse derechos de menores o incapaces.

La acción constitucional en esta materia civil, en caso de competencia federal, seguirá como se encuentra actualmente, sea en la vía directa o indirecta.

Como se advierte, un buen número de decisiones en la materia de su legislación, quedará en estos casos a la consideración de los tribunales de los Estados, sin posibilidad de que intervenga ya la autoridad judicial federal.

3.- EN MATERIA PENAL, es claro que tienen que seguir vigentes las normas que regulan el ejercicio de la acción de amparo cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno d los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

Ahora bien, tratándose de actos emanados de un procedimiento judicial penal, el amparo indirecto procederá contra la orden de aprehensión o el auto de formal prisión, sólo en aquellos casos en que el inculpado, conforme a la legislación aplicable, no tenga derecho al beneficio de la libertad bajo caución. También procederá el amparo indirecto en esta materia cuando, de concederse, ello traerá como consecuencia que se alcance la libertad del quejoso estando detenido, como por ejemplo, cuando se impugna la resolución que niega aquel beneficio, la que declara infundado el incidente de desvanecimiento de datos, etc.

En esta materia penal, la vía de amparo directo procederá contra sentencias definitivas, de cualquier fuero, sólo en aquellos casos en que el sentenciado no alcance ningún beneficio que le permita dejar de compurgar la sanción corporal impuesta, ya sea por sus circunstancias personales o por la naturaleza del hecho delictuoso.

4.- EN MATERIA ADMINISTRATIVA, se considera que el recurso de revisión fiscal no es compatible con la función tradicional que le ha correspondido a los tribunales judiciales que se convierten en un tribunal de alzada para resolver un recurso planteado por la Administración Pública; por tanto, se propone devolver la competencia para conocer de este recurso a un tribunal administrativo, como lo es el Tribunal Fiscal de la Federación, para que resuelva en pleno o la sección correspondiente de la Sala Superior.

5.- EN MATERIA LABORAL, por cuanto a esta materia se refiere, se estima y se propone se cree una segunda instancia, a fin de que los laudos dictados por las Juntas de Conciliación y Arbitraje sean revisados por una instancia superior y no que ello lo realice directamente la justicia federal. Dicha reforma representaría, en primer lugar, la posibilidad de que las partes quedaran conformes con el fallo de esa segunda instancia; además se lograría que las violaciones procesales cometidas por las Juntas, que hoy en día motivan la gran mayoría de los amparos concedidos para efectos en esta materia, fueran detectadas y corregidas por el ente revisor, evitándose así que esa clase de asuntos llegaran más de una vez a los tribunales federales, puesto que éstos conocerían de aquéllos respecto del fondo de la problemática planteada; lo anterior sin modificar el contenido actual del artículo 159 de la Ley de Amparo, pues desde luego cabe la posibilidad que incluso la segunda instancia no advierta las violaciones procedimentales, es decir, que el tratamiento de los asuntos laborales sería similar al que en la actualidad se le da a la materia penal.

Estimamos que con las anteriores propuestas se aliviaría considerablemente el exceso de trabajo a cargo de los Tribunales Federales, sin que con ello se afectara de manera importante a los gobernados, quienes seguirían contando, en lo sustancial y trascendente, con la posibilidad de la Protección de la Justicia Federal. 

Con independencia de lo anterior y en relación con el trámite del Amparo Indirecto, hacemos la siguiente propuesta:

EN AMPARO INDIRECTO,  de conformidad con el artículo 91 de la Ley de Amparo, los Tribunales Colegiados de Circuito, tienen el deber de entrar al fondo del asunto cuando se revoque una resolución de sobreseimiento, por improcedencia dictada por un Juez de Distrito, siempre que no se actualice otra causal de esa naturaleza.

Pues bien, esta disposición legal prácticamente le está otorgando competencia a los Tribunales Colegiados para resolver en una sola instancia en materia de amparo indirecto, al menos en lo que se refiere a la decisión final del asunto, lo cual no es compatible con las normas competenciales que se contienen en los artículos 114 y 158 de la propia ley de la materia.

Por lo anterior, se propone se propone se reforme el artículo que se cuestiona para el efecto de que los tribunales colegiados que revoquen resoluciones de sobreseimiento por causa de improcedencia pronunciadas por los jueces de Distrito en la audiencia constitucional, envíen los expedientes a los jueces para que éstos resuelvan el fondo del asunto.

JOSÉ LUIS ARELLANO PITA

PROPUESTAS QUE CONSIDERO DEBEN CONTENERSE EN EL NUEVO PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO QUE SE PROPONE.

PRIMERO:- MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE AMPARO.

D E S A R R O L L O:

PRIMERO.-  Modificación al artículo 17 de la Ley de Amparo.  En el artículo en comento se contempla la posibilidad de que una persona en nombre y a favor de otra solicite amparo cuando aquel se encuentra privado de su libertad e incomunicado.  En tal situación el dispositivo legal que se analiza ordena que el Juez de Amparo requiera, obviamente por conducto del Actuario, al directamente agraviado en el lugar en que esté detenido o recluido (incomunicado), para que dentro del término de tres días ratifique su demanda de amparo.

Esto debe modificarse, porque así redactado se presenta un inconveniente dado que si el quejoso está incomunicado y la autoridad responsable no acata la suspensión de oficio que se le notifica, con mucha facilidad le transcurrieran los tres días sin que pueda ratificar su demanda.

Por ello, se propone que en lugar de señalarse que deberá ratificar dentro del término de tres días su demanda, deberá señalarse que se le requiera para que sea en el acto mismo de la notificación cuando manifieste si ratifica o no la demanda de amparo interpuesta en su favor, en el entendido que de no hacerlo, se tendrá por no interpuesta, dado que el término de tres día concedido se equipara dado el acto reclamado  (incomunicación), a que se otorgue un derecho inalcanzable.  No escapa a la consideración de este Ponente que en la práctica así se haga, sin embargo, creo que la Ley debe prever todas las hipótesis y considerar los inconvenientes que puedan ocurrir en la práctica diaria.

SEGUNDA:  MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 155 PÁRRAFO PRIMERO DE LA LEY DE AMPARO.

SEGUNDA:  Adicionar a la nueva Ley de Amparo, un término perentorio dentro del cual y sin rebasarlo el Juez Federal deba fallar el  juicio constitucional.

En la práctica y como Secretario y Juzgador me he dado cuenta de los inconvenientes que reviste el señalamiento de términos utópicos que nunca se cumplen y que lejos de ser una regla se convierte en excepción.  En ese concepto debo señalar se encierra el relativo a que la sentencia de amparo debe pronunciarse una vez celebrada la audiencia constitucional pues ello como excepción se cumple.

Por ello, propongo que en lo sucesivo, se señale de modo expreso un término prudente dentro del cual el Juez debe fallar la instancia.  Por lo que a modo de propuesta, credo debería disponerse que la sentencia de amparo deberá pronunciarse dentro del término de quince días hábiles siguientes a la celebración de la susodicha audiencia, esto permitirá que todo quejoso tendrá ya la seguridad jurídica de que su asunto no se prolongará por mayor término del propuesto y además para el juzgador sería un aliciente poder proponer el dictado de sus resoluciones sin tener la preocupación de que un asunto no lo ha fallado dentro del término legal.  Pudiendo con ello, efectuar una adecuada programación de sus dictados.  El término que se propone quince días obviamente, lo tomo en base a mi experiencia personal siendo funcionario de Juzgados Mixtos pero el mismo tendrá que determinarse en base a un consenso general del País, tomando además en cuenta que existen asuntos que por su volumen o complejidad requieren de un mayor análisis.  Pero lo que si considero debe existir es un término prudente para el dictado de aquellas sentencias.

TERCERO:  ADICIÓN AL ARTÍCULO 91 DE LA LEY DE AMPARO.

TERCERO:- Adicionar con una fracción más al artículo 91 de la Ley de Amparo.  Ciertamente, el mencionado dispositivo legal enumera las reglas como básicas que deben observar tanto la Suprema Corte de Justicia como  los Tribunales Colegiados al conocer del recurso de revisión.

Sin embargo, en lo tocante al supuesto de que se interponga recurso de revisión en contra de un auto desechatorio de una demanda de amparo en el que el Juez de Distrito considere plenamente probada una causal de improcedencia, es decir, que esta es manifiesta indudable y el H. Tribunal Colegiado considera que no es así, tal dispositivo legal que se pide adicionar deja sin prever o resolver el mecanismo a seguir en caso de que el H. Tribunal Colegiado considere que existe otra causal de improcedencia diversa la invocada por el Juez que si actualice aquel desechamiento;  de ahí que ante tal eventualidad existan Tribunales Colegiados que consideren que no es a tal órgano a quien compete el desechamiento de la demanda, interpretando el artículo 145 de la Ley de Amparo, originando su devolución y orden para su substanciación no obstante de ser fundadamente improcedente la tramitación de aquel juicio de garantías, con los consabidos daños que eso representa para la administración de justicia en nuestro País.  Por ello, se propone que el artículo en comento debe ahora contener una diversa fracción en la que de modo expreso se indique que en aquel supuesto, deberá el H. Tribunal Colegiado desechar aunque por otro motivo, esa demanda de amparo pudiendo ser su redacción de la siguiente manera:

Fracción VII: si se considera que no se actualiza la causa de improcedencia invocada por el Juez de Distrito, por no ser manifiesta o indudable, pero el Tribunal Colegiado de Circuito estima actualizada otra con aquellas características, procederá a desechar la demanda de amparo.

JOSÉ WALDEMAR ALVARADO RIOS

Por este conducto remito a Usted, algunas propuestas que a criterios de este Unitario y con base a la experiencia de los asuntos desahogados en el mismo, estimamos que pudieran ser consideradas para las reformas a la Ley de Amparo que se pretende. 

Con relación a lo anterior específicamente señalo el Libro Segundo, del Amparo en Materia Agraria, Título Unico, Capítulo  Unico, artículo 227, el cual establece ‘que deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos en los juicios de amparo en que sean partes los núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios y comuneros’.  Ahora, si bien es cierto que la presente redacción del precepto legal  invocado, tuvo como finalidad el proteger y tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios y comuneros, que por décadas fueron objeto de una grave injusticia social; también lo es que al promulgarse la Ley Agraria en vigor, se creó un marco jurídico que tiende a protegerlos pero con una determinada limitación, consistente ésta en suplir la deficiencia de las partes únicamente en sus planteamientos de derecho, tal como se establece en el artículo 164 de la Ley Agraria.

Derivado de lo anterior, claramente se puede apreciar que entre los dos preceptos legales invocados existe una contradicción que provoca un desequilibrio  procesal, contrariado con ello lo establecido por el artículo 179 de la citada Ley, el cual prevé que no podrá desahogarse procedimiento agrario alguno, si previamente el Tribunal Agrario no constató el equilibrio procesal entre las partes.  Quiere decir lo anterior que la antigua protección del artículo 227 en comento, no se hace necesaria actualmente, a razón de que las partes en cualquier juicio agrario se encuentran asesoradas  por profesionales del derecho quienes se encargan de proteger sus derechos.

Consecuentemente, la sugerencia que se hace a esa Honorable Comisión es para el efecto de que si así lo consideran, se analice comparativamente el texto de las disposiciones contenidas en los preceptos aludidos. 

Como  segundo punto y aún cuando estimamos de difícil aceptación la propuesta siguiente, en razón de que se pudiera considerar como un atentado a las garantías de los núcleos agrarios contrariando además la política proteccionista de que gozan los mismos y que celosamente han observado desde su incorporación a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; es sin duda el término de que gozan los mismos, para impugnar ante el Organo de Control Constitucional las sentencias o resoluciones que a juicio de ellos conculcan sus garantías constitucionales o les causan perjuicios en sus patrimonios, pues el artículo 217  de la Ley de Amparo establece ‘que cuando se trate de un núcleo de población al que se le pretende privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios, en cualquier tiempo podrá interponer demanda de  amparo’.  Determinación que no permite que haya certeza jurídica respecto de resoluciones emitidas por autoridades agrarias, relacionadas con los bienes tutelados por el citado precepto, pues la práctica establece que núcleos de población promueven juicios de garantías contra sentencias o resoluciones agrarias pronunciadas desde más  de siete años, modificando sustancialmente las condiciones que en el mismo prevalecen con motivo de la resolución impugnada, pues aún cuando se trata de proteger la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios, también debe de pensarse en que las resoluciones que se pronuncien por los Tribunales Agrarios deben causar ejecutoria a determinado tiempo, razón por la que se propone se establezca un término para la interposición de demanda de amparo a los núcleos de población, consistente este en cinco años, ello tomando en consideración que sus órganos de representación duran en funciones tres años, por lo que si durante su gestión se realizaron los actos que perjudicaron al poblado, al entrar en funciones el nuevo comisariado ejidal dispondrá de dos años más, para impugnar la resolución que le causó perjuicio y en caso de no hacerse impugnación alguna, la misma deberá quedar firme.

ANDRÉS ISLAS SORIA

propuestas:

En el Título Tercero Capítulo I, relativo a disposiciones generales, de la actual Ley de Amparo se encuentra entre otros numerales el:

“Artículo 163.- ...” (se transcribe).

En la misma perspectiva, en el Título Quinto, Capítulo II, relativo a la responsabilidad de las autoridades, de la citada Ley, se contempla entre otros dispositivos el:

“Artículo 205.- ...” (se transcribe).

El motivo de esta aportación deviene del hecho de que en el año de 1999, dentro de la práctica profesional cotidiana en el desempeño de nuestro servicio, se presentó un caso en que la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, al recibir una demanda de amparo de nuestra parte con solicitud de suspensión de la ejecución del acto señalado como reclamado, y recibir otra demanda de amparo de nuestra contraparte en dicho juicio relacionada de manera conexa, sin proceder de manera concomitante con ambas demandas, no dio inmediato trámite a la demanda de amparo de nuestra parte y se concretó a turnar para el acuerdo respectivo la solicitud de suspensión, en cambio si remitió de inmediato la demanda de garantías de la contraparte para su seguimiento a la oficialía común de los Tribunales Colegiados del Primer Circuito, dando margen ello a que mientras se acordaba la solicitud de suspensión, se resolviera únicamente el amparo de la contraparte, por lo que una vez acordada la suspensión, se envió nuestro amparo a la citada oficialía, que lo turnó al Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo correspondiente, el cual al conocer que se había emitido otro laudo por la autoridad responsable en cumplimiento a la ejecutoria que le había concedido el amparo a la contraparte, decidió desechar nuestra demanda de garantías, por notoriamente improcedente, en términos de los artículos 73 fracción XVI y 177 de la Ley de Amparo, por tal circunstancia no se estudiaron nuestros argumentos vertidos en los conceptos de violación, esto es que no se nos permitió ser oídos y vencidos en juicio.

En este contexto, para evitar que se vuelvan a repetir actos de autoridad como el narrado en perjuicio de cualquier parte quejosa cuya demanda se encuentre relacionada por conexidad con otra parte interesada en impugnar el mismo acto reclamado, se estima viable la modificación al texto de los artículos 163 y 205 de la actual Ley de Amparo, y se propone para que quede como sigue:

Artículo 163.- La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió.  Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas, y si existe otra demanda o demandas de amparo relacionadas conexamente con la misma para ser resueltas en un mismo fallo; la falta de las constancias, con la totalidad de estos datos, se sancionará en los términos del artículo siguiente.

Artículo 205.- La autoridad responsable que maliciosamente revocare el acto reclamado, con el propósito de que se sobresea en el amparo sólo para insistir con posterioridad en dicho acto, o que omita por dolo o negligencia remitir al mismo tiempo las demandas de amparo que se relacionen conexamente para su resolución en unas sola sentencia o ejecutoria y de pauta a un desechamiento, será castigada con las sanciones previstas en el Código Penal aplicable en materia federal para los responsables del delito de abuso de autoridad.

En otro orden, también en la actual Ley de Amparo, en su Título Tercero, Capítulo II, relativo a la demanda, se encuentra el:

“Artículo 167.- ...” (se transcribe).

Con este numeral se relaciona en el mismo Título, Capítulo IV, relativo a la substanciación del juicio, el diverso:

“Artículo 180.- ...” (se transcribe).

Retomando el orden de la consideración de la propuesta, con respeto a estas disposiciones tenemos también derivado de nuestra experiencia práctica, hemos observado que para el emplazamiento de una demanda de amparo de la contraparte y remisión a la Oficialía de Partes Común de los Tribunales Colegiados del Primer Circuito, el trámite de la autoridad responsable excede de los diez días a que se refieren los artículos citados, en el inter de esta gestión, se desconoce que el tribunal colegiado conocerá y resolverá dicha demanda de amparo, por lo que la comparecencia para alegar en defensa nuestros intereses en calidad de terceros perjudicados, obviamente por causa no imputable no es posible hacerla dentro del término previsto ante el Tribunal de Control Constitucional designado, y al momento de conocerse éste, al estar vencido el término ya no se tomarán en cuenta nuestros argumentos, en su estudio previo para resolución, por lo que en la práctica nos hemos visto obligados a presentarlos ante la responsable dentro del término para que los remita junto con la demanda de amparo desde luego sin señalar tribunal específico de destino, lo que no se ajusta al procedimiento dispuesto por los numerales citados.

En razón de lo anterior y para evitar una desventaja procesal a cualquier parte involucrada en el asunto, se propone que el texto de tales artículos quede como sigue:

Artículo 176.-  Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquellas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, contados a partir de que se admita la demanda de amparo por el Tribunal Colegiado que la reciba, comparezcan ante éste a defender sus derechos.

Artículo 180.- El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de diez días contados a partir de que se admita la demanda de amparo por éste.

F. JAVIER ZENTENO BARRIOS

Propuesta

En principio, cabe recordar que, en su oportunidad, el año próximo pasado, en diversas sesiones del Tribunal Pleno, fue revisado por los señores Ministros un documento que contenía, tanto reformas constitucionales –de las cuales algunas de ellas fueron aprobadas en fecha reciente-, como legales, relativas a la Ley de Amparo, a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y al Código Federal de Procedimientos Civiles.

Es importante recordar, además, que esas propuestas legales se realizaron adecuándolas al proyecto de modificaciones constitucionales que igualmente realizara este Alto Tribunal; no obstante ello, no debe olvidarse también que las constitucionales aprobadas por el Congreso no contienen la totalidad de las mismas, por lo que, en primer término, sugiero que el proyecto en estudio se adecue a las definitivas y no se incluyan las no aprobadas para la Constitución General, como lo son las relativas a la no competencia de la Corte para conocer de los recursos de revisión en amparos directos, cuando se reclamen Reglamentos o Tratados Internacionales.

Por otra parte, en términos generales puede concluirse que el proyecto que ahora se envía, es similar al original distribuido el año próximo pasado; sin embargo estimo conveniente someter a su consideración algunas reflexiones respecto de cada una de las leyes en los términos siguientes:

de las relativas a la ley de amparo

Respecto del documento en estudio comparado con el primer proyecto, cabe destacar que se suprimieron las modificaciones que se proponían de los artículos 74, 89, 105 y 108.

Por lo que se refiere al primero de los mencionados, en la reforma propuesta se contemplaba incluir, respecto al tema de caducidad, que cuando celebrada la audiencia constitucional, listado el asunto para audiencia o cuando se haya acordado el aplazamiento de  la resolución de los juicios de amparo radicados en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, hasta en tanto se resuelva una Controversia Constitucional siempre que las normas impugnadas en unos y otra fueren las mismas, en términos del artículo 37 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.  Propuesta de la que sugiero se reflexione sobre la conveniencia de que sea incluida nuevamente.

Por otra parte, en lo relativo a los artículos 89, 105 y 108, en el documento original se incluía el trámite intermedio ante el Tribunal Colegiado de los asuntos que posteriormente llegarían a la Corte, como las inejecuciones de sentencia y los recursos de revisión, asimismo el cumplimiento substituto, por lo que igualmente sugiero se reflexione sobre su inclusión.

DE LAS RELATIVAS A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN

Como sucedió con las propuestas a la Ley de Amparo, igualmente debe decirse que las relativas a la Ley Orgánica coinciden en términos generales con el primer proyecto al que me he referido.  No obstante ello, sin olvidar que ya fueron expedidos por el Tribunal Pleno los Acuerdos 5 y 6, respetuosamente me permito someter a usted algunos comentarios y reflexiones sobre este nuevo proyecto en los términos siguientes:

En principio, a manera de reflexión general, me parece adecuado que la Suprema Corte, funcionando en Pleno, conozca únicamente de leyes federales y que las Salas conozcan de leyes locales y del Distrito Federal, lo que incluso no se contrapone con el texto constitucional ya que en él no se especifica tal situación; sin embargo, estimo que tratándose de tratados internacionales y reglamentos, debe seguir conociendo, ya que el artículo 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución le concede esa facultad a esta Corte y el artículo no fue reformado.

Por otro lado, en el documento en estudio, se propone establecer como facultad del Tribunal Pleno, conocer de las denuncias de contradicción de criterios entre los sustentados por el propio tribunal y alguna de las Salas de la Corte, los Tribunales Colegiados de Circuito y las Salas del Tribunal Electoral, así como las que se susciten entre las Salas y los Tribunales Colegiados de Circuito.

Sobre el particular estimo conveniente revisar con mucho cuidado el alcance que se pretende con esta inclusión.  Lo anterior ya que es cierto que deben resolverse las posibles contradicciones que surjan por criterios de la Corte y del Tribunal Electoral y que estos deben ser resueltos por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia, sin embargo sugiero la conveniencia de reflexionar respecto de que pudiera presentarse una diferencia de criterio entre el Tribunal Pleno con las Salas o con los Tribunales Colegiados o de aquellas con estos últimos ya que precisamente los criterios de esta Suprema Corte deben prevalecer.

Asimismo, por la trascendencia que conllevan y por ser casos de excepción los asuntos de Reconocimiento de Inocencia, me permito sugerir la reconsideración de la competencia de este Alto Tribunal para resolver los que se consideren fundados, posiblemente con alguna modalidad de revisión previa de Tribunales Colegiados.

Respecto del artículo 9º referente a los requisitos necesarios para la designación de los Secretarios de Estudio y Cuenta, esta propuesta es coherente con los nuevos criterios de esta época al institucionalizar el nombramiento y por lo tanto establecerse requisitos elementales, sin embargo la duda surge en el sentido de si es conveniente incluir en ley una limitante que impida que se pueda nombrar con libertad a persona de confianza del Ministro.

Igualmente considero conveniente que se incluya al paquete la propuesta de modificación al Código Federal de Procedimientos Civiles que presentó el Tribunal Pleno el año próximo pasado y que también se refiere a la competencia de los Tribunales Colegiados para resolver los conflictos competenciales.

Por otra parte, es importante tener en cuenta la diversa propuesta de reforma relativa a la conversión de los Tribunales Unitarios en Tribunales Colegiados.

Finalmente, en cumplimiento a sus indicaciones, me estoy permitiendo enviar a los señores Ministros, copia de la presente opinión.

Roberto Javier Ortega Pineda.
PROPUESTAS

1.- Proponemos que se reformen los artículos 122 y 124 de la Ley de Amparo los cuales se encuentran dentro del capítulo tercero, título segundo libro primero.

Por lo que hace al primero de los preceptos jurídicos se le adicionaría una frase para quedar de la siguiente manera:

Artículo 122.- En los casos de la competencia de los jueces de Distrito, la suspensión del acto reclamado se decretará a petición de parte agraviada, la cual podrá concederse con efectos restitutorios, con arreglo a las disposiciones relativas de este capítulo.

Y por lo que hace al artículo 124, se adicionaría el párrafo primero de la fracción III, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 124.- ...

Fracción III

Podrá concederse la suspensión con efecto restitutorios cuando se trate de actos de autoridades administrativas que puedan ocasionar daños y perjuicios irreparables al quejoso, siempre y cuando se conserve la materia del juicio y se observe lo dispuesto por la fracción anterior.

(...)

2.- Proponemos que se reforme el artículo 146, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 146.- Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda; si se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de esta Ley; si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado, el Juez de Distrito mandará prevenir al promovente que llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que corresponda, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo.

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciera las aclaraciones conducentes el Juez de Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el acto reclamado sólo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso.

(...)

Cuando al interponerse el escrito de demanda no se acompañen copias de la misma de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 120, no será obstáculo para su admisión en cuyo caso el Juez oficiosamente mandará sacarlas a costa del promovente.

3.- Proponemos que se adicione un capítulo dentro el libro primero, título primero relativo a las pruebas en el que se incluyan el tipo de pruebas admisibles en el juicio de garantías, así como los términos de ofrecimiento y desahogo de las mismas así como su valoración por el juzgador.

4.- Proponemos que se adicione un párrafo al artículo 197-B, del título cuarto, capítulo único libro primero para quedar de la siguiente manera:

Artículo 197-B.- (...)

Al aprobarse el texto de alguna jurisprudencia, en la que se declare la inconstitucionalidad de una ley, reglamento, decreto, circulares y demás disposiciones generales, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia lo comunicará al Congreso de la Unión, congresos locales o autoridades del ejecutivo federal, estatales o municipios o de organismos auxiliares de carácter federal, estatal o municipal que los hayan decretado, expedido para que se les recomiende la derogación o reforma de los mismos.

exposición de motivos

En cuanto a la propuesta marcada con el número 1, consideramos que la suspensión provisional con efectos restitutorios debe otorgarse en virtud de que en primer lugar existen ordenamientos jurídicos de carácter estatal, que contemplan dicha figura jurídica tal es el caso del actual Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, por lo que la Ley de Amparo al ser una ley federal debe actualizarse e incluirse la suspensión con efectos restitutorios para que se modernice y se encuentre a la altura de otras legislaciones que con menor rango jurídico le han superado.

Por lo que respecta a la propuesta marcada con el número 2, consideramos que debe incluirse en la nueva Ley de Amparo la posibilidad de que cuando por algún motivo al momento de presentar la demanda de garantías no se exhiban las copias necesarias de traslado, no sea obstáculo para prevenir pues ya que de esa manera se entorpece su admisibilidad y eso hace que la finalidad del amparo se pierda en su esencia, pues ya que consideramos que la carencia de copias no es un requisito de fondo y que por lo tanto el Juez de Distrito tenga la facultad de mandar sacar las copias que sean necesarias a costa del promovente y de esa manera evitarse trámites innecesarios al convertirse de forma el juicio de amparo más dinámico, ágil y sobre todo el fin del amparo se vea cumplido.

Por lo que respecta a la propuesta marcada con el número 3, consideramos que la Ley de Amparo debe incluir un capítulo especial relativo a las pruebas que puedan ofrecerse en el mismo así como los términos y requisitos de desahogo pero muy en especial la valoración que el Juzgado haga de las mismas, con el fin de que su valoración no quede supeditada a otros ordenamientos jurídicos y adquiera una sistematización acorde a otras disposiciones normativas que han rebasado a nuestra Ley de Amparo y con ello se adecue a los tiempos modernos.

Por lo que respecta a la propuesta marcada con el número 4, consideramos que en virtud de la supremacía o jerarquización de las leyes dentro de nuestro sistema jurídico positivo vigente, se debe sugerir, recomendar o proponer a las autoridades de los diferentes poderes de la unión, de los estados o del régimen político municipal, que cuando decreten o expidan un ordenamiento jurídico que sea inconstitucional, éste se derogue, abrogue o reforme con el fin de hacer valer nuestra carta magna y las leyes que de ella emanan.

FIDEL ORTEGA ESCOBEDO

En respuesta a la amable invitación que se sirviera dirigirme el C. Presidente de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Don Genaro David Góngora Pimentel, contenida en su escrito de fecha 18 de noviembre de 1999, y de conformidad con los lineamientos establecidos por la Comisión a su muy digno cargo, establecidos en su comunicación de fecha 22 de noviembre próximo pasado, de la manera más respetuosa me dirijo a Usted, para hacerle entrega de la propuesta que formula el suscrito para reformar la Ley de Amparo vigente, o en su caso, que pudiera ser considerada en la formulación de una nueva Ley de Amparo. 

En estricta adecuación a la metodología establecida por la Comisión a su digno cargo, le manifiesto que la presente propuesta se relaciona con el Libro Segundo de la Ley de Amparo en vigor.

Siguiendo la misma metodología le expreso lo siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

A.

Por la naturaleza de los sujetos que como quejosos acuden en demanda de amparo en materia agraria, el Constituyente Permanente y el Congreso de la Unión crearon ciertas reglas especiales tendientes a establecer una tutela especial  para proteger a los núcleos agrarios, que con el tiempo se fueron ampliando y se sistematizaron bajo la denominación de Libro Segundo de la Ley de Amparo 
.

Si bien tales reglas especiales constituyen prerrogativas a los núcleos agrarios cuya necesidad y justificación en la Ley de Amparo en su momento resultaron procedentes, estimo que las mismas carecen en la actualidad de justificación en base a lo siguiente: 

Con motivo de la reforma al artículo 27 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 3 de enero de 1992 , concluyó el reparto agrario y en consecuencia a partir de su vigencia no es procedente iniciar la instauración de acciones agrarias por parte de solicitantes de dotación o ampliación de tierras, bosques, aguas, creación de Nuevos Centros de Población, de restitución y de reconocimiento y titulación de bienes comunales. 

El espíritu y razón de ser de la reforma al artículo 27 constitucional, fue indudablemente, poner al alcance de los sujetos agrarios medios legales más accesibles para la defensa de sus derechos e inclusive, se creó un órgano de procuración de justicia agraria.

Las resoluciones agrarias, antes de la reforma, en ocasiones se encontraban orientadas por criterios políticos, a veces ajenos a la constitucionalidad y legalidad que deben revestir todos los actos de autoridad, situación que merced a la reforma quedó ahora bajo la jurisdicción y competencia de los Tribunales dotados de autonomía y plena jurisdicción.  

La Ley Agraria vigente, reglamentaria de los preceptos en materia agraria contenidos en el artículo 27 constitucional, tiene incorporado un régimen de tutela de los derechos de los sujetos agrarios y desde luego los Tribunales Agrarios deben observar las previsiones tutelares que se contienen en el Título Décimo de la Ley Agraria.

Cabe señalar que la Ley de Amparo extendió la tutela de las reglas especiales más allá de lo establecido en la Constitución, para beneficiar a campesinos  que pretendieran derechos ejidales o comunales, mismos que la nueva legislación agraria también contempla.

Con el nuevo marco legal agrario prácticamente ha desaparecido el amparo indirecto en materia agraria.

Por las razones antes expuestas, estimo que el Libro Segundo de la Ley de Amparo en la actualidad carece de justificación, por lo que se propone su desaparición, eliminando aquellas disposiciones que se incluyeron en él para hacerlo coherente, que de desaparecer no sucedería nada (Vgr: artículo 212), o que contienen disposiciones que se encuentran previstas en el Libro Primero (Vgr: artículo 220) o que resultan innecesarias porque su contenido corresponde a otras disposiciones (Vgr: artículo 216).

Los artículos actualmente contenidos en el Libro Segundo de la Ley de Amparo, que tienen base constitucional (Vgr: artículo 107, fracción II), o cuya existencia aún se justifica, pueden válidamente reincorporarse al actual Libro Primero de la Ley de Amparo, en donde se encontraban antes de su reforma en el año de 1976, modificándose en aquellos casos en los que se estima necesario. 

Dentro del último supuesto de los señalados, se encuentra el texto del artículo 217 de la Ley de Amparo que resulta de particular trascendencia y que durante años ha sido criticado por la doctrina y que es fuente constante de conflictos jurídicos y de problemas de toda índole; y en especial generador de inseguridad jurídica, a saber la no preclusión de la acción de amparo 
.

Por idénticas razones a las antes expuestas, estimo que debe también modificarse el texto del artículo 230 de la Ley de Amparo, que actualmente no establece ningún término para presentar el recurso de queja.

Para evitar la inseguridad jurídica derivada de la no preclusión de la acción de amparo, propongo la correspondiente reforma a la Ley de Amparo, para que se prevea un término perentorio para que se ejercite la acción de amparo, en dos vertientes; la primera respecto de los actos de autoridad que en lo futuro se realicen, y la segunda para que se establezca un término para que, en su caso, los núcleos agrarios ejerciten la acción de amparo en contra de actos de autoridad con lo que hayan sido agraviados por actos ocurridos después del 4 de febrero de 1963, y que a la fecha no hayan reclamado la inconstitucionalidad o ilegalidad de los actos que les agravian, contemplando también un plazo para la presentación de los recursos de queja a que se refiere el actual artículo 230, en las dos vertientes antes señaladas. 

B. 

Por otra parte, la reforma que se propone resulta pertinente porque el Libro Segundo de la Ley de Amparo regula el Juicio de Amparo Indirecto.

En su momento así se previó, en virtud de que los actos de autoridad en materia agraria, de acuerdo con la Constitución y la Ley, eran emitidos por autoridades de naturaleza administrativa, aunque al efecto ejercieran facultades materialmente jurisdiccionales, como en su oportunidad señaló la doctrina.

Cabe destacar que el artículo 27, fracción XIX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, expresamente le encomienda a los Tribunales Agrarios la administración de la justicia agraria, dotados de autonomía y plena jurisdicción agrarios con competencia para resolver todas las controversias en materia agraria. 
 

El artículo Tercero Transitorio del decreto de reformas al artículo 27 constitucional, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 3 de enero de 1992,  diferenció dos tipos de controversias agrarias, a saber:

1.- Las relativas a las acciones de ampliación o dotación de tierras, bosques y aguas, creación de nuevos centros de población, y restitución, reconocimiento y titulación de bienes comunales.

Los expedientes de dichas acciones que no se habían resuelto al momento de entrar en funciones los tribunales agrarios, se pusieron en estado de resolución y se enviaron a ellos para que resolvieran, de conformidad con la Ley Federal de Reforma Agraria (ordenamiento legal que constitucionalmente se le otorgó una vigencia ultractiva).

Lo anterior representa que las acciones agrarias iniciadas antes de las reformas al artículo 27 constitucional, se continúan dirimiendo a la luz de la Ley Federal de Reforma Agraria, sin embargo ahora ya no son resueltas por las autoridades administrativas (Vgr: Presidente de la República o Secretario de la Reforma Agraria), sino por un TRIBUNAL (dotado de autonomía y de plena jurisdicción) y por ello, en caso de recurrirse la sentencia definitiva, la vía es a través de las reglas del Juicio de Amparo Directo. 

Cabe destacar que aun y cuando las solicitudes de acciones agrarias se resuelven de conformidad con la ley anterior, los Tribunales Agrarios actúan atendiendo las disposiciones previstas para el juicio agrario establecidos en la nueva Ley Agraria (“Artículo.164 En la resolución de las controversias...los tribunales se sujetarán siempre al procedimiento previsto por esta ley”), y cuentan con su propia Ley Orgánica, por lo que actúan de acuerdo a su integración y procedimientos internos. 

En forma expresa la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios en su artículo Cuarto Transitorio del decreto de su creación, señala que: “Si a juicio del Tribunal Superior o de los tribunales unitarios, en los expedientes que se reciban no se ha observado la garantía de audiencia, se subsanará esa deficiencia ante el propio tribunal”, por lo que, para respetar dicha garantía, existe la posibilidad de que los interesados sean oídos, ofrezcan pruebas y  formulen alegatos, por lo que estamos ante un verdadero juicio y el juicio de amparo en contra de las sentencias que en él se dicten debe seguir la tramitación de un amparo directo.

2.- El segundo tipo de controversias a que se refirió el artículo Tercero Transitorio señalado, corresponde a todos los asuntos de naturaleza agraria distintos de los ya señalados que estuvieran en trámite o que se presentaran después de la reforma constitucional y que conforme a la ley que se expidiera (Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios) se señalen como competencia de los tribunales agrarios.

En este caso, el transitorio previó que dichas controversias se resolverían en forma definitiva por los Tribunales Agrarios, precisamente conforme a la nueva normatividad agraria y en un auténtico juicio agrario, por lo que las resoluciones que en tales casos se dictan deben recurrirse en Amparo Directo, sin que resulten aplicables las disposiciones a que se contrae el Libro Segundo de la Ley de Amparo.        

De manera que al quedar comprendidas las controversias agrarias en la competencia de los tribunales correspondientes, deviene ya como innecesaria la existencia del juicio específico de amparo indirecto actualmente en vigor. 

LA REDACCIÓN QUE RESULTARIA DE LA PROPUESTA ES LA SIGUIENTE 
: 

Artículo 12.- 

       ...

Quienes interpongan amparo en nombre y representación de un núcleo de población acreditarán su personalidad en la siguiente forma:

I. Los miembros del Comisariado o del Consejo de Vigilancia, con la copia del acta de la Asamblea General en la que hayan sido electos. No podrá desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término para el que fueron electos, si no se ha hecho una nueva elección de los Comisariados.

II. Los miembros del núcleo perjudicado, con cualquier constancia fehaciente.

...

Tienen representación para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población: 

I. Los miembros del Comisariado o del Consejo de Vigilancia o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población ejidal, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisariado no ha interpuesto la demanda de amparo.

II. Quienes la tengan en los términos de la legislación aplicable, en los casos de acciones de restitución, dotación y ampliación de ejido, de creación de nuevos centros de población y reconocimiento y titulación de bienes comunales.

Si se omitiere la justificación de la personalidad en los términos del presente artículo, el Juez mandará prevenir a los interesados para que la acrediten, sin perjuicio de que por sep44arado solicite de las autoridades respectivas las constancias necesarias.

Artículo 22.- 

...

IV. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal el término para presentar la demanda será de noventa días. Cuando se cause perjuicio únicamente a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros el término será de treinta días.

Artículo 29 Bis.- Se notificará personalmente a los representantes de los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros, según sea el caso, de lo siguiente:

I. El auto que deseche la demanda;

II. El auto que decida sobre la suspensión; 

III. La resolución que se dicte en la Audiencia Constitucional; 

IV. Las resoluciones que recaigan a los recursos; 

V. Cuando el Tribunal estime que se trata de un caso urgente o que, por alguna circunstancia, se puedan afectar sus intereses, y 

Cuando la Ley así lo disponga expresamente.

Artículo 74 Bis.- En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica la fracción IV del artículo 22, o en que los mismos sean terceros perjudicados, se observarán las siguientes reglas:

I.- No procederá el desistimiento de los núcleos agrarios ejidales o comunales, salvo que sea acordado expresamente por la Asamblea General;

II.- No se sobreseerá por inactividad procesal de los mismos; 

III. No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero sí podrá decretarse en su beneficio; y

IV.- No será causa de improcedencia del juicio contra actos que afecten los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los actos, salvo que emane de la Asamblea General.

Artículo 88.- 

...

Tratándose de núcleos agrarios o de ejidatarios o comuneros, la falta de copias no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión, sino que, la autoridad judicial mandará expedir dichas copias.

Artículo 123.- 

...

III. Cuando los actos reclamados tengan o puedan tener como consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o sustracción del régimen jurídico ejidal.

Artículo 125.- 

...

La suspensión concedida a los núcleos de población no requerirá de garantía para que surta efectos.

Artículo 146.-

....

En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica la fracción IV del artículo 22, no será obstáculo para la admisión de la demanda la falta de copias, en cuyo caso el Juez oficiosamente mandará sacarlas. 

Artículo 149.- 

...

En el caso de que los promoventes sean núcleos agrarios o  ejidatarios o comuneros en lo individual, las autoridades responsables deberán rendir sus informes dentro del término de diez días, que el Juez de Distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare que la importancia del caso lo amerita.

Artículo 149 Bis.- En los amparos en que los quejosos sean núcleos agrarios o ejidatarios o comuneros en lo individual, los informes justificados deberán expresar:

I. El nombre y domicilio del tercero perjudicado, si lo hay;

II . La declaración precisa respecto a si son o no ciertos los actos reclamados en la demanda o si han realizado actos similares o distintos de aquéllos, que tengan o puedan tener por consecuencia negar o menoscabar los derechos agrarios del quejoso; 

III. Los preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad se hayan ejecutado o que se pretendan ejecutar, 

IV. La fecha en que se hayan dictado las resoluciones que amparen los derechos del quejoso y del tercero, en su caso, y la forma y términos en que las mismas hayan sido ejecutadas; así como los actos por virtud de los cuales hayan adquirido sus derechos los quejosos y los terceros.

Artículo 150 BIS.- En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica la fracción IV del artículo 22, las autoridades responsables deberán acompañar copias certificadas de las resoluciones a que se refiera el juicio y de las demás constancias necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su caso, así como los actos reclamados.

La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este artículo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del Juez, la multa se irá duplicando en cada nuevo requerimiento.

En los juicios  a que se refiere el párrafo primero de este artículo, además de tomarse en cuenta las pruebas que se aporten, la autoridad judicial deberá recabar de oficio todas aquellas que puedan beneficiar al quejoso. Además deberán acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.

La autoridad que conozca del amparo resolverá sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados tal como se hayan probado, aun cuando sean distintos de los invocados en las demanda, si en este último caso es en beneficio de los núcleos de población o de los ejidatarios o comuneros en lo individual.

Artículo 155 BIS.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, los núcleos agrarios o ejidatarios o comuneros en lo individual, así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios

Artículo 212.- Se deroga

Artículo 213.- Se deroga.

Artículo 214.- Se deroga.

Artículo 215.- Se deroga.

Artículo 216..- Se deroga.

Artículo 217.- Se deroga

Artículo 218.- Se deroga.

Artículo 219.- Se deroga.

Artículo 220.- Se deroga.

Artículo 221.- Se deroga.

Artículo 222.- Se deroga.

Artículo 223.- Se deroga.

Artículo 224.- Se deroga.

Artículo 225.- Se deroga.

Artículo226.- Se deroga.

Artículo 227.- Se deroga.

Artículo 228.-  Se deroga.

Artículo 229.- Se deroga

Artículo 230.- Se deroga.

Artículo 231.- Se deroga.

Artículo 232.- Se deroga.

Artículo 233.- Se deroga.

Artículo 234.- Se deroga.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS QUE RESULTARÍAN NECESARIOS PARA EL CASO DE QUE SE APROBARA LA PROPUESTA.

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Los amparos que en materia agraria se encuentren actualmente en trámite se sujetarán a las disposiciones vigentes en la fecha de su presentación.

TERCERO.-  Se concede el término de un año, contado a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para que aquellos núcleos de población sujetos al régimen ejidal o comunal que hayan sido agraviados por actos, posteriores al 4 de febrero de 1963, que tengan o puedan tener por efecto, privarlos total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios, promuevan demanda de amparo, mismo que se substanciará en los términos de las disposiciones que se derogan.

CUARTO.- En los términos de los artículos precedentes, se procederá respecto de los recursos de revisión y queja que se encuentren en trámite al momento de la entrada en vigor del presente decreto o que no se hayan promovido.

TEXTO QUE CORRESPONDERÍA AL PROYECTO DE DECRETO DE REFORMAS.

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

ARTICULO PRIMERO.- Se adicionan un segundo, cuarto y quinto párrafos al artículo 12, una fracción IV al artículo 22, un artículo 29 Bis, un artículo 74 Bis, un quinto párrafo al artículo 88, una fracción III al artículo 123, un tercer párrafo al artículo 125, un cuarto párrafo al artículo 146, un sexto párrafo al artículo 149,  y los artículos 149 Bis, 150 BIS, y 155 Bis, para quedar como sigue: 

.....

.....

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforma la estructura de la Ley de Amparo, quedando un Libro Unico y en consecuencia se derogan los artículos 212 a 234, que comprenden el Libro Segundo denominado Del Amparo en Materia Agraria. 

En espera de que la presente propuesta sea una aportación útil al importante proyecto que coordina la Comisión a su muy digno cargo, hago oportuna la ocasión para reiterarle mi respeto. 

ANEXO

Como ejemplo de las críticas que la doctrina ha hecho a la no preclusión de la acción de amparo, transcribimos las opiniones de los distinguidos juristas Ignacio Burgoa y Héctor Fix Zamudio.

Opinión del Dr. Burgoa:

“Por virtud de la no preclusión de la acción de amparo en el caso que señalamos cualquier acto de autoridad.. siempre estará amenazado con su impugnabilidad en la vía constitucional, es decir, nunca tendrá firmeza y en todo tiempo carecerán de estabilidad las situaciones jurídicas concretas que de él se deriven o que por él se formen o creen. De esta suerte, la actuación toda de los órganos del Estado frente a un núcleo de población nunca tendrá solidez, pues estará constantemente acosada por la invalidez potencial de los actos específicos en que se desempeña, circunstancia que engendraría el caos y la anarquía, o al menos, la sempiterna inseguridad.

El principio de seguridad jurídica que es la base sobre que descansa el orden social, exige que todo acto de autoridad que no haya sido legalmente impugnado dentro de un plazo determinado quede firme, tanto en el caso de que constituya, preserve o declare un derecho o interés individual, como en el de que tenga esa misma implicación respecto de derechos o intereses públicos o sociales. No es posible concebir el progreso de los pueblos en cualquier orden sin la observancia del indicado principio, ya que la inestabilidad de los actos de gobierno siempre ha conducido a la anarquía, que es enemiga jurada del bienestar social...

Sin pecar de prolijos no es posible señalar todas las nefastas consecuencias que se pueden derivar de la no preclusión de la acción de amparo...Creemos que para demostrar la aberración de las adiciones legales que instituyeron irreflexivamente estas figuras procesales, bastan los fenómenos ya  anotados y que, en suma, se condensan en lo siguiente: inestabilidad permanente de las resoluciones agrarias... amenaza constante a las situaciones jurídicas, sociales o económicas que, a consecuencia de tales resoluciones, se hayan formado o se formen; anarquía y caos en el régimen de propiedad ejidal o comunal ...”  

Cfr. Ignacio Burgoa. El Juicio de Amparo. Vigésimo Ed. Porrúa, México, 1991. Págs. 967 a 969.

Opinión del Maestro Fix Zamudio:

“...se considera necesario fijar un plazo preclusivo para la interposición del juicio de amparo contra la afectación de bienes agrarios colectivos, con mayor razón en cuanto la Ley de Amparo establece una representación subsidiaria amplísima, pues la situación actual, sin plazo alguno, provoca inseguridad en la propiedad de los bienes agrarios, y por otra parte no es el amparo el instrumento procesal para discutir la propiedad de dichos bienes agrarios, considerados imprescriptibles e inalienables, sino el juicio reivindicatorio. En tal virtud se propone para la interposición del amparo, el plazo de un año contado a partir de la fecha en que el núcleo de población respectiva tenga conocimiento efectivo de los actos de afectación realizados por las autoridades agrarias”.

HERSHBERGER REYES GILBERTO J.

TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art. 19 Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

...
Art. 19 Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo.  Sin embargo podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados, quienes quedarán facultados para imponerse de los autos, interponer recursos, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos de la autoridad que los haya designado. 

Asimismo podrán las autoridades responsables designar personas solamente para oír notificaciones e imponerse de los autos, quienes no gozarán de las demás facultades a que se refiere el párrafo anterior. 

...


Se pretende equilibrar la actuación de los autorizados por el quejoso y terceros perjudicados con la de los delegados de las autoridades; facilitando así la participación de éstas en el juicio de amparo.

TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art.23 Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1° de enero, 5 de febrero, 1° y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre.

...

...

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los Tribunales ante el Secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los Jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.
Art.23 Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1° de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1° de mayo, 16 de septiembre  y 20 de noviembre.

...

...

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante la oficialía de partes común de los propios tribunales y de no existir ésta en el lugar de residencia del órgano jurisdiccional correspondiente, ante el secretario autorizado.   

Las promociones y demandas relativas al incidente de suspensión tramitado respecto de alguno de los actos citados en el segundo párrafo de este artículo, podrán presentarse  directamente ante el secretario autorizado a fin de que sin demora sean dictadas las providencias correspondientes.   

Sin perjuicio de lo dispuesto en los dos párrafos que anteceden, en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los Jueces podrán habilitar días y horas inhábiles para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo de este artículo.
Se pretende homologar los días hábiles previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación con los establecidos en la Ley de Amparo.

Se propone la existencia de oficialías de partes mediante las cuales se facilite la presentación de escritos de término.

Por otra parte, se establece la posibilidad expresa de que en el caso de actos previstos en el segundo párrafo del artículo 23 de la Ley de Amparo, las demandas y promociones relativas al incidente de suspensión puedan ser presentadas ante el secretario autorizado, a fin de que no se entorpezca su tramitación y se pueda dar cabal cumplimiento a dicho precepto.

Sin perjuicio de lo anterior, se mantiene la posibilidad de que en casos diversos a los establecidos en el segundo párrafo del artículo 23 puedan habilitarse días y horas inhábiles, para la tramitación de incidentes de suspensión.  

TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art. 28 Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los Juzgados de Distrito, se harán:

I ...

II...

III..


Art. 28 Las notificaciones...

I...

II...

III...

En todo caso deberán ser notificadas personalmente a la  quejosa y tercera perjudicada las resoluciones de sobreseimiento y aquellas mediante las cuales se niegue o conceda el amparo.
Se establece la obligación de que sean notificadas personalmente resoluciones de sobreseimiento y aquellas mediante las cuales se niegue o conceda el amparo, cuya trascendencia requiere un conocimiento certero e indudable por parte de los interesados, con independencia de la fecha en que la resolución correspondiente sea dictada. 

Art. 33 Las autoridades responsables estarán obligadas a recibir los oficios que se les dirijan, en materia de amparo, ya sea en sus respectivas oficinas, en su domicilio o en el lugar en que se encuentren.  La notificación surtirá todos sus efectos legales, desde que se entregue el oficio respectivo, ya sea a la propia autoridad responsable o al encargado...
Art. 33 Las autoridades responsables estarán obligadas a recibir los oficios que se les dirijan en materia de amparo, ya sea en sus respectivas oficinas, en su domicilio o en el lugar en que se encuentren.  La notificación surtirá todos sus efectos legales al día siguiente de que se entregue el oficio respectivo, ya sea a la propia autoridad responsable o al encargado...

Las notificaciones relativas al incidente de suspensión que se hagan a las autoridades responsables surtirán todos sus efectos legales desde el momento en que se entregue el oficio respectivo; debiendo seguirse en todo caso las formalidades previstas en el párrafo anterior.  
Se propone que las notificaciones que se hagan a las autoridades surtan efectos en forma similar a como sucede con las hechas a las partes. Ello con el propósito de asegurar el conocimiento certero de las resoluciones por parte de las autoridades y por ende su mejor cumplimiento.  Asimismo, se pretende equilibrar las oportunidades procesales de las autoridades y las restantes partes.

Sin perjuicio de lo anterior, se propone mantener la regla vigente respecto de las notificaciones relativas a los incidentes de suspensión, las cuales surten efectos a partir del momento de su recepción, con el objeto de que no se frustre el fin de dicha medida cautelar.

Art. 34 Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.
Art. 34 Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, al día siguiente al en que hayan quedado legalmente hechas, a excepción de las relativas al incidente de suspensión, que surtirán sus efectos desde la hora en que se hayan practicado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. 
Se homologa el texto de este artículo con el propuesto para el artículo 33.

TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art. 73 El juicio de amparo es improcedente:

XII Contra actos consentidos tácitamente... 

XIII Contra las resoluciones judiciales o de Tribunales Administrativos o del Trabajo...
Art. 73 El juicio de amparo es improcedente:

XII Contra actos consentidos tácitamente... 

XIII Contra actos derivados de otros consentidos.

En ningún caso se entenderán como derivados de actos consentidos aquellos que no sean consecuencia necesaria y directa de los mismos.  Asimismo no tendrán tal carácter, aquellos que hayan tenido como antecedente requerimientos o actos que en sí mismos no hayan causado agravio al quejoso cuando éste tenga el carácter de tercero en el procedimiento del que derive el acto reclamado.

XIV Contra las resoluciones judiciales o de Tribunales Administrativos o del Trabajo...
Se adiciona una causal de improcedencia tradicionalmente manejada por la jurisprudencia; estableciéndose claramente sus supuestos y excepciones. 

Art. 74 Procede el sobreseimiento:

V En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso. 

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el Tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida...

.... 
Art. 74 Procede el sobreseimiento:

V En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, las partes no han efectuado ningún acto procesal durante el término de ciento ochenta días, incluyendo los inhábiles.

En los amparos en revisión la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el Tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida...

.... 


Se propone reducir el plazo para que opere la caducidad de la instancia.  Asimismo, se prevé que para la interrupción de la caducidad no sólo sea necesaria la existencia de un acto procesal, sino que éste sea desarrollado por las partes.

TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art. 77 Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

I La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados;

II. Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, o bien para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado

III. Los puntos resolutivos con que deban terminar, concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que sobresea, conceda o niegue el amparo.


Art. 77 Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

I La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados;

En ningún caso comprenderán más cuestiones que las legales propuestas en la demanda de amparo.

II. Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, o bien para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado

III. Los puntos resolutivos con que deban terminar, concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o actos por los que sobresea, conceda o niegue el amparo.
Se adiciona la exigencia de que en las sentencias de amparo indirecto se cumpla con el principio de congruencia, exigido en la propia Ley de Amparo para las sentencias de Amparo Directo.

TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art. 149 Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero el juez podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita.  En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el Juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio, y acompañarán, en su caso, copia certificada las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

...
Art. 149 Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de diez días, pero el juez podrá ampliarlo hasta por otros diez si estimara que la importancia del caso lo amerita.  En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el Juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo, en su caso, las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio, y acompañarán, de ser cierto el acto reclamado, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

...
Se amplía el plazo para que las autoridades responsables rindan su informe justificado, equilibrando así las cargas procesales de las autoridades con las de las otras partes.

Se releva de la obligación de exhibir constancias a las autoridades que hayan negado la existencia del acto reclamado, por razones de imposibilidad material y jurídica.



TEXTO ACTUAL
TEXTO PROPUESTO
MOTIVO

Art. 152 A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas...

...

...


Art. 152 A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas...

...

...

La obligación prevista en el presente artículo, no constriñe a las autoridades a rendir informes a las partes para ser ofrecidos como prueba en juicio.  

Tampoco estarán obligadas las autoridades a proporcionar documentos o copias cuya presentación en juicio pueda generarles responsabilidad en términos de la legislación aplicable.  En este caso, las autoridades deberán manifestar el fundamento y la causa de su impedimento, los cuales  deberán ser valorados por el Juez, quien oyendo a las partes resolverá lo conducente.
Se destaca la finalidad del actual texto del artículo 152, esto es, que se exhiba copia de documentos existentes y no que se de la posibilidad de generar nuevos documentos a través de solicitudes de información que los quejosos hagan a las autoridades. 

Se establece la posibilidad de que las autoridades invoquen los impedimentos legales que tengan para exhibir las copias  y documentos que les hayan sido solicitados, así como de que dichos impedimentos sean atendidos y valorados por el juzgador con audiencia de las partes.  Lo anterior, a fin de evitar el perfeccionamiento de una prueba contraria a la ley o a la moral, mediante la cual se genere responsabilidad a las autoridades.

FRANCISCO MORENO Y GUTIÉRREZ 

PROPUESTA PARA REFORMAR EL ARTICULO 76 BIS

FRACCION II DE LA LEY DE AMPARO.

Sin lugar a dudas la Reforma Constitucional de 1993 relativas precisamente a los derechos del ofendido que el artículo 20 Constitucional fracción X párrafo final le otorga a la víctima u ofendido por un delito, ha traído como consecuencia en las legislaciones secundarias importantes modificaciones surgiendo nuevas disposiciones y nuevos criterios tanto Jurisprudenciales como doctrinarios que vienen a revolucionar el procedimiento penal Mexicano.

En un principio, debe decirse que esa nueva reforma por su ubicación fue considerada por algunos como inapropiada y desafortunada pues justamente el artículo 20 de nuestra Carta Magna contiene lo que son básicamente significativas garantías para el inculpado durante el procedimiento Penal y que por ello hablar del ofendido en el referido precepto, se afirma, no es adecuado, sin embargo, debe reconocerse que independientemente de su ubicación las referidas Reformas deben estimarse acertadas pues miran hacia uno de los sujetos del drama penal que tradicionalmente pasaba desapercibido, casi en el anonimato no obstante que en torno a él gira toda la maquinaria de Procuración y Administración de Justicia.

En nuestra entidad, Hidalgo, ese nuevo concepto se ha visto reflejado en diversas reformas y adiciones que desde 1990 y hasta el mes de marzo de 1999 se han venido llevando a cabo en los dispositivos sustantivos y adjetivos entre los que destacan la obligación del Juzgador de tener con carácter de Coadyuvante al ofendido o a su representante a partir del auto de radicación del proceso, así, sin mayor trámite, basta con que se le reconozca el carácter de ofendido para que en consecuencia se le admita también como Coadyuvante del Ministerio Público y sólo en los casos de Homicidio se requiere que la persona que tenga derecho a la Reparación de los daños y perjuicios expresamente se constituya como Coadyuvante del Ministerio Público, teniendo el derecho de hacer valer alguno de los recursos que la Ley de la materia señala durante los cuales expresará los agravios que le cause la resolución combatida, en materia federal, el artículo 141 del Código de Procedimientos Penales otorga al ofendido ciertos derechos.

En el Estado de Hidalgo la asesoría jurídica a que hace referencia el artículo 20 Constitucional en su fracción X párrafo final y que como garantía tiene derecho la víctima o el ofendido ha quedado ampliada al imponerse como obligación del Estado pues en aquellos casos en que el ofendido no tenga los recursos necesarios para contratar un abogado particular, podrá solicitar al Ministerio Público o al Juzgador según sea el caso le asigne un asesor jurídico con remuneración a cargo del Estado.

En materia Constitucional debe recordarse el contenido del artículo 21 de la Ley Suprema en donde en su párrafo cuarto pone de manifiesto la posibilidad de que las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio de la acción penal puedan ser impugnadas por la vía Jurisdiccional resolviendo nuestro Alto Tribunal que ésta habrá de ser la Constitucional y quien sino la víctima o el ofendido será quien intente dicho juicio pues reciente directa o indirectamente la conducta calificada como delito y en especial puede privársele de la posibilidad de obtener la reparación del daño lo que le da legitimación para ejercer al respecto la acción de garantías toda vez que las resoluciones sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal puedan resultar directamente violatorias de las garantías del ofendido.

En las condiciones anotadas, resulta cuestionable que atentos al triple propósito del proceso penal de tutelar jurídicamente al inculpado (en lo que hace a sus legítimos intereses), al ofendido por el delito y a la sociedad, y la protección constitucional que ahora resulta obligada para la víctima u ofendido, se impone la necesidad de que en los juicios de amparo promovidos por éstos o su representante el Juez Federal supla también las deficiencias de los conceptos de violación de la demanda y de los agravios formulados en los recursos que la Ley de Amparo establece, no solo por lo que hace al reo sino también a quien reciente las consecuencias de la acción criminosa en su vida, salud, patrimonio o en algún otro bien jurídico protegido por la Ley razón por la cual se propone una adición al artículo 76 bis de la Ley de Amparo que imponga la obligación a la autoridad Federal de suplir las deficiencias cuando el peticionario de amparo lo sea también la víctima, ofendido o su representante.

ESTEBAN ESPINOSA RAMÍREZ 




� Editado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Sentido en el cual se ha pronunciado el Máximo Tribunal de la República en la jurisprudencia 1188, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, página 808.


� Así lo ha interpretado la Corte en la trigésima octava tesis relacionada con la jurisprudencia número 1873, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1917-1988, Segunda Parte, página 3033.


� Afirmación que encuentra apoyo en la tesis del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Ëpoca, Tomo 91-96, página 240. 


� Dos tribunales colegiados participan de este punto de vista, en tanto que otros dos no convienen en el mismo; en aquel caso están el Tercer y Quinto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito, en las tesis publicadas en dicho semanario, séptima época, tomo 205-216, página 514, y octava época, tomo II, segunda parte-2, página 572; y en el segundo se encuentran el  Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil de ese circuito, en las tesis publicadas en el referido semanario, séptima época, tomo 33, página 50, y misma época, tomo 115-120, página 166.    


� La que aparece publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, página 1186, del rubro: “SUSPENSIÓN POR CAUSA SUPERVENIENTE”.


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo III, febrero de 1996, tesis P./J.9/96, página 78.


� Se tiene presente al ilustre jurista mexicano Rodolfo Reyes, que llevara tan noble institución al derecho español.


� Previstas en el artículo 105, fracción II, de la Constitución. 


� El denominado “Amparo Social Agrario” nació con la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación del día 2 de noviembre de 1962 que adicionó un párrafo quinto a la fracción II del artículo 107, actualmente párrafos tercero y cuarto. Dicha reforma fue desarrollada por la reforma a la ley reglamentaria, publicada en el Diario Oficial de la Federación del día 4 de febrero de 1993. En el año de 1976,  para sistematizar sus disposiciones, el legislador creó el Libro Segundo de la Ley de Amparo, según reformas publicadas el  día 29 de junio de ese año. El día 16 de enero de 1984 se publicaron adiciones a los artículos 224 y 231 de la misma ley, por lo que hace a este tipo de amparo.      





� Confróntese: a).- Ignacio Burgoa. El Juicio de Amparo. Vigésima De. Porrúa, México, 1991. Págs. 967 a 969. y b).- Héctor Fix Zamudio. Ensayos Sobre el Derecho de Amparo. Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México 1993. Pág.292. 


NOTA: Los textos correspondientes se acompañan como anexo a la presente propuesta.


� (fracción XIX del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos y artículo 1 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios).


�  De acuerdo con la metodología propuesta ofrezco la redacción que resultaría de incorporarse los comentarios señalados y después incluyo los artículos Transitorios que se harían necesarios y el texto que correspondería al proyecto de decreto de reformas.


Los numerales se han propuesto tomando como base la Ley de Amparo en vigor, para facilitar la comprensión de los elementos que pretenden incorporarse en ella.
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